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1) TEXTO DE LA CITACION 


“Montevideo, 8 de agosto de 1997. 


La CAMARA DE SENADORES se reunirá en sesión ordi- 
naria, el próximo martes 12, a la hora 16, a fin de informarse 
de los asuntos entrados y considerar el siguiente 
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ORDEN DEL DIA 
Continúa la discusión particular del proyecto de ley 
por el que se regula el consumo, la comercialización y 


publicidad de cigarrillos, cigarros y tabacos. 


(Carp. N* 319/95 - Rep. N* 351/97 y Anexo I) 


Discusión general y particular de los siguientes proyectos 


de ley: 


2) 


3%) 


Por el que se declara de interés general, la creación y 
gestión de un Sistema Nacional de Areas Naturales 
Protegidas. 


(Carp. N* 147/95 - Rep. N* 428/97) 


Por el que se designa con el nombre de “Juan H. 
Grieco - Celia E. Cattalurda de Grieco” la Escuela de 
Música N* 90, de la ciudad de San Carlos, departa- 
mento de Maldonado. 


(Carp. N” 749/97 - Rep. N* 429/97) 
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9) 


6%) 


7) 


8%) 


Por el que se establece que los ciudadanos uruguayos 
residentes en la República Federativa del Brasil o en 
la República Argentina, a no más de cinco kilómetros 
de la frontera de nuestro país, no pierden el derecho a 
la pensión a la vejez o invalidez. 


(Carp. N* 741/97 - Rep. N* 434/97) 


Por el que se aprueba el Acuerdo de Fomento y Recí- 
proca Protección de Inversiones entre la República y 
la República Italiana. 


(Carp. N* 672/97 - Rep. N* 436/97) 
Por el que se aprueba el Acuerdo de Promoción y 


Protección de Inversiones entre la República y la Re- 
pública de Chile. 


(Carp. N* 566/96 - Rep. N* 437/97) 
Por el que se aprueba el Convenio de Cooperación en 


materia de salud entre el Gobierno de la República y 
el Gobierno de la República del Paraguay. 


(Carp. N” 1294/93 - Rep. N* 443/97) 
Por el que se aprueba el Acuerdo entre la República y 
la Unión Económica Belgo - Luxemburguesa en ma- 


teria de Promoción y Protección Recíproca de Inver- 
siones y su Protocolo. 


(Carp. N* 235/95 - Rep. N* 442/97) 
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9%) Por el que se autoriza al Regimiento de Caballería N* 
7, con asiento en la ciudad de Río Branco, a concurrir 
a la ciudad de Yaguarón (República Federativa del 
Brasil) a participar en un desfile cívico militar. 


(Carp. N* 778/97 - Rep. N* 444/97) 
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de efectivos del Ejército de los Estados Unidos de 
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11) Por el que se establece un programa de apoyo al fi- 
nanciamiento de las micro y pequeñas empresas. 


(Carp. N* 732/97 - Rep. N* 446/97) 


12) Por el que se faculta al Tribunal de Cuentas a fijar una 
Tasa sobre los ingresos brutos de las empresas indus- 
triales y comerciales del Estado, por la intervención 
que les compete en los estados contables de éstas. 


(Carp. N* 752/97 - Rep. N* 448/97) 


13) Discusión particular del proyecto de resolución eleva- 
do por la Comisión de Asuntos Internacionales por el 
que se crea la Asociación de Amistad Parlamentaria 
entre la República Oriental del Uruguay y la Repúbli- 
ca Armenia. 


(Carp. N* 775/97 - Rep. N* 435/97) 


Jorge Moreira Parsons Mario Farachio 
Secretario Secretario.” 


2) ASISTENCIA 

ASISTEN: los señores Senadores Arismendi, Astori, Bat- 
lle, Brezzo, Couriel, Chiesa, Dalmás, Fernández Faingold, 
Gandini, Garat, García Costa, Gargano, Heber, Hierro Ló- 
pez, Irurtia, Korzeniak, Mallo, Michelini, Millor, Pereyra, 
Pozzolo, Ricaldoni, Sanabria, Santoro, Sarthou, Segovia, 
Storace y Virgili. 


FALTAN: con aviso, el señor Senador Cid, y sin aviso, el 
señor Senador Andújar. 


3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE. - Habiendo número, está abierta la 
sesión. 


(Es la hora 16 y 10 minutos) 
-Dése cuenta de los asuntos entrados. 


(Se da de los siguientes:) 


“Montevideo, 12 de agosto de 1997. 


La Presidencia de la Asamblea General destina va- 
rios Mensajes del Poder Ejecutivo a los que acompañan 
los siguientes proyectos de ley: 


Por el que se aprueba el Protocolo de armoniza- 
ción de normas sobre propiedad intelectual en el 
MERCOSUR en materia de marcas, indicaciones de 
procedencia y disposiciones de origen suscrito entre las 
Partes por el Consejo del Mercado Común. 


-A la Comisión de Asuntos Internacionales. 


Por el que se aprueba el Protocolo sobre promoción 
y protección de inversiones provenientes de Estados no 
partes del MERCOSUR. 


-A la Comisión de Asuntos Internacionales. 


La Presidencia de la Asamblea General remite va- 
rias notas del Tribunal de Cuentas comunicando las Re- 
soluciones adoptadas en los siguientes expedientes: 


De la Junta Departamental de Florida: relaciona- 
da a su modificación presupuestal correspondiente al 
período 1997-1999. 


De la Unidad de Coordinación Técnico Adminis- 
trativa de Apoyo al Fortalecimiento del Area Social: 
dependiente de la Oficina de Planeamiento y Presu- 
puesto al 31 de diciembre de 1996. 


De la Junta Departamental de Soriano: por el 
período comprendido entre mayo y agosto de 1996. 


De la Universidad de la República: Facultad de 
Humanidades y Ciencias de la Educación, referente a la 
deuda con diversos Organos de Prensa y el Servicio 
Oficial de Difusión, Radiotelevisión y Espectáculos. 


De la Universidad de la República: Facultad de 
Humanidades y Ciencias de la Educación, referente a la 
deuda con la empresa WILDWALD SA. 


De la Administración Nacional de Ferrocarriles 
del Estado: relacionado con el Estado de Situación Pa- 
trimonial y el Estado de Resultados al 31 de diciembre 
de 1995. 


El Ministerio de Educación y Cultura remite la in- 
formación solicitada por el señor Senador Hugo Fer- 
nández Faingold relacionada con la presunta participa- 
ción de personas ajenas al ámbito de la educación en la 
ocupación de los liceos. 


-Oportunamente le fue entregado al señor Senador 
Hugo Fernández Faingold. 
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4) 


El Ministerio de Industria, Energía y Minería remite 
la información solicitada por el señor Senador Manuel 
Laguarda en relación con los contratos de Concesión de 
los distribuidores de ANCAP. 


-Oportunamente le fue entregado al señor Senador 
Manuel Laguarda.” 


PEDIDO DE INFORMES 


SEÑOR PRESIDENTE. - Dése cuenta de un pedido 


informes. 


(Se da del siguiente: ) 


“Los señores Senadores Irurtia y Millor solicitan se 
curse un pedido de informes al Ministerio de Defensa 
Nacional.” 


-Oportunamente fue tramitado. 
(Texto del pedido de informes:) 
“Montevideo, 5 de agosto de 1997. 


Sr. Presidente del 
Senado de la República 
Dr. Hugo Batalla 
Presente 


En mérito de lo dispuesto por el artículo 118 de la 
Constitución de la República, solicitamos se sirva cur- 
sar al Ministerio de Defensa Nacional, el siguiente pe- 
dido de informes: 


1) Si ha habido alguna directiva en el sentido de 
que para aterrizar en la isla Martín García con aerona- 
ves Uruguayas, es menester primero, volar a un aero- 
puerto internacional Argentino para hacer aduana pre- 
viamente a aterrizar en la isla. 


2) En caso afirmativo, cuáles son las razones que 
ameritan tal resolución, y si se están haciendo gestiones 
que permitan la realización de vuelos directos hacia el 
mencionado punto del territorio nacional. 


Atentamente. 


Dante Irurtia, Pablo Millor. Senadores.” 
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de 


-Se va a votar si se accede al trámite solicitado. 
(Se vota:) 
-20 en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
(Texto de la exposición escrita: ) 
“Montevideo, 6 de agosto de 1997. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Dr. Hugo Batalla 


En virtud de lo dispuesto por el artículo 171 del 
Reglamento de la Cámara cúmpleme efectuar la siguien- 
te exposición escrita, solicitando se remita la misma al 
Banco de Previsión Social. 


A nuestro juicio resulta absolutamente necesario que 
el Banco de Previsión Social realice una importante 
campaña informativa a efectos de difundir adecuada- 
mente entre toda la población, las gravísimas conse- 
cuencias que se derivan de no cumplir determinadas 
obligaciones para con dicho Ente. 


Así por ejemplo, debería informarse respecto de quie- 
nes están obligados al pago de aportes y cuales sancio- 
nes se devengan por omitir la cotización. 


También resulta de sumo interés para la población, 
que se le informe correctamente acerca de como han de 
ser extendidos los recibos, cantidad de ejemplares y 
correlativas entregas de los mismos, además de las san- 
ciones que la omisión acarrea. 


En idéntico sentido debe ser difundido el procedi- 
miento avaluatorio y cómo y por quién es retribuido el 
funcionario que lo efectúa. 


Por último, que por parte del Ente se estudie la po- 
sibilidad de efectuar pagos al contado en los casos de 
deudas, mitigando las multas y recargos que impiden 
que los contribuyentes se pongan al día. 


En virtud de haber constatado un gran desconoci- 
miento de estos extremos por la población, es que se 
estima conveniente y necesaria la realización de una 
campaña que informe acerca de todos los requisitos y 
las eventuales sanciones por su incumplimiento. 


C.S.-343 


5) EXPOSICION ESCRITA 
- Luis A. Heber. Senador.” 
SENOR PRESIDENTE. - Dése cuenta de una exposición 
escrita. 6) SOLICITUD DE LICENCIA 


SEÑOR PRESIDENTE. - Dése cuenta de una solicitud de 
licencia. 


(Se da de la siguiente:) 


“El señor Senador Heber solicita se curse una expo- 


sición escrita al Banco de Previsión Social.” (Se da de la siguiente:) 


344-C.S. 


“La señora Senadora Arismendi solicita licencia por 
el día 19 de los corrientes”. 


-Léase. 
(Se lee:) 
“Montevideo, 11 de agosto de 1997. 

Cámara de Senadores 

Atn. Sr. Presidente 

Dr. Hugo Batalla 

Presente 

Por la presente solicito licencia el día 19 de los 
corrientes, razones de índole particular me impiden asis- 


tir a mis tareas parlamentarias. 


Por tal motivo se deberá convocar a mi suplente 
respectivo el Sr. Victorio Casartelli. 


Sin otro particular, saluda muy atentamente. 
Marina Arismendi. Senadora”. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 


(Se vota:) 

-20 en 21. Afirmativa. 

En consecuencia, para el día 19 queda convocado en susti- 
tución de la señora Senadora Arismendi, el señor Senador Ca- 


sartelli, quien ya ha prestado el juramento de estilo. 


SEÑOR RICALDON!. - Pido la palabra para una cuestión 
de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR RICALDONTI. - En nombre del Partido Colorado, 
solicito un cuarto intermedio de 15 minutos. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la solicitud formu- 
lada. 


(Se vota:) 

-20 en 21. Afirmativa. 

El Senado pasa a cuarto intermedio por 15 minutos. 
(Así se hace. Es la hora 16 y 13 minutos) 


(Vueltos a Sala) 


CAMARA DE SENADORES 


12 de Agosto de 1997 


SEÑOR PRESIDENTE. - Habiendo número, se reanuda la 
sesión. 


(Es la hora 16 y 49 minutos) 


7)  PREOCUPACION DE LOS SINDICATOS DE BELLA 
UNION POR LA PERDIDA DE FUENTES DE TRA- 
BAJO 


SEÑOR PRESIDENTE. - El Senado entra a la hora previa. 
Tiene la palabra el señor Senador Heber. 


SEÑOR HEBER. - Señor Presidente: hoy distraemos la 
atención del Senado de la República para plantear un tema que 
recoge la preocupación de los sindicatos de Bella Unión. 


El fin de semana pasado tuvimos oportunidad de hacer una 
recorrida por el departamento de Artigas y vimos con cierta 
preocupación la problemática que padecen los pobladores de 
la ciudad de Bella Unión, pues de 8.000 hectáreas de azúcar 
que se plantaban, hoy quedan 3.700. De alguna manera, todos 
queremos que sea factible generar, mediante un gran esfuerzo 
de reconversión, las fuentes de trabajo de dicha ciudad y sus 
alrededores. Cabe señalar que el país viene poniendo todo su 
afán en esta sustitución de la caña de azúcar y está dando 
pasos serios contando con el apoyo necesario, pero tiene la 
incertidumbre de si la reconversión productiva podrá generar 
las mismas fuentes de trabajo que la caña de azúcar. Esa es la 
gran interrogante de la zona. 


A través del contacto que tuvimos con los productores y 
con el sindicato, se planteó la posibilidad de obtener un trozo 
de tierra para insistir en la reconversión, que ha dado buenos 
frutos. Me refiero a la horticultura, que ha tenido un proceso 
de elaboración y ha generado mano de obra importante, susti- 
tuyendo la caña de azúcar, aunque no toda la producción pues- 
to que, como sabemos, la primera se lleva a cabo en pequeña 
escala e, indudablemente, necesita de la certeza de los merca- 
dos. En este sentido, se han venido conquistando importantes 
mercados, como el de Brasil, y se viene realizando un avance 
por parte de estos productores que hay que tener en cuenta y 
apoyar. 


Los sindicatos con los que tuvimos oportunidad de conver- 
sar insistieron en la posibilidad de obtener más hectáreas en la 
zona, sobre todo donde está el proyecto Calagua, en el que el 
Estado ha invertido mucho generando sistemas de riego real- 
mente importantes. Sabemos que esa zona ha dejado de produ- 
cir más de 4.000 hectáreas de caña de azúcar debido al fenó- 
meno de la reconversión. Como decía, los sindicatos plantea- 
ron la posibilidad de que el Instituto Nacional de Colonización 
pudiera realizar una inversión en dicha zona. Al respecto, cabe 
destacar que la Comisión de Ganadería, Agricultura y Pesca 
está estudiando un proyecto, a iniciativa de los señores Sena- 
dores del Frente Amplio, que pretende otorgar recursos al Ins- 
tituto Nacional de Colonización. No es fácil encontrar recur- 
sos para este Instituto en un país que administra escasez y en 
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el que el gasto público es muy grande, pero sí sabemos que 
existen predios que no están debidamente explotados. Uno de 
ellos se encuentra en el departamento de Cerro Largo; creo 
que su extensión es de aproximadamente 2.000 hectáreas y ha 
sido necesario una gran inversión por parte del Instituto, pero 
como todavía no se ha construido la caminería interna, aún no 
hay colonos, y su Asociación ha planteado a las autoridades 
del Instituto la necesidad de buscar una solución definitiva 
para este predio. En caso de que la inversión que haya que 
hacer sea muy grande, sería conveniente venderlo y comprar 
tierras para mejorar los predios colonizados. Los colonos pre- 
cisan algunas hectáreas más para hacer viable su producción. 


Frente a esta posibilidad y a modo de idea, planteamos que 
el Instituto Nacional de Colonización estaría en condiciones 
de vender los predios que no está utilizando en Cerro Largo 
para poder realizar una inversión en la zona de Bella Unión, 
que sería una gran empleadora, ya que la horticultura es muy 
viable porque cuenta con procesos industriales que ayudan a 
ello. Además ya están establecidos los contactos para vender. 
Por otra parte, la práctica de vender indudablemente ha lleva- 
do al país a generar mercados que antes no tenía, sobre todo 
en la región sur del Brasil, gran compradora de los productos 
hortícolas que se elaboran en esa zona. 


Creo conveniente que el Instituto Nacional de Coloniza- 
ción no se obsesione con la lechería, la pecuaria o con el 
arroz, sino que también debería hacer una incursión en el ám- 
bito de la horticultura, aunque de pronto, ya tiene proyectos en 
ese sentido, y estoy hablando con desconocimiento del asunto. 
Aclaro que no se trata de un reproche al Instituto sino, por el 
contrario, de plantear ideas que puedan encontrar solución en 
base a la imaginación para la gente que precisa trabajar por- 
que, como dije al principio, la reconversión del azúcar que se 
viene llevando adelante en Bella Unión ha traído como conse- 
cuencia que mucha mano de obra quedara de lado. 


Sinceramente, pensamos que la horticultura puede consti- 
tuir una alternativa válida para la sustitución de la caña de 
azúcar. 


Asimismo pensamos que es una buena idea la que nos han 
planteado los sindicatos de Bella Unión en cuanto a la posibi- 
lidad de hacer una inversión de pequeñas hectáreas que po- 
drían proporcionar trabajo a muchas manos en esa zona. Esto 
es posible, sobre todo, porque se cuenta con la infraestructura 
del caso y, además, la inversión ya ha sido hecha en el pasado 
por el Estado con el famoso VERNO, vértice noroeste, con el 
que se ha gastado mucho y sin la debida planificación. No 
obstante, esto apunta a otra discusión y es necesario que el 
país vea si ha habido un regreso de viabilidad en cuanto a los 
proyectos que a partir de esa iniciativa el Estado impulsó en 
otras épocas. 


De todos modos, lo cierto es que ha surgido una trama 
social que es importante que el Estado sostenga. Se ha genera- 
do una fuente de trabajo que es necesario que el Estado, el 
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país y los actores con imaginación no sigamos cargando al 
Erario Público este costo, pero sí que podamos encontrar los 
caminos que hagan viable una producción intensiva que gene- 
re la fuente de trabajo que otro tipo de producciones habían 
creado en el pasado. 


Es por esto, señor Presidente, que en el día de hoy distrai- 
go al Senado para plantear este tema porque, a mi entender, es 
un área en la que el Instituto puede crecer y de alguna manera 
reconvertirse. De esta forma en lugar de establecerse veinte 
colonos en el departamento de Cerro Largo, quizás se pueda 
dar solución a varios cientos de familias que en la producción 
hortícola pueden encontrar una salida para su vida en la ciu- 
dad de Bella Unión. Esta es una idea que nosotros hemos 
recibido de los actores, nos hacemos eco de la misma y por 
eso traemos el tema al Senado. 


En consecuencia, solicitamos que la versión taquigráfica 
de nuestras palabras sea enviada al Instituto Nacional de Colo- 
nización, a efectos de que se realice un estudio de viabilidad 
en función del proyecto que nosotros presentamos y que cons- 
tituiría una gran solución social para una ciudad que debemos 
atender y tener presente. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar el trámite solicitado. 


(Se vota:) 
-19 en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


S) TRIBUNAL DE CUENTAS. Ingresos brutos de em- 
presas industriales y comerciales del Estado. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Ha concluido la hora previa. 
El Senado entra al orden del día. 

Dése cuenta de una moción de orden llegada a la Mesa. 
(Se da de la siguiente:) 


“Los señores Senadores Hierro López, Gargano y 
Heber presentan una moción de orden”. 


-Léase. 
(Se lee:) 

“Mocionamos para que se altere el orden del día y 
se considere en primer lugar el numeral 12 del mismo, 


relativo al Tribunal de Cuentas”. 


-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
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(Se vota:) 
-19 en 20. Afirmativa. 


En consideración el asunto cuya urgencia fue votada: 
Proyecto de ley por el que se faculta al Tribunal de Cuen- 
tas a fijar una tasa sobre los ingresos brutos de las empre- 
sas industriales y comerciales del Estado, por la interven- 
ción que les compete en los estados contables de éstas. 
(Carp. N* 752/97 - Rep. N* 448/97)”. 


(Antecedentes: ) 


“Carp. N* 752/97 
Rep. N* 448/97 


CAMARA DE REPRESENTANTES 


La Cámara de Representantes, en sesión de hoy, ha 
sancionado el siguiente 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 1”. - Facúltase al Tribunal de Cuentas a 
fijar una tasa de hasta el 1,50/000 (uno con cincuenta 
por diez mil) sobre los ingresos brutos de las empresas 
industriales y comerciales del Estado, por la interven- 
ción que le compete en los estados contables de éstas. 


Asimismo, podrá fijar un precio como contrapartida 
por cualquier otro tipo de tareas, que le sean solicitadas 
por las referidas empresas, tomando en consideración 
la complejidad de las mismas. 


Art. 2”. - El importe resultante de la aplicación de 
la citada tasa deberá ser vertido en la forma y oportuni- 
dad que disponga el Tribunal de Cuentas. Lo recaudado 
por este concepto deberá ser destinado en su totalidad a 
gastos de funcionamiento e inversiones comprendidos 
en los Rubros 2, 3, 4, 6 y 9 del Inciso 17, no pudiéndo- 
se en ningún caso hacerse efectivas retribuciones per- 
sonales con cargo a estos ingresos. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, 
en Montevideo, a 17 de junio de 1997. 


Carlos Baráibar 
Martín García Nin Presidente 
Secretario 
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Comisión de Hacienda 


INFORME 
Señores Representantes: 


El presente proyecto de ley habilita al Tribunal de 
Cuentas a cobrar una tasa por la intervención que le 


compete en los estados contables de las empresas in- 
dustriales y comerciales del Estado. 


Esta iniciativa pretende sustituir los recursos que al 
Tribunal de Cuentas le fueron asignados oportunamen- 
te por medio del artículo 520 de la Ley N* 16.736, de 5 
de enero de 1996. Esa disposición fijaba un tributo a 
los adjudicatarios de licitaciones públicas, licitaciones 
abreviadas o compras directas de los organismos estata- 
les, que en los hechos nunca fue aplicado. 


Al mismo tiempo se contempla la posibilidad de 
que el Tribunal de Cuentas fije un precio como contra- 
partida por otro tipo de tareas que le sean solicitadas 
por las empresas públicas. 


La Comisión de Hacienda considera conveniente esta 
iniciativa, por lo que recomienda al Cuerpo su aproba- 
ción. 


Sala de la Comisión, 4 de junio de 1997. 


Alvaro Alonso (Miembro Informante), Julio 
Aguiar, Alejandro Atchugarry, Federico 
Bosch, Carlos Gamou, Daniel García Pin- 
tos, Gustavo Penadés, Iván Posada, Enri- 
que Soto. 


CAMARA DE REPRESENTANTES 
EXPOSICION DE MOTIVOS 


Los firmantes han tomado en consideración la pro- 
puesta de derogar el tributo dispuesto por el artículo 
520 de la Ley N* 16.736, de 5 de enero de 1996. 


En consecuencia surge razonable la creación de una 
tasa que contemple los costos de la intervención del 
Tribunal de Cuentas en las empresas comerciales del 
Estado, atendiendo tanto la simplicidad de recaudación 
como el principio de recuperación de los costos, para 
su utilización en la mejora de gestión. 


A los efectos de habilitar su tratamiento parlamenta- 
rio es que patrocinamos el presente proyecto de ley. 


Montevideo, 3 de junio de 1997. 


Alejandro Atchugarry (Representante por 
Montevideo), Carlos Gamou (Representan- 
te por Montevideo), Gustavo Penadés (Re- 
presentante por Montevideo), Iván Posada 
(Representante por Montevideo), Juan Fe- 
derico Bosch (Representante por Paysandú), 
Alvaro Alonso (Representante por Monte- 
video), Daniel García Pintos (Representan- 
te por Montevideo), Julio Aguiar (Repre- 
sentante por Montevideo).” 


12 de Agosto de 1997 


12 de Agosto de 1997 
SEÑOR PRESIDENTE. - Léase el proyecto. 
(Se lee) 
-En discusión general. 
SEÑOR HIERRO LOPEZ. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR HIERRO LOPEZ. - La Comisión de Hacienda del 
Senado ha resuelto proponer al Cuerpo, por unanimidad, la 
aprobación de este proyecto de ley que a su vez viene sancio- 
nado por la Cámara de Representantes, también por la unani- 
midad de las Bancadas. Se trata de una iniciativa muy simple 
que, tal como se expresa en su artículo 1%, lo que hace es 
facultar al Tribunal de Cuentas a fijar una tasa de hasta uno 
con cincuenta por diez mil sobre los ingresos brutos de las 
empresas industriales y comerciales del Estado, por la inter- 
vención que le compete al Tribunal en los estados contables 
de éstas. Asimismo, autoriza al mismo a fijar un precio como 
contrapartida por cualquier otro tipo de tareas, que le sean 
solicitadas por las referidas empresas, dada la complejidad de 
las mismas. 


Va de suyo que el proyecto de ley procura darle financia- 
miento genuino al Tribunal de Cuentas y salvar el vacío crea- 
do a partir de la derogación del artículo 520 de la Ley de 
Presupuesto, tal como fue resuelto por ambas Cámaras luego 
de confirmar que la aplicación del mismo era inviable desde el 
punto de vista operativo. A solicitud del Poder Ejecutivo, el 
Parlamento aceptó derogar dicho artículo que establecía que el 
Tribunal de Cuentas podía obtener el uno por mil de las com- 
pras que efectuara el Estado. Como aquella norma fue inapli- 
cable el Poder Ejecutivo ha remitido este proyecto de ley cuya 
aprobación aconseja, por unanimidad, la Comisión de Hacien- 
da. 


Pensamos, señor Presidente, que es por demás oportuno 
proceder en el día de hoy a esta sanción legislativa, dado que 
el día viernes el Tribunal de Cuentas cumple un nuevo aniver- 
sario y podría celebrarlo con la sanción de un proyecto de ley 
que le asegure un financiamiento genuino, así como la mayor 
jerarquía y tecnicismo en sus actuaciones que son tan impor- 
tantes para la vida del Estado. 


Es todo cuanto teníamos que informar, señor Presidente, 
por lo que sugerimos la rápida aprobación de este proyecto de 


ley. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar en general. 


(Se vota:) 
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-19 en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 

Léase el artículo 1*. 

(Se lee:) 

“ARTICULO 1”. - Facúltase al Tribunal de Cuentas 
a fijar una tasa de hasta el 1,50/000 (uno con cincuenta 
por diez mil) sobre los ingresos brutos de las empresas 
industriales y comerciales del Estado, por la interven- 
ción que le compete en los estados contables de éstas. 

Asimismo, podrá fijar un precio como contrapartida 
por cualquier otro tipo de tareas, que le sean solicitadas 
por las referidas empresas, tomando en consideración 
la complejidad de las mismas”. 

-En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-20 en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Léase el artículo 2*. 

(Se lee:) 

“ARTICULO 2”. - El importe resultante de la apli- 
cación de la citada tasa deberá ser vertido en la forma y 
oportunidad que disponga el Tribunal de Cuentas. Lo 
recaudado por este concepto deberá ser destinado en su 
totalidad a gastos de funcionamiento e inversiones com- 
prendidos en los Rubros 2, 3, 4, 6 y 9 del Inciso 17, no 
pudiéndose en ningún caso hacerse efectivas retribucio- 
nes personales con cargo a estos ingresos”. 

-En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 


-20 en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda sancionado el proyecto de ley que se comunicará al 
Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado por 
ser igual al considerado) 
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9) EFECTIVOS DEL REGIMIENTO DE CABALLERIA 
N*7 


SEÑOR MILLOR. - Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR MILLOR. - Solicitamos, señor Presidente, que se 
altere el orden del día y se consideren de inmediato los asun- 
tos que figuran en los numerales 9* y 10 del repartido del día 
de hoy. Hacemos esta moción motivados por la urgencia que 
existe en materia de fechas. El primer proyecto de ley tiene 
por objeto permitir la salida de un pequeño contingente uru- 
guayo para que participe de las celebraciones del hermano 
país de Brasil y el segundo consiste en permitir el ingreso a 
nuestro país de un pequeño contingente de fuerzas estadouni- 
denses para realizar maniobras de entrenamiento que benefi- 
ciarán a nuestras Fuerzas Armadas. 


En virtud de las fechas, solicitamos que se altere el orden 
del día y se pase a considerar de inmediato estos dos asuntos. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar si se altera el orden 
del día y se tratan de inmediato los puntos 9* y 10 del orden 
del día. 


(Se vota:) 
-20 en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Se pasa a considerar el asunto que figuraba en 9” término 
del orden del día: “Proyecto de ley por el que se autoriza al 
Regimiento de Caballería N” 7, con asiento en la ciudad de 
Río Branco, a concurrir a la ciudad de Yaguarón (República 
Federativa del Brasil) a participar en un desfile cívico militar. 
(Carp. N* 778/97 - Rep. N* 444/97)”. 


(Antecedentes: ) 


“Carp. N* 778/97 
Rep. N* 444/97 


Ministerio de Defensa Nacional 
Ministerio de Relaciones Exteriores 
Ministerio del Interior 


Montevideo, 15 de julio de 1997. 


Señor Presidente de la Asamblea General 
Doctor Hugo Batalla 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
Cuerpo, a fin de someter a su consideración el adjunto 
proyecto de ley, al amparo de lo dispuesto por el nume- 
ral 12 del artículo 85 de la Constitución de la Repúbli- 
ca, por el que se autoriza a efectivos del Regimiento de 
Caballería N* 7 asentado en la ciudad de Río Branco, a 
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concurrir a la República Federativa del Brasil, ciudad 
de Yaguarón, a efectos de participar en un Desfile Cívi- 
co Militar conmemorativo de la fecha 7 de setiembre 
que se realizará en el marco de los festejos de la Sema- 
na de la Patria del mencionado país, en la referida fe- 
cha del corriente año. 


La concurrencia de efectivos de nuestro Ejército con- 
tribuiría a aumentar la relación permanente que mantie- 
nen las Unidades de frontera con sus pares vecinos y 
permitiría seguir estrechando lazos de amistad personal 
y profesional existentes actualmente en el ámbito regio- 
nal. 


Por lo precedentemente expuesto, se encarece a ese 
Cuerpo la aprobación del proyecto de ley de referencia. 


Saluda al señor Presidente atentamente. 


Julio María Sanguinetti PRESIDENTE DE LA 
REPUBLICA, Juan Luis Storace, Raúl Iturria, 
Washington Bado, Carlos Pérez del Castillo. 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 1”. - Autorízase a los efectivos del Regi- 
miento de Caballería N* 7 del Ejército Nacional, con 
asiento en la ciudad de Río Branco, que a continuación 
se detallan: Banderas y Escolta compuesta por 3 (tres) 
señores Oficiales y 4 (cuatro) Personal Subalterno, Sec- 
ción compuesta por 1 (un) señor Oficial y 20 (veinte) 
Personal Subalterno con armamento individual, Banda 
Lisa compuesto por 6 (seis) Personal Subalterno y 1 TP 
1/4 Ton integrando el Estado Mayor de la fuerza com- 
puesta por 1 (un) Oficial y 3 (tres) Personal Subalterno, 
a concurrir a la República Federativa del Brasil, ciudad 
de Yaguarón, a efectos de participar en un Desfile Cívi- 
co-Militar, que se realizará en el marco de los festejos 
de la Semana de la Patria del mencionado país, el día 7 
de setiembre del corriente año. 


Art. 2”. - Comuníquese, publíquese y archívese. 


Juan Luis Storace, Raúl Iturria, Washington 
Bado, Carlos Pérez del Castillo.” 


SEÑOR PRESIDENTE. - Léase el proyecto. 
(Se lee) 
-En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador 
Brezzo. 


SEÑOR BREZZO. - Se trata de una autorización que el 
Senado considera prácticamente todos los años. Ya es tradi- 
cional que este Regimiento concurra a la ciudad de Yaguarón 
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a participar de los festejos y del desfile militar en conmemora- 
ción de la independencia del Brasil. En este caso, se trata de 
Banderas y Escolta compuesta por tres señores Oficiales y 
cuatro Personal Subalterno, Sección compuesta por un señor 
Oficial y veinte Personal Subalterno con armamento indivi- 
dual, etcétera. Cabe aclarar que es un procedimiento de natu- 
raleza amistosa, con el solo objeto de participar en los feste- 
jos. 


La Comisión de Defensa Nacional consideró el tema y, por 
unanimidad, recomienda al Senado su aprobación. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota:) 

-21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En discusión particular. 

Léase el artículo 1*. 

SEÑOR MILLOR. - Solicito que se suprima la lectura. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar si se suprime la lectura. 


(Se vota:) 
-23 en 23. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En consideración el artículo 1” y único del proyecto. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el 
siguiente: 


“ARTICULO 1”. - Autorízase a los efectivos del 
Regimiento de Caballería N* 7 del Ejército Nacional, 
con asiento en la ciudad de Río Branco, que a continua- 
ción se detallan: Banderas y Escolta compuesta por 3 
(tres) señores Oficiales y 4 (cuatro) Personal Subalter- 
no, Sección compuesta por 1 (un) señor Oficial y 20 
(veinte) Personal Subalterno con armamento individual, 
Banda Lisa compuesto por 6 (seis) Personal Subalterno 
y 1 TP 1/4 Ton integrando el Estado Mayor de la fuer- 
za compuesta por 1 (un) Oficial y 3 (tres) Personal 
Subalterno, a concurrir a la República Federativa del 
Brasil, ciudad de Yaguarón, a efectos de participar en 
un Desfile Cívico-Militar, que se realizará en el marco 
de los festejos de la Semana de la Patria del menciona- 
do país, el día 7 de setiembre del corriente año”.) 


-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 


-21 en 23. Afirmativa. 
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Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará a la 
Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado por 
ser igual al considerado) 


10) EFECTIVOS DEL EJERCITO DE LOS ESTADOS 
UNIDOS DE AMERICA 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se pasa a considerar el asunto 
que figuraba en 10? término del orden del día: “Proyecto de 
ley por el que se autoriza el ingreso al territorio nacional de 
efectivos del Ejército de los Estados Unidos de América, a 
efectos de realizar ejercicios de campo. (Carp. N* 779/97 - 
Rep. N* 445/97)”. 


(Antecedentes:) 


“Carp. N* 779/97 
Rep. N* 445/97 


Ministerio de Defensa Nacional 
Ministerio de Relaciones Exteriores 
Ministerio del Interior 


Montevideo, 15 de julio de 1997. 


Señor Presidente de la Asamblea General 
Doctor Hugo Batalla 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
Cuerpo a efectos de someter a su consideración, atento 
a lo preceptuado por el numeral 11 del artículo 85 de la 
Constitución de la República, el proyecto de ley adjun- 
to por el cual se autoriza a Personal Superior y Subal- 
terno, perteneciente al Ejército de los Estados Unidos 
de América en un número de 15, a visitar nuestro país 
entre el 12 de setiembre y el 24 de octubre de 1997, a 
efectos de realizar ejercicios de campo con Unidades 
de Infantería de nuestro Ejército Nacional. 


Ya en años anteriores se han realizado, con la anuen- 
cia de ese Cuerpo, ejercicios similares; los que respon- 
den a una planificación consecuencial de diferentes Fa- 
ses. En 1996 fueron llevados a cabo en territorio nacio- 
nal los ejercicios de Infantería Ligera Fase Il, en el 
presente año correspondería desarrollar la Fase III. 


Los objetivos que se persiguen con la continuación 
de dicho entrenamiento conjunto, están determinados 
por la posibilidad de brindar a nuestros efectivos la 
oportunidad de intercambio de experiencias personales 
que optimicen su capacidad profesional para un mejor 
cumplimiento de las misiones que competen al Ejérci- 
to. 


La actualización de la Doctrina del Ejército estable- 
ció entre otros conceptos estratégicos y tácticos para 
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prever el cumplimiento de la misión, la necesidad de 
contar con tropas altamente especializadas en condicio- 
nes de actuar atendiendo la amplia gama de contingen- 
cias que afectan al mundo actual, tanto en ambientes 
convencionales como no convencionales y apoyar al 
Sistema Nacional de Emergencia, cuando así le fuera 
solicitado. 


Por otra parte, la diversidad y permanente desarro- 
llo de tecnología de última generación exigen la conti- 
nua actualización, entrenamiento y evaluación de las 
tácticas y técnicas a ser aplicadas por nuestros efectivos 
militares. 


Es precisamente a través del intercambio con otros 
Ejércitos, que nuestro Ejército Nacional tiene la oportu- 
nidad de entrar en contacto con los últimos adelantos 
en materia de selección y entrenamiento de personal 
altamente especializado y utilización de equipo y arma- 
mento sofisticado. 


Considerando la complejidad y el costo que abarca 
la preparación de las fuerzas y a los efectos de mante- 
ner una continuidad en el entrenamiento especializado, 
iniciado en años anteriores, ingresarían al país personal 
y equipo del Ejército de los Estados Unidos de Améri- 
ca, quienes conjuntamente con integrantes del Batallón 
de Infantería Paracaidista N* 14 llevarían adelante el 
ejercicio de Infantería Ligera Fase III. 


La realización del referido ejercicio, entre otras ven- 
tajas, le permitirá al Ejército: 


- Entrenar instructores en las últimas técnicas sin 
costos para el Ejército Nacional. 


- Ahorro de material y equipo. 
- Ahorro de horas de vuelo. 


- Entrenamiento especializado y costoso que nuestra 
Fuerza Aérea está en condiciones de apoyar sólo en 
contadas oportunidades aunque tiene capacidad para eje- 
cutarlo. 


- Conocer por parte de nuestros especialistas las úl- 
timas técnicas e incrementar su eficiencia operativa y 
niveles de seguridad sin costos para el país. 


- Puesta al día de las últimas tácticas y técnicas para 
rescate de rehenes. 


- Ejercitar el entrenamiento de Caída Libre Militar 
mediante técnicas especiales para infiltración a media- 
na y gran altura, de grupos reducidos en condiciones de 
realizar Operaciones especiales de carácter estratégico 
en la retaguardia profunda de un enemigo hipotético. 
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Por los fundamentos precedentemente expuestos, se 
solicita al señor Presidente, la atención de ese Cuerpo 
al proyecto de ley que se acompaña, cuya aprobación 
se encarece. 


Saluda a usted con la mayor consideración. 


Julio María Sanguinetti PRESIDENTE DE LA 
REPUBLICA, Juan Luis Storace, Raúl Iturria, 
Washington Bado, Carlos Pérez del Castillo. 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 1”. - Autorízase el ingreso al territorio na- 
cional de efectivos pertenecientes al Ejército de los Es- 
tados Unidos de América, integrado por Personal Supe- 
rior y Subalterno en un número de 15, con el equipo 
necesario, a efectos de realizar ejercicios de campo con 
Unidades de Infantería del Ejército Nacional entre el 12 
de setiembre y el 24 de octubre de 1997. 


Art. 2”. - Comuníquese, publíquese, archívese. 


Juan Luis Storace, Raúl Iturria, Washington 
Bado, Carlos Pérez del Castillo.” 


SEÑOR PRESIDENTE. - Léase el proyecto. 
(Se lee) 
-En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador 
Brezzo. 


SEÑOR BREZZO. - El proyecto refiere a una solicitud de 
autorización para que lleguen al país quince personas pertene- 
cientes al Ejército de Estados Unidos, a fin de dar entrena- 
miento especial a Unidades del Batallón de Infantería N* 14, 
fundamentalmente paracaidistas. Se trata de operaciones espe- 
ciales que viene realizando este Batallón, utilizando la última 
tecnología, para lo que se trae algún equipo y se va a dar un 
entrenamiento muy especializado a este grupo de Infantería. 
Para información del Senado, debo decir que se entrena en las 
últimas tácticas y técnicas para rescate de rehenes, y son gru- 
pos reducidos de personal con un entrenamiento muy alto. 
Quien habla ha tenido la oportunidad de ver algunas demos- 
traciones del Batallón N* 14 de Infantería, inclusive por la 
televisión, y he comprobado que afortunadamente tenemos en 
el país grupos muy bien entrenados para este tipo de operacio- 
nes, que esperamos nunca sea necesario desarrollar en el país. 


La Comisión de Defensa Nacional trató este tema y lo votó 
en mayoría, recomendando la autorización a este grupo de 
entrenamiento que le va a dar al Ejército un tipo de formación 
que sería imposible de obtener con los medios que tenemos en 
el país. 
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SEÑOR SEGOVIA. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Senador. 


SEÑOR SEGOVIA. - La solicitud de autorización de in- 
greso de fuerzas extranjeras al territorio nacional, con la ya 
tradicional escueta información del Poder Ejecutivo, en esta 
circunstancia promueve ejercicios de campo de Infantería lige- 
ra, fase III, del Batallón de Infantería Paracaidista N* 14, en 
operación conjunta con efectivos militares de los Estados Uni- 
dos. Los motivos son el entrenamiento de instructores; alta 
especialización; adiestramiento hacia eficiencia operativa y ni- 
veles de seguridad; puesta al día de tácticas y técnicas para el 
rescate de rehenes; entrenamiento de “Caída Libre Militar”. Es 
este un subtítulo cuyo alcance, tal vez, habría que precisar. 


Según el Mensaje que remite el Poder Ejecutivo, todo 
coadyuva a la “actualización de la doctrina del Ejército” -así 
lo manifiesta directamente- para el cumplimiento de misiones 
específicas con tropas especializadas requeridas en variada 
gama de contingencias, que pueden ser convencionales o no, y 
en apoyo del “Sistema Nacional de Emergencia” que figura 
dentro de la doctrina militar actual. 


Cierto es que nuestro país mantiene convenios vigentes 
con los Estados Unidos de Norte América desde el año 1953, 
conocidos como Pacto Militar entre Uruguay y Estados Uni- 
dos. La política norteamericana, sin duda por su manifiesta 
hegemonía militar, trata de beneficiarnos al ofrecer estas ope- 
raciones -que se hacen reiteradamente, sin costo alguno para 
nuestro Ejército- que entienden conveniente a su doctrina, va- 
riable en su forma de mirar el continente. 


En ocasión de discutir a nivel legislativo ese Pacto, el se- 
ñor Representante Vidal Zaglio defendía su ideología naciona- 
lista y orientalista de no homologar tratados que el consejero 
Vargas Guillemette calificara antes como “contratos de adhe- 
sión”, de homologación de decisiones ajenas. El ex señor Se- 
nador Eduardo Víctor Haedo también condicionaba esto a la 
necesaria discusión democrática y amplia de la Ley Orgánica 
de las Fuerzas Armadas, hoy prevista en la Rendición de Cuen- 
tas sancionada en 1991. 


Han transcurrido más de cuarenta años y el trascendente 
tema militar, que sufriera fuertes impactos doctrinarios, aún 
no ha sido abordado frontalmente. Debe ser un debate entre 
todos, escuchándonos a políticos, civiles y militares. No es ni 
medianamente aceptable la generación de debates por entrada 
y salida de tropas, a lo que constantemente estamos obligados 
y donde campea una permanente incertidumbre. Una y otra 
vez, con monotonía monotemática debemos abordar y votar 
contrariamente la realización de esas operaciones, que pueden 
ser ampliamente convenientes y deben tener, a su vez, conti- 
nuidad porque si no, pierden la total efectividad. Esto sucede 
porque doctrinariamente -y hoy no lo digo yo, sino que lo ha 
manifestado el Poder Ejecutivo- estamos en actualizaciones 
que no conocemos en profundidad. 
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Hace pocos días, al tratar operaciones de búsqueda y resca- 
te, en la fundamentación del voto manejamos aspectos doctri- 
narios que alcanzan a la Seguridad y Defensa Nacional, Re- 
gional y Continental. Asimismo, hablamos de fuerzas naciona- 
les o supranacionales, de estrategia panamericana o latinoame- 
ricana, de salvaguarda y de imposición de la paz, así como de 
autonomías estratégicas o generación de fuerzas internaciona- 
les, de intervencionismos, de fuerzas en pie de obra y de estra- 
tegias reactivas o proactivas, cubriendo la amplia gama de la 
temática militar. 


Hoy nada hemos avanzado -en un planteo cuidadoso pero 
abierto, que sin duda ha de ser recatado por estar vinculado a 
las Fuerzas Armadas- en la dilucidación de un hecho -me re- 
fiero a la autorización- como el que motiva estas palabras, de 
apariencia menor. Nuestra Bancada no puede apoyar con su 
voto la presencia de fuerzas de los Estados Unidos, teniendo 
en cuenta que constitucionalmente promovemos estrategias mi- 
litares latinoamericanas y que desconocemos el destino final 
de las “actualizaciones doctrinarias” que se manifiesta en el 
Mensaje. 


Queda en pie el decidido apoyo que brindaremos a la dis- 
cusión de un tema sí profundamente de Estado y trascendente, 
como el militar. 


Por estos motivos, la Bancada del Frente Amplio una vez 
más se ve obligada, por estos reiterados fundamentos, a votar 
en contra de la presencia de efectivos militares de los Estados 
Unidos de Norte América en nuestro territorio. 


SEÑOR SANTORO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SANTORO. - Señor Presidente: el proyecto que 
estamos considerando en relación a la autorización solicitada 
por el Poder Ejecutivo para que se permita el ingreso al país 
de personal superior y subalterno que pertenece al Ejército de 
los Estados Unidos de América -en un número de quince- para 
realizar operaciones conjuntas con tropas de nuestro Ejército, 
especialmente el Batallón de Infantería Paracaidista N* 14, a 
fin de cumplir lo que se llama el “Ejercicio de Infantería Lige- 
ra Fase 3”, se refiere a uno de los tantos ejercicios que regular- 
mente y desde hace años vienen realizando integrantes de nues- 
tras Fuerzas Armadas a los efectos de mantener el entrena- 
miento y conocer nuevas armas y técnicas militares que, como 
es sabido, alcanzan una tecnología cada vez más de avanzada. 
Los integrantes de nuestras Fuerzas Armadas pueden acceder 
a esos conocimientos únicamente a través de estas operacio- 
nes, ya que el país no cuenta con posibilidades materiales de 
lograrlos por sí mismo. 


Del caso es, entonces, que estas operaciones tienen ese 
nivel, no afectan ninguna de las políticas internacionales del 
país ni rompen ninguno de los esquemas actualmente vigentes 
en relación al cumplimiento de las tareas propias de nuestras 
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Fuerzas Armadas. Quiere decir, pues, que vamos a aprobar 
este proyecto de ley. 


Ahora bien; queremos hacer referencia a las expresiones 
del señor Senador Segovia, vertidas en oportunidad de mani- 
festar su oposición a esta iniciativa. El señor Senador procede 
a hacer algunas consideraciones en relación a la doctrina de 
nuestras Fuerzas Armadas y a su destino, así como al cumpli- 
miento de sus funciones dentro del ámbito nacional e interna- 
cional. Se trata de un tema realmente trascendente que, a nues- 
tro juicio, supera el esquema de análisis de este proyecto de 
ley y tiene valores suficientes para que en algún momento se 
proceda a su estudio, al nivel que se estime oportuno y propi- 
cio. Recordamos que en oportunidad del cumplimiento de la 
tarea de gobierno del anterior Poder Ejecutivo, en determina- 
do momento el Presidente de la República entonces actuante, 
doctor Luis Alberto Lacalle, dictó un decreto mediante el cual 
encomendaba un estudio y las propuestas consiguientes para 
establecer las fases que debían superar nuestras Fuerzas Arma- 
das y, de manera esencial, lo relativo a su papel, desempeño, 
funciones y destino, de acuerdo con todos los cambios que se 
han producido en América y el mundo. Me refiero a la apari- 
ción de convenios o tratados que regionalizan las zonas y que, 
en cierta medida, modifican las políticas en materia de defensa 
nacional y de seguridad pública en general. El tiempo pasó y 
esa propuesta no tuvo otra alternativa que la de simplemente 
marcar una iniciativa y la realización, de acuerdo con nuestros 
conocimientos, de algunos estudios que, sin embargo, no se 
hicieron públicos. 


Siguiendo un poco la elaboración que a nivel del Senado 
ha hecho el señor Senador Segovia, estimamos que se trata de 
un tema de actualidad, por cuanto en un país como el nuestro, 
donde se están realizando enormes esfuerzos para modernizar 
el Estado -los que han llegado al seno de la Cámara de Repre- 
sentantes, del Senado y de la Comisión Administrativa; es 
decir que los órganos que componen el Poder Legislativo tam- 
bién se vieron sometidos a la necesidad de modernización- no 
se puede considerar que es inoportuno que también las Fuer- 
zas Armadas ingresen en esa etapa de transformación, que 
alcanzaría no sólo los aspectos de su estructura, sino también 
la determinación de su destino, de sus actividades y de su 
organización. 

Indudablemente, es un tema que tiene actualidad y que, 
desde nuestro punto de vista, va a merecer la atención legisla- 
tiva, sabiendo que ya recibe la del Poder Ejecutivo y la de 
quienes están a cargo de conducir todo lo que tiene que ver 


con la política militar. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota:) 
-17 en 24. Afirmativa. 


En discusión particular. 
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Léase el artículo único. 
(Se lee:) 


“ARTICULO 1”. - Autorízase el ingreso al territorio 
nacional de efectivos pertenecientes al Ejército de los 
Estados Unidos de América, integrado por Personal Su- 
perior y Subalterno en un número de 15, con el equipo 
necesario, a efectos de realizar ejercicios de campo con 
Unidades de Infantería del Ejército Nacional entre el 12 
de setiembre y el 24 de octubre de 1997.” 


-En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-17 en 24. Afirmativa. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará a la 
Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado, por 
ser igual al considerado) 


SEÑOR SEGOVIA. - Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SEGOVIA. - Señor Presidente: deseo manifestar 
al Senado que lo recientemente expresado en Sala es una gran 
aspiración de nuestra Bancada y que permanentemente lo he- 
mos considerado en cada uno de los procesos en que debemos 
emitir nuestro voto contrario a este tipo de operaciones. 


Creo que lo manifestado hoy en Sala -sé que, vía funda- 
mentación de voto, no debería señalarlo en el sentido que lo 
hizo el señor Senador Santoro- es algo que aspiramos a que se 
lleve adelante y que, naturalmente, compartiremos con todo el 
Parlamento. 


Es cuanto deseaba expresar. 


11) CIGARRILLOS, CIGARROS Y TABACOS. AREAS 
NATURALES PROTEGIDAS. 


SEÑORA DALMAS. - Pido la palabra para una cuestión 
de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra la señora Sena- 
dora. 


SEÑORA DALMAS. - Señor Presidente: solicito al Cuer- 
po la postergación del asunto que figura en primer término del 
orden del día, relativo a la discusión del proyecto de ley que 
regula el consumo, la comercialización y publicidad de ciga- 
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rrillos, cigarros y tabacos, y también del que figura en segun- 
do lugar, que tiene que ver con la declaración de interés gene- 
ral a la creación y gestión de un Sistema Nacional de Areas 
Naturales Protegidas. En el primer caso, se debe a la ausencia 
del señor Senador Cid -quien por razones de salud, no se 
encuentra presente-, Miembro Informante de ese proyecto, y 
en el segundo, porque el mismo señor Senador nos ha mani- 
festado la necesidad de realizar una exposición. 


En consecuencia, formulo moción para que ambos temas 
se posterguen hasta la sesión a realizarse el día de mañana. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la postergación de 
los dos primeros asuntos del orden del día de la sesión de hoy. 


(Se vota:) 
-22 en 22 Afirmativa. UNANIMIDAD. 


12) PRORROGA DE LA VIGENCIA DEL DECRETO- 
LEY N* 15.514, DE 29 DE DICIEMBRE DE 1983 


SEÑOR SANTORO. - Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Senador. 


SEÑOR SANTORO. - Señor Presidente: solicito al Cuerpo 
se declare urgente la consideración -y en su caso, la aproba- 
ción- de un proyecto de ley que ha venido con informe verbal 
favorable de la Comisión de Constitución y Legislación, me- 
diante el cual se procede, por vía interpretativa, a establecer 
desde qué momento rige la Ley N* 16.844, de 8 de julio de 
1997, que prorrogó la vigencia del Decreto-Ley N* 15.514, de 
29 de diciembre de 1983, sobre Registros Públicos. 


Es un tema que viene siendo considerado, luego de distin- 
tas porstergaciones, desde la vigencia del mencionado decreto, 
que fue prorrogada, en principio, por la Ley N* 15.570, de 29 
de mayo de 1984. 


Este proyecto de ley ya ha sido repartido; por lo tanto, 
solicito al Cuerpo que se declare urgente su consideración y se 
trate de inmediato. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la solicitud formu- 
lada por el señor Senador Santoro. 


(Se vota:) 

-20 en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Se pasa a considerar el asunto cuya urgencia fue votada: 
“Proyecto de ley por el que se declara que la prórroga de la 
vigencia del Decreto Ley N* 15.514, de 29 de diciembre de 
1983, rige desde el 1* de julio de 1997”. 


(Antecedentes: ) 
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“PROYECTO DE LEY 


Artículo 1”. - Declárase con carácter de ley in- 
terpretativa de la Ley N” 16.844, de 8 de julio de 
1997 que la prórroga de la vigencia del Decreto-Ley 
N* 15.514, de 29 de diciembre de 1983, rige desde el 1* 
de julio de 1997. 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


Ante la posibilidad que se considere que el Decreto- 
Ley N* 15.514 hubiera entrado en vigencia durante el 
lapso comprendido entre la expiración de su prórro- 
ga anterior y la publicación de la dispuesta por la 
Ley N* 16.844, generándose así una incertidumbre aten- 
tatoria contra la seguridad jurídica, resulta conveniente 
interpretar que la última prórroga dispuesta rige desde 
la extinción de la anterior, es decir desde el 1* de julio 
de 1997. 


Walter Santoro. Senador.” 
SEÑOR PRESIDENTE. - Léase el proyecto. 
(Se lee) 
-En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador 
Santoro. 


SEÑOR SANTORO. - Señor Presidente: la Ley N* 16.844, 
de 8 de julio de 1997 procedió a prorrogar hasta el 31 de 
diciembre de 1997 la entrada en vigencia del Decreto-Ley 
N* 15.514, de 29 de diciembre de 1983, referente a los Regis- 
tro Públicos, que es un Decreto-Ley del 28 de diciembre de 
1983. 


La ley fue publicada el 17 de julio de 1997. La situación 
que se generó como consecuencia de ello fue que la ley de 
prórroga anterior a la última votada, es decir, la Ley N* 16.766, 
del 13 de agosto de 1996, prorrogó desde el 1” de abril de 
1996 hasta el 30 de junio de 1997 el Decreto-Ley N* 15.514, 
es decir, aquel cuya vigencia ha sido prorrogada desde enton- 
ces hasta el presente. 


Del caso es que como la ley actual es del 8 de julio y fue 
publicada el 17 de julio, y la vigencia anterior era hasta el 30 
de junio, tenemos un lapso que no está cubierto por la prórro- 
ga de la vigencia del mencionado Decreto-Ley. 


Mediante este proyecto que hoy traemos a consideración 
del Senado y por el instrumento de la ley interpretativa, se 
señala desde cuándo rige la prórroga, disponiéndose el 1* de 
julio de 1997, es decir, al día siguiente de la vigencia anterior. 
De este modo queda cubierto todo el tiempo, sin que se gene- 
ren situaciones difíciles con relación a si estaba vigente o no el 
Decreto-Ley N* 15.514. 
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Como decía, el proyecto viene informado favorablemente 
por la Comisión de Constitución y Legislación y por otra par- 
te, ha sido elaborado por los directamente interesados: la Aso- 
ciación de Escribanos del Uruguay. 


Es cuanto quería informar. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar. 


(Se vota:) 

-20 en 20 Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 

Léase el artículo 1%, único del proyecto. 


“ARTICULO 1”. - Declárase con carácter de ley 
interpretativa de la Ley N* 16.844, de 8 de julio de 
1997 que la prórroga de la vigencia del Decreto-Ley 
N* 15.514, de 29 de diciembre de 1983, rige desde el 1* 
de julio de 1997.” 


-En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-20 en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará a la 
Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado por 
ser igual al considerado) 


13) ACUERDO DE FOMENTO Y RECIPROCA PRO- 
TECCION DE INVERSIONES CON LA REPUBLI- 
CA ITALIANA 


SEÑOR RICALDON!. - Pido la palabra para una cuestión 
de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR RICALDONI. - Señor Presidente: voy a solicitar 
que a continuación se traten, por su orden, los asuntos que 
figuran en quinto, sexto, séptimo y octavo término del orden 
del día, que tienen que ver con Acuerdos con la República de 
Italia, de Chile, del Paraguay y de la Unión Económica Belgo- 
Luxemburguesa. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la solicitud formu- 
lada por el señor Senador Ricaldoni. 
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(Se vota:) 
-15 en 19. Afirmativa. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se pasa a considerar el asunto 
cuya urgencia fue votada: “Proyecto de ley por el que se 
aprueba el Acuerdo de Fomento y Recíproca Protección de 
Inversiones entre la República y la República Italiana. (Carp. 
N* 672/97 - Rep. N* 436/97)”. 


(Antecedentes:) 


“Carp. N* 672/97 
Rep. N* 436/97 


CAMARA DE REPRESENTANTES 


La Cámara de Representantes, en sesión de hoy, ha 
sancionado el siguiente 


PROYECTO DE LEY 


Artículo Unico. - Aprúebase el Acuerdo de Fomen- 
to y Recíproca Protección de Inversiones entre la Repú- 
blica Oriental del Uruguay y la República Italiana, sus- 
crito en Roma, el 21 de Febrero de 1990. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, 
en Montevideo, a 9 de abril de 1997. 


Carlos Baráibar 
Martín García Nin Presidente 


Secretario 
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Asuntos Internacionales 


INFORME 
Al Senado: 


Vuestra Comisión aconseja la aprobación del pre- 
sente Acuerdo suscrito entre nuestro Gobierno y el de 
la República Italiana el 21 de febrero de 1990, y que 
fuera considerado favorablemente por la Cámara de Re- 
presentantes el 9 de abril de 1997. 


El mismo se aplicará a “cualquier tipo de bien in- 
vertido a partir del 1” de enero de 1989 por personas 
físicas Oo jurídicas de una Parte Contratante en el territo- 
rio de la otra, de acuerdo a las leyes y reglamentos de 
esta última” (artículo 19). 


Este Acuerdo regirá por diez años desde la fecha de 
canje de los instrumentos de ratificación, prorrogándo- 
se tácitamente por períodos sucesivos de cinco años, 
hasta que una de las Partes lo denuncie por escrito un 
año antes de su vencimiento (artículo 14). 
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Ninguna de sus disposiciones implica criterios dife- 
rentes a los consagrados en los acuerdos internaciona- 
les que viene suscribiendo el Gobierno de la República 
desde hace años. 


Así, por ejemplo, todo lo relativo a inversiones e 
inversores de las Partes Contratantes (artículo 1%), pro- 
moción y protección de las inversiones (artículo 2”), 
“trato nacional” y “cláusula de la nación más favoreci- 
da” (artículos 3 y 12), “nacionalización o expropia- 
ción” (artículo 5%), “Libre transferencia de capitales, ren- 
tas y retribuciones” (artículo 6%), y solución de contro- 
versias entre inversores y Partes Contratantes así como 
entre dichas Partes (artículos 9” y 10), contiene solucio- 
nes contrarias a Otras aprobadas por nuestro Poder Le- 
gislativo en los últimos tiempos. 


Por entender que estaría configurando una novedad, 
se señala un artículo del Convenio por el que se deter- 
mina que el mismo se aplicará “independientemente del 
hecho que entre las Partes Contratantes existan o no 
relaciones diplomáticas o consulares” (artículo 11). 


Sala de la Comisión, 17 de julio de 1997. 


Américo Ricaldoni (Miembro Informante), Al- 
berto Couriel (Discorde), Reinaldo Gargano 
(Discorde), Carlos M. Garat. Senadores.” 


PODER EJECUTIVO 
Ministerio de Relaciones 
Exteriores 
Ministerio de Economía y 
Finanzas 


Montevideo, 24 de mayo de 1995. 


Señor Presidente de la Asamblea General 
Doctor Hugo Batalla: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
Cuerpo a fin de reiterar los mensajes de fechas 28 de 
febrero de 1990 y 6 de abril de 1992, que se transcri- 
ben, por los que se solicita la aprobación parlamentaria 
del Acuerdo entre el Gobierno de la República y el 
Gobierno de la República Italiana sobre Promoción y 
Protección de las Inversiones suscrito el 21 de febrero 
de 1990, al permanecer vigentes para los intereses de la 
República los fundamentos que en su oportunidad ame- 
ritaron su envío: 


“El Poder Ejecutivo tiene el honor de remitir a la 
consideración de ese Cuerpo, de conformidad con lo 
dispuesto en los artículos 168, numeral 20 y 85, nume- 
ral 7, de la Constitución de la República el Tratado 
celebrado con la República Italiana, sobre Fomento y 
Recíproca Protección de Inversiones, que fue suscrito 
el día 21 de febrero del presente año. 
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El Tratado sobre Fomento y Recíproca Protección 
de Inversiones de Capital celebrado con la República 
Italiana propende a mejorar las condiciones para la ra- 
dicación de inversiones de capital extranjero, mediante 
un marco jurídico que perfecciona la normativa que 
actualmente las regula. 


Entre los aspectos más destacados de este Tratado 
puede señalarse que se establece que las inversiones 
extranjeras no serán objeto de un tratamiento discrimi- 
natorio con relación a las inversiones nacionales. 


Se garantiza la libre transferencia de remesas rela- 
cionadas con las inversiones de capital, reglamentándo- 
se la forma en que las mismas se harán efectivas. 


Las divergencias que pudieran surgir entre un inver- 
sor y la Parte Contratante en la que se realiza la inver- 
sión, continuarán sometidas a la decisión de los tribu- 
nales nacionales competentes. 


Sólo en los casos que se compromete la responsabili- 
dad del Estado por actos dictados por la autoridad judi- 
cial, esto es, cuando la sentencia viole una regla de Dere- 
cho Internacional, se configure denegación de justicia O 
la decisión sea notoriamente injusta, cualquiera de las 
Partes podrá recurrir a un tribunal arbitral internacional. 


Las divergencias de opinión entre los Estados serán 
resueltas mediante negociaciones o en su defecto, a tra- 
vés de los mecanismos de arbitraje internacional”. 


Reitera al señor Presidente de la Asamblea General 
las seguridades de su más alta consideración. 


Julio María Sanguinetti PRESIDENTE DE 
LA REPUBLICA, Carlos Pérez del Casti- 
llo, Luis A. Mosca. 
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Artículo 1”. - Aprúebase el Acuerdo de Fomento y 
Recíproca Protección de Inversiones entre la República 
Oriental del Uruguay y la República Italiana, suscrito 
en Roma el 21 de febrero de 1990. 


Montevideo, 24 de mayo de 1995. 
Carlos Pérez del Castillo, Luis A. Mosca. 
ACUERDO 

ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPUBLICA 
ORIENTAL DEL URUGUAY Y EL GOBIERNO DE 
LA REPUBLICA ITALIANA SOBRE PROMOCION 

Y PROTECCION DE LAS INVERSIONES 

El Gobierno de la República Oriental del Uruguay y 


el Gobierno de la República Italiana (más adelante de- 
finidas Partes Contratantes), 
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en el deseo de crear condiciones favorables para 
una mayor cooperación económica entre los dos Países 
y, en particular, para inversiones realizadas por inver- 
sores de una Parte Contratante en el territorio de la otra 
Parte Contratante y, 


reconociendo que el incentivo y la recíproca protec- 
ción, en base a los Acuerdos Internacionales de tales 
inversiones, contribuirán para estimular iniciativas em- 
presariales que favorecerán la prosperidad de las dos 
Partes Contratantes, 


han convenido cuanto sigue: 
ARTICULO 1* 
Definiciones 
Para los fines del presente Acuerdo: 


1. Como “inversión” se comprende, independiente- 
mente de la forma jurídica elegida y del ordenamiento 
jurídico de referencia, cualquier tipo de bien invertido a 
partir del 1% de enero de 1989 por personas físicas O 
jurídicas de una Parte Contratante en el territorio de la 
otra, de acuerdo a las leyes y reglamentos de esta últi- 
ma. 


En este marco de tipo general, el término “inver- 
sión” comprende: 


a) derechos de propiedad sobre bienes muebles e 
inmuebles, como también cualquier otro derecho “in 
rem” incluidos, mientras sean utilizables para las inver- 
siones, los derechos reales de garantía sobre propiedad 
de terceros; 


b) acciones, obligaciones, cuotas de participación, 
títulos de créditos, así como todo título público en ge- 
neral; 


c) créditos por sumas de dinero o cualquier presta- 
ción que tenga un valor económico relativas a una in- 
versión, las rentas definidas en el numeral 5” del pre- 
sente artículo, y las rentas de reinversiones; 


d) derechos de autor, marcas comerciales, patentes, 
diseños industriales y otros derechos de propiedad inte- 
lectual e industrial, know-how, secretos comerciales, 
nombres comerciales y valor llave; 


e) cualquier derecho de tipo económico conferido 
por ley o por contrato y cualquier licencia y concesión 
otorgada de conformidad con leyes sobre ejecución de 
actividades económicas, incluyéndose la prospección, 
exploración productiva, extracción y explotación de los 
recursos naturales. 


2. Por “inversor” se entiende una personas física O 
jurídica de una Parte Contratante que realice o haya 
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realizado a partir del 1% de enero de 1989 inversiones 
en el territorio de la otra Parte Contratante. 


3. Por “persona física” se entiende para cualquiera 
de las Partes Contratantes, las personas naturales que 
tengan, conforme a su respectiva legislación, la ciuda- 
danía. 


A los efectos del presente Acuerdo y para el caso de 
doble ciudadanía uruguayo-italiana, cada Parte Contra- 
tante aplicará a los inversores y a las inversiones reali- 
zadas en Su territorio, su propia legislación interna. 


Cada Parte Contratante concederá los beneficios pre- 
vistos en el presente Acuerdo a los ciudadanos a que se 
refieren los párrafos precedentes, siempre que dichos 
inversores tengan residencia anagráfica o domicilio le- 
gal en el territorio de la otra Parte Contratante al mo- 
mento de realizar la inversión. 


4. Por “persona jurídica” se comprende, con rela- 
ción a cada una de las Partes Contratantes, cualquier 
entidad constituida o reconocida en el territorio de una 
de ellas conforme a su legislación, tales como institu- 
ciones públicas, sociedades personales o de capital, fun- 
daciones, asociaciones, independientemente de que su 
responsabilidad sea limitada o no. 


5. Por “rentas” se comprende las sumas obtenidas o 
que se obtendrán de una inversión, incluyéndose, en 
particular, las ganancias o las cuotas de ganancias, inte- 
reses, utilidades en capital, dividendos, royalties, com- 
pensaciones por asistencia y servicios técnicos e ingre- 
sos varios, incluyendo las rentas reinvertidas y los in- 
crementos de capital. 


6. Por “territorio” se comprenden, además de las 
áreas enmarcadas por los límites terrestres, también las 
“zonas marítimas”. Estas últimas comprenden las zonas 
marinas y submarinas sobre las cuales los Estados Con- 
tratantes tienen soberanía o que de acuerdo con el dere- 
cho internacional, ejercitan derechos de soberanía y de 
jurisdicción. 


ARTICULO 2” 
Promoción y protección de las inversiones 


1. Cada una de las Partes Contratantes estimulará a 
los inversores de la otra Parte Contratante para que rea- 
licen inversiones en su propio territorio y, en ejercicio 
de las facultades que le son conferidas por sus disposi- 
ciones legales vigentes, autorizará tales inversiones. 


2. Cada una de las Partes Contratantes garantizará 
siempre un trato justo y equitativo a las inversiones 
realizadas por inversores del otro Estado Contratante. 
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Cada una de las Partes Contratantes garantizará que 
la gestión, el mantenimiento, el uso, la transformación, 
la enajenación, la clausura y la liquidación de las inver- 
siones realizadas en su territorio por parte de los inver- 
sores del otro Estado Contratante, no sean de ninguna 
manera alcanzadas por medidas injustificadas o discri- 
minatorias. El mismo tratamiento se le reconocerá tam- 
bién a las sociedades y empresas en donde se hayan 
realizado dichas inversiones. 


ARTICULO 3* 


Trato nacional y Cláusula de la Nación 
más favorecida 


1. Cada una de las Partes Contratantes, en el ámbito 
de su propio territorio, acordará a las inversiones y a 
las rentas obtenidas por inversiones de la otra Parte 
Contratante un trato no menos favorable que aquel re- 
servado para las inversiones y las rentas de sus propios 
ciudadanos o de inversores de terceros países. 


2. El trato acordado para las actividades relaciona- 
das con inversiones, realizadas por inversores de cada 
una de las Partes Contratantes no será menos favorable 
de aquel reservado para actividades similares relaciona- 
das con inversiones efectuadas por sus propios inverso- 
res O inversores de terceros países. 


3. Las disposiciones de los numerales 1 y 2 del 
presente artículo no se aplican a las ventajas y privile- 
glos que una Parte Contratante reconoce o reconocerá a 
terceros países en base a su calidad de miembro de una 
Unión aduanera o económica, de un Mercado común, 
de Zonas de libre comercio, de Acuerdos regionales o 
subregionales, de Acuerdos económicos multilaterales 
internacionales o de Acuerdos realizados para evitar la 
doble imposición o para facilitar los intercambios fron- 
terizos. 


ARTICULO 4? 
Resarcimiento por Daños o Perjuicios 


En caso que los inversores de una de las Partes Con- 
tratantes sufra pérdidas en sus inversiones en el territo- 
rio de la Parte, por causa de guerra o de otros conflictos 
armados, estados de emergencia u otros acontecimien- 
tos político-económicos similares, la Parte Contratante 
en cuyo territorio se ha efectuado la inversión concede- 
rá en lo relativo a indemnizaciones un tratamiento no 
menos favorable que el que otorgue a sus propios ciu- 
dadanos o personas jurídicas o a los inversores de cual- 
quier tercer Estado. Dichos pagos serán transferibles 
libremente y sin retardo. 
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ARTICULO 5* 
Nacionalización o Expropiación 


1. (a) Las inversiones a que se refiere el presente 
Acuerdo no estarán sujetas a ninguna medida que limite 
en forma permanente o temporaria el derecho de propie- 
dad de posesión, de control y de goce relacionados con 
ellas, salvo disposiciones expresas de las leyes, o senten- 
cias y decisiones dictadas por el tribunal competente. 


(b) Las inversiones realizadas por inversores de una 
de las Partes Contratantes no serán directa o indirecta- 
mente nacionalizadas, expropiadas, decomisadas o su- 
jetas a medidas que tengan efectos equivalentes en el 
territorio de la otra Parte Contratante, salvo en caso de 
utilidad pública o de interés nacional, y siempre que 
medie un previo, completo, efectivo y justo resarci- 
miento, y a condición que tales medidas hayan sido 
adoptadas en forma no discriminatoria y de conformi- 
dad con los procedimientos legales. 


(c) La justa indemnización será equivalente al valor 
efectivo de la inversión en el mercado inmediatamente 
antes del momento en que la decisión de nacionalizar o 
expropiar haya sido anunciada legalmente o hecha pú- 
blica y se determinará en base a principios de evalua- 
ción normalmente aceptados. En el caso de que el valor 
de mercado no pueda ser rápidamente verificado, el 
resarcimiento se determinará en base a una justa eva- 
luación de los elementos constitutivos y distintivos de 
la empresa, como también de los componentes y de 
los resultados de las actividades empresariales rela- 
cionadas. El resarcimiento comprenderá según la tasa 
LIBOR a seis meses, desde la fecha de nacionalización 
o de expropiación. En el caso de que no se llegara a un 
acuerdo entre el inversor y la Parte Contratante obliga- 
da, la determinación de la indemnización se realizará 
según los procedimientos de solución de controversias 
previstos en el artículo 9” del presente Acuerdo. La 
indemnización una vez determinada, habrá de pagarse 
de inmediato y será libremente transferible. 


2. Las disposiciones del numeral 1 del presente 
artículo se aplicarán también a las rentas derivadas de 
una inversión así como en caso de liquidación, a las 
sumas provenientes de ésta. 


ARTICULO 6” 


Libre transferencia de Capitales, Rentas y 
Retribuciones 


1. Cada una de las Partes Contratantes garantizará a 
los inversores de la otra, luego de haber efectuado el 
pago de todas sus obligaciones fiscales, la libre transfe- 
rencia al extranjero en cualquier moneda convertible y 
sin demora injustificada de: 


C.S.-357 


358-C.S. 


(a) capitales y sumas adicionales de capital utiliza- 
das para el mantenimiento o la ampliación de las inver- 
siones; 


(b) utilidades netas, dividendos, royalties, compen- 
saciones por asistencia y servicios técnicos, intereses y 
cualquier otra renta; 


(c) el producido de la venta total o parcial o de la 
liquidación de una inversión; 


(d) fondos para el reembolso de préstamos relacio- 
nados con inversiones y para el pago de los intereses 
relativos; 


(e) remuneraciones e indemnizaciones recibidas por 
ciudadanos de la otra Parte Contratante, provenientes 
del trabajo o de los servicios prestados en relación a 
inversiones efectuadas en su territorio de conformidad 
con las leyes nacionales en vigor. 


2. Considerado el artículo 3” del presente Acuerdo, 
las Partes Contratantes se comprometen a otorgar a las 
transferencias referidas en el numeral 1 del presente 
artículo el mismo tratamiento reservado a aquellas pro- 
venientes de inversiones realizadas por inversores de 
terceros países, aplicándose el régimen que sea más 
favorable. 


ARTICULO 7* 
Subrogación 


En caso que una de las Partes Contratantes o de sus 
instituciones haya concedido una garantía contra ries- 
gos no comerciales por la inversión efectuada por uno 
de sus inversores en el territorio de la otra Parte Con- 
tratante, y haya efectuado pagos a tal inversor en base a 
tal garantía, la otra Parte Contratante reconocerá la trans- 
ferencia de los derechos de dicho inversor a la primera 
Parte Contratante mencionada, la que en virtud de la 
subrogación operada podrá ejercer los derechos origi- 
nales del subrogado. Para la transferencia de los pagos 
a ser efectuados a la Parte Contratante, o a una de sus 
instituciones, en virtud de dicha subrogación, se habrán 
de aplicar respectivamente los artículos 4*, 5* y 6”. 


ARTICULO 8* 
Transferencias 


Las transferencias a que hacen referencia los artícu- 
los 4%, 5%, 6? y 7” se realizarán sin demora injustificada 
y en todo caso dentro de los tres meses, siempre que 
hayan sido satisfechas todas las obligaciones fiscales. 


Dichas transferencias serán efectuadas en moneda 
convertible a los tipos de cambio vigentes en la fecha 
de la transferencia. 
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ARTICULO 9* 


Solución de las controversias entre inversores y 
Partes Contratantes 


1. Las controversias que surgieren entre una de las 
Partes Contratantes y un inversor de la otra Parte Con- 
tratante en relación con las inversiones efectuadas en el 
marco del presente Acuerdo, deberán, en lo posible, ser 
amigablemente dirimidas entre las partes interesadas. 


2. Si una controversia en el sentido del numeral 1 
no pudiera ser dirimida dentro del plazo de seis meses, 
contado desde la fecha en que una de las partes intere- 
sadas la hubiera promovido, será sometida, a petición 
de una de las partes, a los tribunales competentes de la 
Parte Contratante en cuyo territorio se realizó la inver- 
sión. Si dentro de un plazo de 18 (dieciocho) meses, 
desde el momento en que la controversia ha sido some- 
tida al tribunal competente, no se ha dictado sentencia, 
el inversor interesado podrá recurrir a un Tribunal Ar- 
bitral, que tendrá competencia para resolver la mencio- 
nada controversia. 


3. El inversor interesado podrá recurrir a un Tribu- 
nal Arbitral en el caso de que el Tribunal competente 
mencionado en el numeral 2 de este artículo haya dicta- 
do una sentencia que se considere que viola una norma 
de derecho internacional, o el contenido del presente 
Acuerdo, o sea notoriamente injusta o configurare de- 
negación de justicia. En tales casos, el Tribunal Arbi- 
tral será competente para conocer la controversia en su 
totalidad. 


4. El Tribunal Arbitral mencionado en los numera- 
les 2 y 3 se constituye a pedido de una de las partes, en 
cada caso. Regirán “mutatis mutandis” las disposicio- 
nes de los numerales 3 y 4 del artículo 10, con la reser- 
va de que las partes en el litigio designarán a los miem- 
bros del Tribunal Arbitral de acuerdo con lo previsto en 
el numeral 3 del artículo 10 y de que si no se cumpliera 
en los plazos señalados en dicho numeral, cualquiera 
de las partes en litigio podrá, a falta de otras disposicio- 
nes, solicitar al Presidente de la Corte de Arbitraje de la 
Cámara Internacional de Comercio de Estocolmo que 
proceda a las designaciones necesarias. El laudo arbi- 
tral será obligatorio y vinculante para las partes. 


5. En caso que ambas Partes Contratantes se hubie- 
ren adherido a la Convención sobre Arreglos de Con- 
troversias sobre Inversiones entre Estados y Nacionales 
de otros Estados, abierta para la ratificación en Was- 
hington el 18 de marzo de 1965, las controversias entre 
cualquiera de las Partes Contratantes y un inversor de 
la otra Parte Contratante, podrán ser sometidas para ser 
dirimidas por conciliación o arbitraje al Centro Interna- 
cional para el Arreglo de Controversias sobre Inversio- 
nes. 
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6. Ninguna de las dos Partes Contratantes promove- 
rá una reclamación internacional respecto a una contro- 
versia que uno de sus inversores y la otra Parte Contra- 
tante hayan sometido a la decisión del tribunal compe- 
tente de la Parte en cuyo territorio fue hecha la inver- 
sión o al arbitraje, conforme a lo establecido en el pre- 
sente artículo, a menos que esta otra Parte Contratante 
no haya ejecutado o cumplido con la sentencia o laudo 
pronunciado en esa controversia. 


ARTICULO 10 


Solución de las Controversias entre las Partes 
Contratantes 


1. Las controversias entre las Partes Contratantes 
con relación a la interpretación o aplicación del presen- 
te Acuerdo deberán en lo posible, dirimirse por medio 
de consultas amistosas entre las dos Partes a través de 
la vía diplomática. 


2. En caso en que tales controversias no pudieren 
dirimirse en los seis meses siguientes a partir de la 
fecha en la cual una de las Partes Contratantes haya 
notificado por escrito a la otra Parte, las mismas serán 
cometidas, a solicitud de una de las Partes, a un Tribu- 
nal Arbitral ad hoc de acuerdo a lo dispuesto por el 
presente artículo. 


3. El Tribunal Arbitral se constituirá de la siguiente 
manera: dentro de un plazo de dos meses a partir del 
momento en el cual se reciba la solicitud del laudo 
arbitral, cada una de las Partes nombrará un miembro 
del Tribunal. Los dos miembros deberán luego selec- 
cionar a un ciudadano de un tercer estado que tendrá la 
función de Presidente. El Presidente deberá ser desig- 
nado dentro de los tres meses a contar de la fecha de 
nombramiento de los otros dos miembros. 


4. Si en los plazos fijados en el numeral 3 del pre- 
sente artículo, una de las partes no hubiese nombrado a 
su respectivo árbitro, cada una de las Partes Contratan- 
tes podrá, en ausencia de otros Acuerdos, enviar una 
solicitud al Presidente de la Corte Internacional de Jus- 
ticia para hacer efectivo el nombramiento. En el caso 
que dicha designación recaiga en un ciudadano de una 
de las Partes Contratantes o que no le sea posible cum- 
plir dicha función, se solicitará al Vice Presidente de la 
Corte que efectúe el nombramiento. En el caso en que 
el Vice Presidente sea ciudadano de una de las Partes 
Contratantes o que no le sea posible desempeñar tal 
función, el miembro de la Corte Internacional de Justi- 
cia que le sigue en orden de antigiledad y que no sea 
ciudadano de ninguna de las Partes Contratantes, será 
invitado a efectuar la designación. 


5. El Tribunal Arbitral decidirá por mayoría de vo- 
tos y sus decisiones tendrán carácter obligatorio. Cada 
una de las Partes Contratantes deberá pagar los gastos 


CAMARA DE SENADORES 


de su propio árbitro y los de su representación en el 
proceso. Los gastos del Presidente así como los restante 
costos serán de cargo de las dos Partes por mitades. 


El Tribunal Arbitral establecerá su propio procedi- 
miento. 


ARTICULO 11 
Relaciones entre Gobiernos 


Las disposiciones del presente Acuerdo se aplicarán 
independientemente del hecho que entre las Partes Con- 
tratantes existan o no relaciones diplomáticas o consu- 
lares. 


ARTICULO 12 
Aplicación de otras normas 


1. En caso que una cuestión esté regulada por el 
presente Acuerdo, por otro Acuerdo Internacional del 
cual sean parte los dos Estados Contratantes, o por el 
Derecho Internacional General, se aplicarán a las mis- 
mas Partes Contratantes y a sus inversiones las normas 
que sean más favorables a su caso. 


2. En el caso que una Parte Contratante, en virtud 
de sus leyes, reglamentos, disposiciones o contratos es- 
pecíficos, haya adoptado para los inversores de la otra 
Parte Contratante normas más beneficiosas que las pre- 
vistas por el presente Acuerdo, se aplicará a los mismos 
el tratamiento más favorable. 


ARTICULO 13 
Entrada en vigencia 


El presente Acuerdo entrará en vigor en la fecha en 
que las Partes Contratantes hayan efectuado el canje de 
los instrumentos de ratificación. 


ARTICULO 14 
Duración y vencimiento 


1. El presente Acuerdo permanecerá en vigor por un 
período de diez años, a partir de la fecha del canje de 
los instrumentos de ratificación previsto en el artículo 
13 y será prorrogado tácitamente por períodos sucesi- 
vos de cinco años, salvo que una de las dos Partes lo 
denuncie por escrito un año antes de su vencimiento. 


2. Para las inversiones realizadas antes de la fecha 
de vencimiento prevista en el numeral precedente, las 
disposiciones de los artículos 1” a 12 permanecerán en 
vigor por un término ulterior de cinco años, a partir de 
la fecha de vencimiento del presente Acuerdo. 
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En fe de lo cual los suscritos, debidamente autoriza- 
dos por sus respectivos Gobiernos, han firmado el pre- 
sente Acuerdo. 


Hecho en dos ejemplares en el día 21 del mes de 
febrero de mil novecientos noventa en español y en 
italiano, siendo ambos textos igualmente auténticos. 


(Lucen firmas) 
PROTOCOLO 


Con la firma del Acuerdo entre el Gobierno de la 
República Oriental del Uruguay y el Gobierno de la 
República de Italia sobre Promoción y Protección de 
Inversiones, se han asimismo acordado las cláusulas 
siguientes, que forman parte integrante de dicho Acuer- 
do. 


1. Con referencia al artículo 3": 


a) Las actividades relacionadas con inversiones y 
concernientes a la compra, la venta y el transporte de: 
materias primas y sus derivados, energía, combustibles, 
bienes de capital, así como toda otra operación relacio- 
nada con iniciativas empresariales señaladas en el pre- 
sente Acuerdo, gozarán en el territorio de cada una de 
las Partes Contratantes de un tratamiento no menos fa- 
vorable que aquel reservado para actividades e iniciati- 
vas análogas de ciudadanos residentes o de inversores 
de cualquier tercer país. 


b) Cada una de las Partes Contratantes regulará, se- 
gún sus leyes y reglamentos y lo más favorablemente 
posible, los problemas relativos a la entrada, la estadía, 
el trabajo y los traslados en su territorio de los ciudada- 
nos de la otra Parte Contratante y de los miembros de 
sus familias que realicen actividades vinculadas a las 
inversiones en el marco del presente Acuerdo. 


c) El tratamiento previsto en los artículos 3” y 12 no 
es aplicable a los beneficios que eventualmente pueda 
otorgar alguna de las Partes Contratantes a inversores 
de terceros Estados, en cuanto a la protección de inver- 
siones realizadas antes de la vigencia de un Acuerdo de 
igual naturaleza que el presente. 


2. Con referencia al artículo 9%: 


a) El Tribunal arbitral, al pronunciar su decisión, 
aplicará en cualquier caso también las disposiciones del 
presente Acuerdo y los principios de derecho interna- 
cional general reconocidos por las dos Partes Contra- 
tantes. 


El reconocimiento y la ejecución de la sentencia 
arbitral en el territorio de las Partes Contratantes serán 
disciplinados por la respectiva legislación nacional, de 
acuerdo con las Convenciones Internacionales en la ma- 
teria y de las cuales ellas sean parte. 
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b) El presente Acuerdo en ningún caso se aplicará a 
las controversias surgidas o promovidas antes del 1* de 
enero de 1989. 


c) Cada Parte Contratante estará facultada, confor- 
me a su propia legislación, a establecer un procedi- 
miento jurisdiccional particular, con la finalidad de fa- 
cilitar la solución en el tiempo más breve posible de las 
controversias a que hace referencia el numeral 2*. 


Hecho en dos ejemplares el día 21 del mes de febre- 
ro de mil novecientos noventa en español y en italiano, 
siendo ambos textos igualmente auténticos. 


(Lucen firmas) 


Por el Gobierno de la 
República Italiana.” 


Por el Gobierno de la 
República Oriental del Uruguay 


SEÑOR PRESIDENTE. - Léase el proyecto. 
(Se lee) 
-En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador 
Ricaldoni. 


SEÑOR RICALDONI. - Señor Presidente: este Acuerdo 
fue remitido al Parlamento el 21 de febrero de 1990 y aproba- 
do por la Cámara de Representantes el 9 de abril de este año. 


Con bastante periodicidad, el Senado se ha venido ocupan- 
do de este tipo de convenios; de modo que me voy a limitar a 
hacer referencia a aquellas disposiciones que pudieran tener 
algunas diferencias con las que hemos venido considerando 
habitualmente. 


Estas diferencias de ninguna manera inhiben al Miembro 
Informante de aconsejar al Cuerpo de su aquiescencia a este 
Acuerdo que, repito, ya ha sido aprobado por la Cámara de 
Representantes. 


La primera de las diferencias que me parece de interés 
señalar y que, reitero, no obsta a la aprobación del Acuerdo, es 
la que establece que el mismo se aplica -según lo establece el 
artículo 1”- a cualquier tipo de bien invertido a partir del 1 de 
enero de 1989. Esto significa que una vez que lo apruebe el 
Parlamento y entre en vigencia con el canje de las ratificacio- 
nes, tendrá un efecto retroactivo a algo más de ocho años. 


Todas las normas relativas a inversiones y a inversores son 
análogas a las que ha venido aprobando invariablemente el 
Senado hasta ahora. Tal como lo establece el artículo 14, el 
plazo es de diez años desde el canje de los instrumentos de 
ratificación, fijándose prórrogas automáticas por períodos de 
cinco años. 
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La otra novedad que me permito destacar -y que tampoco 
obsta a la aprobación de este Acuerdo internacional que ha 
propuesto el Poder Ejecutivo- es que dicho Acuerdo se aplica- 
rá, según lo que se fija en el artículo 11, independientemente 
del hecho de que entre las Partes Contratantes existan o no 
relaciones diplomáticas o consulares. 


De más está decir -y esto me ahorra comentarios con res- 
pecto a otros Tratados que voy a informar en la sesión de hoy- 
que consideramos como prioridad entre las necesidades del 
país la del fomento adecuado con marcos jurídicos apropiados 
de las inversiones extranjeras en el Uruguay y, naturalmente, 
aunque en una escala menor por razones que no vale la pena 
mencionar, la facilitación de que inversores uruguayos poten- 
ciales hagan lo mismo en la República de Italia. 


SEÑOR GARGANO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR GARGANO. - Señor Presidente: el fundamento 
que voy a dar rige también para el Tratado con la Unión 
Económica Belgo-Luxemburguesa y para el que estamos con- 
siderando, no así para el caso del Acuerdo con la República de 
Chile, que tiene características distintas. 


No vamos a acompañar la ratificación del Tratado, en fun- 
ción de una postura que ya es conocida por el Senado. Nuestro 
criterio consiste en que estos Tratados postulan una prórroga 
de la jurisdicción nacional y le dan una opción al inversor que, 
en general, juega a favor del inversor del país de mayor pode- 
río económico. En el caso concreto, la corriente de inversiones 
seguramente venga de la Comunidad Económica Europea ha- 
cia el Uruguay. 


En el numeral 2 del artículo 9” de este Tratado se dice que 
si existieren controversias entre una de las Partes Contratantes 
y un inversor de la otra parte, en el caso de que “dentro de un 
plazo de 18 (dieciocho) meses, desde el momento en que la 
controversia ha sido sometida al tribunal competente, no se ha 
dictado sentencia, el inversor interesado podrá recurrir a un 
Tribunal Arbitral, que tendrá competencia para resolver la men- 
cionada controversia”. Es decir que se fija un plazo que no 
existe para otros litigantes, dentro del cual se debe dictar sen- 
tencia. 


Esto no es lo más grave; lo más serio es lo que establece el 
numeral 3, que “El inversor interesado podrá recurrir a un 
Tribunal Arbitral en el caso de que el Tribunal competente 
mencionado en el numeral 2 de este artículo haya dictado una 
sentencia que se considere que viola una norma de derecho 
internacional, o el contenido del presente Acuerdo, o sea noto- 
riamente injusta o configurare denegación de justicia”. Es de- 
cir que para el caso en que haya una sentencia que no le guste 
al inversor, por cualquiera de estas cuatro o cinco razones 
universales que comprenden todo, la sentencia de la jurisdic- 
ción nacional no vale y se puede recurrir a un Tribunal inter- 
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nacional. Esto no es igual de las partes; acá se establece una 
norma que nunca había sido aceptada en el país hasta hace 
unos años; pero ahora existe una corriente de opinión que la 
vota y la acepta. Nosotros no la vamos a acompañar en este 
caso ni en el del otro Tratado con la Unión Económica Belgo- 
Luxemburguesa. Aclaro que para el caso de Chile la disposi- 
ción no está establecida de esa manera. Allí se expresa que si 
hay acuerdo, se puede designar un Tribunal Arbitral para la 
resolución de las controversias. 


Por estos motivos vamos a votar favorablemente el Trata- 
do con la República de Chile y no los relativos a la República 
Italiana y a la Unión Económica Belgo-Luxemburguesa. 


Por otro lado, quiero añadir una información que surge del 
texto: la Comisión no tiene opinión formada sobre el tema, 
porque el resultado de la votación fue dos a dos, pero resolvió 
elevar al Cuerpo los Tratados para que sea éste el que dilucide 
el asunto. 


SEÑOR MALLO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR MALLO. - Voy a comenzar haciendo referencia a 
la información que acaba de agregar el señor Senador Garga- 
no. Lo que voy a expresar no tiene mucha importancia, pero 
como acá se ha reclamado una escrupulosidad minuciosa y 
correcta en la actuación del Senado y se nos ha imputado que 
el Cuerpo ha tomado posiciones incorrectas -lo que se demos- 
tró que no era cierto- quiero decir que hay una dualidad por- 
que el árbitro de la corrección firma esto que no puede inter- 
pretarse -como manifiesta el señor Senador Gargano- como un 
informe favorable. Se trata de dos votos discordes y dos con- 
formes, es decir que hay un empate. En consecuencia, el resul- 
tado es negativo. 


No voy a hacer cuestión de si es afirmativo o negativo, 
porque el problema tiene otra entidad que merece que dejemos 
de lado las cuestiones menores, que solamente pueden intere- 
sarnos a nosotros, que integramos lo que los italianos llaman 
el “popolo minuto” y no el “popolo crasso”, que no se ocupa 
de estas cosas. 


Voy a dar con absoluta convicción mi voto negativo. Digo 
más; repitiendo conceptos anteriores, tengo la ilusión, la pre- 
tensión y la vanidad de que lo que sostengo hoy es una de las 
tradiciones más honrosas del Partido Nacional; me refiero a la 
defensa de la integridad territorial y espiritual de la República. 


No estoy improvisando actitudes ni tiene imperio en mi 
ánimo ninguna reflexión circunstancial. Creo responder a sen- 
timientos y deberes primarios de nuestra propia condición de 
orientales y nacionalistas. 


Siempre desveló a las potencias inversoras que sus inver- 
siones fueran juzgadas por jueces locales, aplicándose un De- 
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recho que no sólo les era ajeno sino que iba a defender a los 
países recientemente establecidos. La función jurisdiccional, 
en razón del principio de separación de poderes, es privativo, 
salvo texto expreso en contra, del Poder Judicial. Esta regla es 
axlomática y constituye un lugar común en las enseñanzas de 
la Cátedra. Lea quien lo dude en el Tomo XVI de “La Justicia 
Uruguaya”, el trabajo del doctor Alberto Ramón Real, y la 
opinión de Luis Arcos Ferrand publicada en la página 5 de su 
obra “Artículos y Conferencias”. 


Arcos Ferrand falleció en 1938, a poco de ser elegido De- 
cano de la Facultad de Derecho, en cuyo sepelio, en nombre 
de los estudiantes, lo despidió Wilson Ferreira Aldunate, con 
quien desde ese momento iniciamos una frecuentación amisto- 
sa mantenida hasta el día de su muerte. La tradición más que 
secular, que fue invariablemente la posición del Uruguay, ha 
comenzado a desvanecerse con la aprobación de Tratados que 
consagran, como éste, el fin del principio estampado en nues- 
tras leyes: que los contratos se rigen por el foro y la ley de su 
cumplimiento. Se deroga este principio y se admite que contra 
una sentencia dictada por el Poder Judicial de la República y 
pasada en la autoridad de cosa juzgada, el inversor -en el caso 
el italiano- que la repute notoriamente injusta o le adjudique 
ser producto de determinados errores, pueda obtener su revi- 
sión delante de un Tribunal Arbitral. Esto es peor que una 
irreverencia a la bandera, al escudo o al himno, porque afecta 
no símbolos de la soberanía, sino al ejercicio mismo de esa 
soberanía, según el artículo 4” de la Constitución: “existe radi- 
calmente en la Nación, a la que compete el derecho exclusivo 
de establecer sus leyes”. 


Si la doctrina, la Cátedra y la Jurisprudencia han aceptado 
la regla axiomática de que la función jurisdiccional compete 
privativamente al Poder Judicial, salvo regla expresa, ahora se 
quiere que organismos extraños a este Poder del Estado y aun 
al propio país revisen sus decisiones. 


Voy a recordar, particularmente a los congregantes del Par- 
tido Nacional, porque es invocado en el propio Mensaje, si no 
en el de la República Italiana, en el Convenio con la Unión 
Económica Belgo-Luxemburguesa, como una opción dada al 
inversor, el hecho de que el Tribunal Arbitral por el cual opte 
sea el establecido por el Banco Mundial en 1965. Expreso que 
me voy a dirigir, especialmente, a los congregantes del Partido 
Nacional, porque por Resolución N* 558/965, el Consejo Na- 
cional de Gobierno de nuestro país -cuya mayoría integraban 
Washington Beltrán, Carlos María Penadés, Héctor Lorenzo y 
Losada, Alfredo Puig Spangemberg y Alejandro Zorrilla de 
San Martín, sin constancia de discrepancia alguna de la mino- 
ría integrada por Amílcar Vasconcellos, Alberto Abdala y Os- 
car Gestido- por unanimidad y con el acuerdo del Ministro de 
Hacienda, doctor Daniel Hugo Martins, resolvió ratificar el 
voto desfavorable emitido por la delegación del Uruguay, en 
relación con el Convenio sobre Arreglo de Diferencias Relati- 
vas a Inversiones entre Estados y Nacionales de otros Estados 
y comunicar al Banco Mundial que la República no suscribiría 
el mencionado Convenio. 
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Esta Resolución nunca fue revocada y traduce la posición 
de la República en materia internacional -esta materia es fijada 
por el Poder Ejecutivo- rechazando un Tribunal de Arbitraje 
promovido por el Banco Mundial. Entonces, ese Tribunal de 
Arbitraje rechazado expresamente por unanimidad, es invoca- 
do en uno de estos mensajes como una opción válida para el 
inversor. Por lo tanto, me pregunto si los funcionarios del 
Ministerio de Relaciones Exteriores que prepararon este Men- 
saje ignoran la Resolución publicada en la página 669 del 
Tomo 88 del Registro Nacional de Leyes y Decretos. Las ra- 
zones unánimes de ese rechazo mantienen absoluta validez 
actualmente, son aplicables al Tratado que hoy se propone y 
deberían ser refutadas si se estima que son erradas. Ellas están 
estampadas en el propio decreto y fueron publicadas en el 
tomo correspondiente del Registro, que dice así: “Consideran- 
do: I) que la Constitución de la República no permite aceptar 
otros tribunales que no sean los nacionales para juzgar la juris- 
dicidad de los actos del Estado en el orden interno ni aceptar 
otras leyes que no sean las del país para regular las relaciones 
y situaciones que se operen o concreten en su territorio; II) 
que el arbitraje aparece especialmente previsto en nuestra Car- 
ta constitucional como procedimiento indicado para solucio- 
nar conflictos que surgen entre los Estados, pero no para la 
solución de las diferencias entre el Estado y las personas parti- 
culares; III) que asimismo la Constitución uruguaya asegura la 
independencia del Poder Judicial de todo otro Poder político, 
lo cual unido a la estabilidad institucional y a la alta tecnifica- 
ción de ese Poder Judicial, circunstancias estas que por noto- 
rias eximirían de toda probanza, constituyen verdaderas garan- 
tías de imparcialidad y justicia para todo particular, ya sea 
nacional o extranjero, que tenga que someter a la decisión de 
nuestros jueces un conflicto con el Estado uruguayo”. 


Hace unos días, cuando se trató en Comisión un tema rela- 
tivo al arbitraje, un señor Senador dijo que ese punto estaba 
contenido en el Código Civil. Eso no es así; ese asunto figura 
en el Código General del Proceso, donde se establece que el 
arbitraje puede resultar de la ley o del contrato. Por otro lado, 
si bien el artículo 57 de la Constitución habla de los Tribuna- 
les de Conciliación y Arbitraje, el doctor Aréchaga interpretó 
que ello está inserto en un contexto referido a problemas labo- 
rales. Doy por sentado que en una interpretación amplia, pue- 
da admitirse que el Estado promueva Tribunales de Concilia- 
ción y Arbitraje, lo cual no me parece mal. Considero que en 
la vida interna del país, el arbitraje puede ser una solución 
defendible. Sin embargo, debo señalar que aun admitiendo la 
pertinencia de los Tribunales Arbitrales obligatorios por el Es- 
tado, no pueden admitirse para materias litigiosas atribuidas 
especialmente por la Constitución en sus artículos 239, 253, 
257, 309 y 322 a determinados órganos jurisdiccionales, así 
como tampoco se puede establecer o prever la existencia de 
Tribunales Arbitrales para materias sobre las que la Constitu- 
ción ha establecido cuáles son los órganos competentes. 


Voy a explicarme: la controversia del inversor extranjero 
con el Estado uruguayo puede versar sobre la constitucionali- 
dad de las leyes. En ese caso, nuestra Carta es bien clara, ya 
que la materia de la inconstitucionalidad de las leyes es com- 
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petencia de la Suprema Corte de Justicia. ¿Vamos a admitir 
que un Tribunal Arbitral promovido por el inversor extranjero 
juzgue sobre la constitucionalidad o inconstitucionalidad de 
nuestras leyes? 


Por otro lado, las relaciones del inversor con el Estado 
uruguayo pueden tener origen en la ley y en el establecimiento 
de la inversión en el Uruguay. En el curso de esa inversión 
pueden suscitarse controversias entre la Administración y el 
inversor, y la Administración podrá resolverlas mediante un 
acto administrativo, como ocurre todos los días. Si el inversor 
impugna la legalidad de ese acto administrativo y dice que es 
contrario a Derecho, la Constitución establece que hay un ór- 
gano competente, como el Tribunal de lo Contencioso Admi- 
nistrativo para que juzgue la legalidad de dicho acto. 


De aprobarse este Tratado, parecería que los árbitros tam- 
bién podrían expedirse sobre la legalidad o ilegalidad de un 
acto administrativo de esta República. 


Digo más; el Código General del Proceso dice que el arbi- 
traje puede resultar de un compromiso o contrato donde se 
establece una cláusula compromisoria, o de la ley, y que en 
dicha cláusula se determinará, entre otras cosas si el arbitraje 
es de Derecho o de equidad; si no se establece que es de 
Derecho, necesariamente será de equidad. Entonces, un árbitro 
extranjero como los mencionados en el Mensaje y que el Con- 
sejo Nacional de Gobierno rechazó y se negó a ratificar, ¿va a 
juzgar por equidad, es decir, sin sujeción a un derecho escrito? 
No debemos olvidar que se trata de un término muy vago y 
sujeto a muchas interpretaciones. 


También voy a decir que, en general, el arbitraje es un 
procedimiento verdaderamente oneroso. En lo personal, no dis- 
cuto que la administración de Justicia es lenta, que debe per- 
feccionarse y que a la aprobación de los Códigos no sucedió la 
realidad esperada de que los procesos se agilitaran, porque 
todo ello es verdad. Como dijo un señor Senador hablando de 
un tema similar, el remedio no consiste en liquidar a la Admi- 
nistración, sino en perfeccionarla, al igual que nuestras leyes; 
no debemos ir a buscar tribunales extranjeros. 


En síntesis y de una manera un tanto deshilvanada, estas 
son las razones por las cuales me opongo a este Tratado. 


SEÑOR RICALDON!I. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR RICALDONI. - Señor Presidente: naturalmente, 
estamos reiterando una discusión en la cual no nos hemos 
podido convencer mutuamente, sobre la inclusión de cláusulas 
arbitrales en los tratados internacionales. 


SEÑOR MALLO. - ¿Me permite una interrupción, señor 
Senador? 
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SEÑOR RICALDONTI. - Antes de conceder la interrup- 
ción, quisiera hacer una aclaración que tiene que ver con un 
aspecto formal de este informe que, con razón, señalaba el 
señor Senador Mallo. Creo que, involuntariamente, omití la 
mención de que, en la sesión de la Comisión en la que se 
consideró este Tratado y habiendo cuatro miembros presentes, 
el señor Senador Gargano y quien habla votamos favorable- 
mente y los señores Senadores Couriel y Gargano lo hicieron 
por la negativa. El resultado de esa votación, evidentemente 
fue negativo, pero ocurre -y esta es la aclaración que deseo 
hacer, mas allá de mi omisión- que las Comisiones no son 
dueñas de retener un asunto indefinidamente, porque el que 
resuelve a ese respecto, es el Plenario. Entonces sí, efectiva- 
mente, hubo un rechazo del Tratado en la Comisión, por ese 
empate del que he dado cuenta y que resulta también del re- 
partido. Sin embargo, creo que, en este sentido, solamente me 
puedo sentir Miembro Informante, no de una mayoría, sino de 
un empate y, por lo menos en lo que a mi respecta, me he 
sentido gratificado por la compañía del señor Senador Garat 
en el tema. 


Luego de esta aclaración, le concedo la interrupción solici- 
tada al señor Senador Mallo. 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Mesa recuerda que estamos 
en la discusión general; por consiguiente, el señor Senador 
Ricaldoni ya hizo uso de la palabra como Miembro Informan- 
te y como ahora estaba en uso de la palabra para una aclara- 
ción, correspondería concedérsela, también para una aclara- 
ción, al señor Senador Mallo. Luego, le podré dar la palabra al 
señor Senador Ricaldoni todas las veces que quiera para for- 
mular precisiones. 


Tiene la palabra el señor Senador Mallo para una aclara- 
ción. 


SEÑOR MALLO. - El arbitraje que comúnmente se acepta 
en los Tratados es el que se da entre los Estados y creo que el 
artículo 6” de la Constitución hace referencia a ello. Sin em- 
bargo, en Brasil, el arbitraje, como sustitutivo de una senten- 
cia definitiva del Poder Judicial nacional, estaba prohibido por 
el Código Civil y, en la actualidad, lo prohíbe la Constitución. 
Creo que en el artículo 31 de la Constitución brasileña se dice 
que la ley no podrá intervenir para modificar los derechos 
adquiridos, los actos jurídicos perfectos, o la cosa juzgada. Es 
decir que si miramos al Brasil, al que muchas veces se lo 
presenta como paradigma de la diplomacia eficaz -y debe ser- 
lo, porque fagocitó a media América- vemos que allí se prohí- 
be el hecho de que se vaya contra la cosa juzgada. Nosotros, 
sí, admitimos ahora que se vaya contra la cosa juzgada. Pero 
preferiría no discutir -aunque es un placer, porque uno se enri- 
quece intelectualmente oyendo al señor Senador Ricaldoni- y 
escuchar que se refuten los fundamentos que he leído, que 
estimo absolutamente inatacables, de la Resolución del Conse- 
jo Nacional de Gobierno que dice que la Constitución no per- 
mite aceptar otros Tribunales que no sean los nacionales. Quiero 
que se refute, no a los miembros de mi partido, sino también a 
los doctores Vasconcellos y Abdala -que no eran cualquier 
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persona- y al General Gestido, de quien se podrá decir que no 
era un especialista. Deseo que se justifique por qué se cambia 
la concepción tradicional de la República. Esto no deviene por 
generación espontánea en el país, sino en el marco de una 
lucha secular de los países inversores para imponer sus leyes y 
sus foros, que tienen muy distintas manifestaciones. Por ello, 
no lo puedo admitir de ninguna manera y no me voy a adherir 
a un Tratado que consagra esas disposiciones. 


Muchas gracias. 


SEÑOR RICALDON!I. - Pido la palabra para una aclara- 
ción. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Miem- 
bro Informante. 


SEÑOR RICALDONTI. - Lamentablemente, estoy compri- 
mido por el tiempo, porque se trata de un tema sobre el que 
me estimularía mucho discutirlo en profundidad y con carácter 
general, no solamente para este Tratado. 


Sí señalo, tal como lo establece el señor Senador Mallo, 
que estamos analizando una cláusula del Convenio en la que 
se establece cómo se solucionan, definitivamente, las contro- 
versias entre un inversor extranjero y uno de los Estados Parte. 
Debo confesar, francamente, que nunca entendí muy bien el 
fundamento de esa Resolución de hace tantos años, que cita el 
señor Senador Mallo. En este sentido, el doctor Eduardo Jimé- 
nez de Aréchaga fue muy claro y recuerdo que el ex Canciller 
Gros Espiell, cuando se inauguró el gobierno anterior del Par- 
tido Nacional, elaboró un informe para el doctor Gonzalo Agui- 
rre, que le hizo cambiar de posición -como a otros integrantes 
de su Partido- en cuanto a la validez de este tipo de cláusulas. 
Este se refería al Tratado de Inversión con Alemania. 


SEÑOR MALLO. - Tengo el informe del doctor Gonzalo 
Aguirre, que comparte mi tesis. 


SEÑOR PRESIDENTE. - No dialoguen, señores Senado- 
res. 


SEÑOR RICALDONTI. - El doctor Gonzalo Aguirre me 
dijo que el informe que le envió el doctor Gros Espiell, no 
como Canciller, sino como especialista en Derecho Constitu- 
cional e Internacional, le había hecho cambiar de posición. 
Esta es una polémica en la que podemos estar mucho tiempo 
sin ponernos de acuerdo, porque todos estamos obrando de 
buena fe, convencidos de nuestras razones. Más de una vez he 
preguntado por qué no se reputa inconstitucional la cláusula 
del Código General del Proceso que permite que las partes 
enfrentadas sustraigan del Poder Judicial algunas controver- 
sias para derivarlas a un Tribunal Arbitral. Esto no se conside- 
ra inconstitucional cuando ocurre entre partes que litigan en el 
Uruguay y ambas son particulares. Me resulta difícil entender 
por qué, en el caso de que esa controversia sea entre un parti- 
cular y el Estado uruguayo, se le tenga esa prevención -lo digo 
muy respetuosamente- a la justicia internacional. En este país 
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siempre decimos algo que es una verdad a puño: la mejor 
defensa de nuestros intereses -y hasta diría de nuestra sobera- 
nía y de amenazas potenciales a nuestra integridad- derivan no 
sólo de nuestro apego por el Derecho Internacional, sino de 
nuestra vocación por recurrir a éste antes que a medidas de 
fuerza. A mi entender, la mejor garantía para un país de las 
características del Uruguay, como ninguna otra en materia de 
inversiones -descarto que todos coincidimos en la ventaja de 
estas inversiones- es derivar a un Tribunal Internacional la 
resolución final de estas controversias. De paso, digo que esos 
Tribunales para ser designados, requieren que el Uruguay pro- 
ponga un integrante, la otra parte el otro y, entre ambas, el 
Presidente. Si hay desacuerdo respecto de este último -como 
ocurre también en la esfera interna, con el arbitraje, en el 
Código General del Proceso- no hay otra alternativa que remi- 
tirse a lo que decida un tercero. 


Repito que me parece que esto no es inconstitucional y que 
hay otras opiniones, pero he citado los puntos de vista de 
especialistas en el tema -que, por supuesto, no es mi caso- y al 
respecto estoy muy tranquilo, habida cuenta de que sin este 
tipo de cláusulas, es más que difícil que Uruguay reciba, den- 
tro del contexto de su política económica, las inversiones ex- 
tranjeras que desea y que, fundamentalmente, precisa. 


SEÑOR MALLO. - Pido la palabra para una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR MALLO. - Le voy a responder al señor Senador 
Ricaldoni, aunque advertí que citó argumentos de autoridad, 
formulados por los doctores Gros Espiell y Jiménez de Aré- 
chaga. Declaro que a los argumentos de autoridad prefiero la 
autoridad de los argumentos, que no he oído exponer. 


En cuanto a por qué en el Derecho interno se admite el 
arbitraje o el juicio de árbitros y en el Derecho Internacional 
no, debo decir, sencillamente, que el artículo 486 del Código 
Civil expresa que el dominio -llamase también propiedad- con- 
siste en el “derecho de gozar y disponer de una cosa arbitraria- 
mente, no siendo contra la Ley o contra derecho ajeno”. Si el 
propietario puede disponer libremente de su propiedad, puede 
someterla al arbitraje de quien se le ocurra. La puede regalar, 
donar, incluso quemar; entonces, también la puede someter al 
arbitraje. No veo ese artículo en la Constitución, que establece 
las competencias de los Poderes del Estado. 


Por otro lado, creo que el señor Senador Ricaldoni esbozó 
el argumento de que Uruguay no va a recibir nunca ninguna 
inversión si no se establece esta cláusula. A ello respondo que 
el país que ha recibido más inversiones de América del Sur es 
Brasil, y no tiene ni la sombra de esta cláusula; tiene, sí, una 
disposición prohibitiva en su Constitución. Por lo tanto, los 
extranjeros no invierten en un país en virtud de la sumisión 
espiritual que asume -que el doctor Aguirre llamó sometimiento 
al imperialismo jurídico- sino que lo hacen por otras razones. 
En lo que respecta a la opinión del doctor Aguirre, no tengo 
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nada que decir. Sin embargo, deseando siempre tener una con- 
firmación a las propias ideas, señalo que tengo en mi poder un 
documento con la opinión del doctor Aguirre. El señaló que, 
en razón del principio de la separación de Poderes, la función 
jurisdiccional es privativa del Poder Judicial y que esta regla 
es axlomática. También expresa en ese documento que el mis- 
mo artículo señala que la ley promoverá la creación de tribu- 
nales de conciliación y arbitraje, que configuran la excepción 
constitucional o legítima. Por tanto, continúa diciendo que el 
ejercicio privativo de la función jurisdiccional corresponde al 
Poder Judicial. La facultad legislativa de crear tribunales arbi- 
trales no es irrestricta, no puede ejercerse respecto de las con- 
troversias o materias litigiosas atribuidas especialmente por la 
Constitución a determinados órganos jurisdiccionales. 


Las personas puede prescindir de acudir al Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo, a la Suprema Corte de Justicia y 
a los Juzgados, porque tienen el dominio sobre sus derechos 
patrimoniales. En este campo, el Estado no tiene la potestad 
de apartarse de las reglas de este pequeño libro, tantas veces 
citado y tan pocas veces obedecido, al que llamamos Constitu- 
ción. 


No pienso continuar con el debate porque, o las razones 
del señor Miembro Informante son demasiado profundas y 
están fuera del alcance de mi percepción o ha incurrido en un 
gran error. Modestamente, creo que sucede lo segundo. 


SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK. - Señor Presidente: pienso realizar 
una exposición muy breve porque los señores Senadores Gar- 
gano y Mallo han expuesto la posición que considero correcta 
y han esgrimido argumentos que, a mi juicio, tienen una fuer- 
za indestructible. 


Es posible que se haya producido uno de esos fenómenos 
por los cuales, insensiblemente y sin ninguna mala intención, 
se va perdiendo la convicción en verdades jurídicas, en virtud 
de presiones. 


Estas cláusulas han sido ya muy estudiadas en función de 
su origen socio-político, por la desconfianza que demuestran 
los inversores hacia los Poderes Judiciales de los países en los 
que invierten. Como eso, naturalmente, no se puede decir en 
un Tratado -hasta por razones de dignidad del país donde se 
hace la inversión- se han empezado a buscar estas cláusulas. 
Esto es, efectivamnte, así. Además, en Estados Unidos se han 
publicado historias completas por parte de profesores de Dere- 
chos Constitucional norteamericano, en las que se dice que 
estas cláusulas son muy importantes para los países inversores 
porque, cuando se producen -por ejemplo- expropiaciones con- 
forme a las leyes de las naciones donde se efectúan dichas 
inversiones, quienes fallan son los jueces de esos mismos paí- 
ses. Así, por razones de conveniencia, de oportunidad o de 
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mérito -que cada país podrá juzgar, de acuerdo con sus intere- 
ses- se han empezado a buscar cláusulas de este tipo. Esto ha 
ido tergiversando principios jurídicos que, a mi juicio, son 
muy claros. 


La idea tan desarrollada de que la actividad jurisdiccional 
corresponde al Poder Judicial, salvo una excepción expresa 
establecida en la propia Constitución se deriva de la propia 
definición de lo que es la separación de Poderes. Diría que es 
casi un silogismo. ¿Qué es un Poder del Gobierno, tanto el 
Legislativo, el Ejecutivo o el Judicial? La definición nos viene 
desde la época de Montesquie que, en su libro titulado “El 
Espíritu de las Leyes” -y no, como siempre se dice, “La sepa- 
ración de Poderes”- en el Capítulo “La Constitución de Ingla- 
terra”, explica la separación de Poderes. De allí surge una 
definición que en Uruguay fue magistralmente expuesta por 
Justino Jiménez de Aréchaga en su curso. Concretamente, se- 
ñaló que uno de los tres Poderes del Gobierno es un órgano o 
sistema de órganos creado por la Constitución, que tiene el 
ejercicio predominante de una de las tres funciones jurídicas 
del Estado y cuyas decisiones nunca pueden ser revocadas por 
ningún otro órgano o Poder por razones de conveniencia, opor- 
tunidad o mérito. De acuerdo con lo que establecen estas cláu- 
sulas de que estamos hablando, una de las Partes, unilateral- 
mente, puede decidir que una sentencia pasada en autoridad de 
cosa juzgada no es correcta, tienen vicios muy grandes o no le 
conviene, en última instancia, por lo que decide llevarla a otro 
ámbito. Puede llevarla, incluso, a los llamados tribunales de 
equidad. Aquí cabe aclarar que este tipo de cláusulas se han 
estipulado no sólo en Tratados con países del sistema romano- 
germánico, como el nuestro, sino también en naciones regidas 
por el Common Law, donde existen los tribunales que acabo 
de mencionar. Es decir, existe una justicia común y una equi- 
dad, una especie de pretores -que nosotros no tenemos ni con- 
cebimos en nuestro sistema jurídico- que pueden corregir, por 
razones de equidad, las decisiones tomadas conforme a Dere- 
cho. Esto existe, por ejemplo, en el Derecho anglosajón, así 
como también en algunos países europeos que no se rigen por 
ese sistema. 


Si la separación de Poderes existe en nuestro país ya que 
está establecida en la Constitución, si las decisiones de un 
Poder no pueden ser, jamás, modificadas por otro ajeno a ese 
Poder por razones de conveniencia u oportunidad -aunque sí 
por razones de legalidad- y si, por último -y es por este aspec- 
to que pienso, casi, que se trata de un silogismo- la Constitu- 
ción le atribuye a nuestro Poder Judicial el ejercicio de la 
función jurisdiccional, por más esfuerzos que se hagan la ad- 
misión de estas cláusulas parece provenir de una especie de 
adaptación a un proceso de presión -que es, a veces, muy 
sensible; a veces insensible y en otras oportunidades, muy 
lento- por desconfianza de los inversores en los Poderes Judi- 
ciales de los países en donde invierten. Esa es la realidad 
histórica del nacimiento de estas cláusulas. 


Quizás tengan razón y haya países con Poderes Judiciales 
que actuaron accediendo a presiones políticas, pero personal- 
mente no acepto eso para mi país, aun cuando pueda discrepar 


366-C.S. 


con alguna sentencia. Creo que debemos entender que nuestro 
Poder Judicial tiene que ser la última palabra en materia de 
controversias jurisdiccionales. 


Para terminar, quiero citar rápidamente otra disposición 
que, a mi juicio, corrobora todos los argumentos que ya fue- 
ron expuestos por los señores Senadores Gargano y Mallo y 
no voy a insistir en ello. La propia Constitución de la Repúbli- 
ca tiene un artículo que, por una razón de tiempo, de dificultad 
o de otro tipo, siempre se esquiva; no se estudia más y su 
lenguaje es muy arcaico. Se trata de un artículo por el cual a la 
Suprema Corte de Justicia del Uruguay se le encarga la com- 
petencia originaria exclusiva en materia de cuestiones relati- 
vas a los tratados, o sea que no deriva del principio de separa- 
ción de Poderes. Estoy hablando del numeral 1” del artículo 
239, que tiene una redacción muy rara, que viene de tiempo 
atrás: “Juzgar a todos los infractores de la Constitución, sin 
excepción alguna; sobre delitos contra Derecho de Gentes...” y 
dice expresamente que es competencia de la Corte -nunca en- 
contré una respuesta a esto- entender en las cuestiones relati- 
vas a tratados. Se refiere al Poder Judicial uruguayo y a su 
órgano jerarca, que es la Suprema Corte de Justicia. Digo esto, 
sin querer atribuir esta intención a quienes apoyan la otra tesis. 
Nosotros no respetamos adecuadamente la dignidad de nuestro 
Poder Judicial aceptando este tipo de cláusulas, aunque me 
consta que ese no es el origen ni la intención de quienes las 
toman por ciertas. 


SEÑOR GARGANO. - Pido la palabra para una aclara- 
ción. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR GARGANO. - Quería hacer dos aclaraciones 
coadyuvantes. Por el numeral 3* del artículo 9” que he citado, 
se otorga al inversor la facultad de acceder a un Tribunal 
Arbitral en el caso de que la jurisdicción nacional dicte una 
sentencia que no le convenga por razones que se explican acá: 
porque se considere que viola una norma de derecho interna- 
cional o el contenido del presente Acuerdo, o sea notoriamen- 
te injusta -obsérvese: notoriamente injusta para él- o si confi- 
gurare denegación de justicia. 


Obviamente, el tema de la cosa juzgada desaparece por 
completo. Si no le gusta la sentencia, el inversor puede recu- 
rrir al Tribunal Arbitral. Si la jurisdicción nacional da la razón 
al inversor y no al Estado, éste no puede recurrir a un Tribunal 
Arbitral, porque el texto del Tratado dice que sólo el inversor 
lo puede hacer, no así el Estado ni las partes. Señalo esto, 
porque los tratados explican estas cuestiones en letra chica. 


SEÑOR MALLO. - ¿Me permite una interrupción, señor 
Senador? 


SEÑOR PRESIDENTE. - El señor Senador Gargano ha 
solicitado el uso de la palabra para hacer una aclaración, por 
lo que no puede conceder interrupciones. 
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Puede continuar el señor Senador Gargano. 


SEÑOR GARGANO. - Deseaba aclarar estos dos puntos, 
porque en el Tratado con Chile esto no aparece. En dicho 
Tratado se establece la facultad para el inversor de aceptar la 
jurisdicción nacional -si lo hace, no hay cambio posible- o 
plantear que se recurra a un Tribunal internacional, si no exis- 
te acuerdo durante tres meses. Además, dicho Tribunal inter- 
nacional debe dictar la sentencia de acuerdo con la legislación 
del país donde se efectúa la inversión y las normas que allí se 
establezcan. 


Todo está hecho de una manera distinta, conforme a las 
características del país con el que se celebra el Tratado. ¿Por 
qué no se pone en el Tratado con Chile lo mismo que se 
establece en el que se celebra con Italia o con Bélgica? Por el 
distinto poderío, relación o facultades que nosotros tenemos 
de negociar con los países de nuestra América. Todos estos 
tratados vienen impuestos por la nueva costumbre internacio- 
nal, que señalaba el señor Senador Korzeniak y que nos pare- 
ce que el país no debe aceptar. Comparto lo que expresó el 
señor Senador Mallo en cuanto a que las inversiones no dejan 
de venir al país porque existan disposiciones que no protegen 
el derecho de los inversores; no lo hacen, por otra razón. 


SEÑOR MALLO. - Pido la palabra para una aclaración. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Senador. 


SEÑOR MALLO. - Quería decir que lo que el señor Sena- 
dor Gargano señalaba viola también un principio de la Consti- 
tución, el de la igualdad. El doctor Valdés Costa, al que días 
pasados se le rindió homenaje en este recinto, en su trabajo 
“Introducción al Derecho Tributario” desarrolla el tema de la 
igualdad ante la ley, una de cuyas vertientes es, desde luego, 
la igualdad ante el tributo, y otra, la igualdad ante los Tribuna- 
les, que tradicionalmente fuera entendida para disminuir al 
Estado ya que se veía en los juicios en que el Estado actuaba 
un acto de poder, donde el Estado y la Administración tenían 
una función relevante. Ahora, con estos Tratados, se desnivela 
la balanza en contra del Estado, ya que no se le da el derecho 
que se otorga al inversor de recurrir ante un Tribunal Arbitral. 
Por lo tanto, se actúa en contra del Estado, o sea, de todos 
nosotros, que somos su sustento físico, ya que no se nos da el 
mismo trato que al inversor extranjero. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota:) 
-15 en 25. Negativa. 
SEÑOR POZZOLO. - Solicito que se rectifique la votación. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar nuevamente en 
general el proyecto de ley. 


(Se vota:) 
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-15 en 25. Negativa. 
SEÑOR HEBER. - Solicito que se rectifique la votación. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar nuevamente en 
general el proyecto de ley. 


(Se vota:) 

-16 en 25. Afirmativa. 
En discusión particular. 
Léase el artículo 1*. 
(Se lee:) 


“ARTICULO UNICO. - Apruébase el Acuerdo de 
Fomento y Recíproca Protección de Inversiones entre 
la República Oriental del Uruguay y la República Ita- 
liana, suscrito en Roma, el 21 de febrero de 1990.” 


-En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-16 en 26. Afirmativa. 


Queda aprobado el proyecto de ley que se comunicará al 
Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado por 
ser igual al considerado) 


14) ACUERDO PARA LA PROMOCION Y PROTEC- 
CION DE INVERSIONES ENTRE EL GOBIERNO 
DE LA REPUBLICA Y EL GOBIERNO DE LA RE- 
PUBLICA DE CHILE 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se pasa a considerar el asunto 
que figura en sexto término del orden del día: “Proyecto de 
ley por el que se aprueba el Acuerdo de Promoción y Protec- 
ción de Inversiones entre la República y la República de Chi- 
le. (Carp. N* 566/96 - Rep. N* 437/97).” 


(Antecedentes:) 


“Carp. N* 566/96 
Rep. N* 437/97 


Ministerio de Relaciones Exteriores 
Ministerio de Economía y Finanzas 


Montevideo, 20 de agosto de 1996. 
Señor Presidente de la Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de remitir a la 
consideración de ese Cuerpo, de conformidad con lo 


dispuesto en los artículos 168, numeral 20 y 85, nume- 
ral 7 de la Constitución de la República, el Acuerdo 
para la Promoción y Protección de Inversiones entre el 
Gobierno de la República Oriental del Uruguay y el 
Gobierno de la República de Chile, suscripto el día 26 
de octubre de 19953 en la ciudad de Santiago de Chile. 


El Convenio se enmarca dentro de los esfuerzos rea- 
lizados por el país para estimular las inversiones ex- 
tranjeras, garantizando las mismas dentro de los pará- 
metros utilizados actualmente en la legislación interna- 
cional. 


Su articulado propende a la creación de condiciones 
favorables para la radicación de inversiones de capital 
extranjero. El mismo consta de 11 artículos. 


El artículo 2* establece que el Acuerdo se aplicará a 
cualquier inversión efectuada por un inversor de una de 
las Partes en el territorio de la otra, antes o después de 
la entrada en vigor del Acuerdo. Pero se aclara que esta 
retroactividad no operará en el caso de las controver- 
sias suscitadas antes de la entrada en vigor. 


Entre los aspectos más destacables del Acuerdo pue- 
de señalarse que se establecen los principios generales 
de admisión, promoción y protección de las inversiones 
en ambas Partes, garantizándose un tratamiento justo y 
equitativo, gozando de total protección y seguridad en 
el territorio de la otra Parte Contratante (artículo 39). 


La garantía de protección otorgada a las inversiones 
extranjeras se extiende, en el artículo 4”, al tratamiento 
de la “Nación más Favorecida”, asegurándoseles un trato 
no menos favorable que aquel otorgado para los inver- 
sores de un tercer Estado. Se excluyen de este trata- 
miento los privilegios que las Partes Contratantes otor- 
guen a nacionales y sociedades en virtud de acuerdos 
de integración regional o en de materia tributaria. 


Las Partes se garantizan recíprocamente la libre trans- 
ferencia de las inversiones y rentas de capital, regla- 
mentándose la forma en que las mismas se harán efecti- 
vas (artículo 59). 


La protección a las inversiones se refuerza también 
mediante una normativa que regula los casos de indem- 
nización por pérdidas (derivadas de desastres naturales, 
conflictos armados o emergencia nacional) y por ex- 
propiación, que deberá sujetarse al debido proceso le- 
gal y no ser discriminatorias (artículo 67). 


Las controversias que eventualmente se generen en- 
tre una de las Partes Contratantes y un nacional o una 
sociedad de la Otra con relación a una inversión se 
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resolverán en lo posible por consultas y negociaciones. 
En caso de que la controversia no pueda ser resuelta de 
este modo, puede ser sometida a los órganos jurisdic- 
cionales de la Parte Contratante involucrada en la mis- 
ma o, alternativamente, a elección del inversor, al arbi- 
traje internacional. En tal caso, el mismo queda a cargo 
de: el Centro Internacional para Solución de Controver- 
sias sobre Inversiones, creado por la Convención sobre 
el tema, suscripto en Washington el 18 de marzo de 
1965, o un Tribunal ad-hoc formado según el regla- 
mento de Arbitraje de la Comisión de las Naciones Uni- 
das para el Derecho Mercantil Internacional. 


El procedimiento ofrece las mayores garantías para 
arribar a una solución de controversias imparcial y jus- 
ta (artículo 8%), 


En el mismo sentido, el artículo 9” dispone que las 
controversias relativas a la interpretación o aplicación 
del Acuerdo que no puedan ser resueltas por vía diplo- 
mática podrán ser sometidas por cualquiera de las Par- 
tes a un Tribunal Arbitral, para lo cual se reglamenta 
minuciosamente el procedimiento a seguir. 


Se establece que la duración inicial es de quince 
años y se prolongará después en forma indefinida, sal- 
vo que medie intención de denuncia a ser notificada a 
la contraparte un año antes de la finalización del perío- 
do. En caso de terminación del Acuerdo según el pro- 
cedimiento descripto supra, continúan beneficiándose 
de la protección contenida en él las inversiones efectua- 
das durante su vigencia por un período complementario 
de otros quince años. 


Considerando la importancia otorgada por nuestro 
país al fomento de las inversiones, el presente Acuerdo 
con Chile constituye una garantía para las inversiones 
provenientes de esa Nación, lo que redundará en bené- 
ficas consecuencias para la economía nacional, por lo 
cual se solicita su rápida aprobación por parte de ese 
Alto Cuerpo. 


Hugo Batalla VICEPRESIDENTE DE LA RE- 
PUBLICA EN EJERCICIO DE LA PRESI- 
DENCIA, Alvaro Ramos, Luis A. Mosca. 


PROYECTO DE LEY 


Artículo Unico. - Apruébase el Acuerdo de Promo- 
ción y Protección de Inversiones, entre el Gobierno de 
la República Oriental del Uruguay y el Gobierno de la 
República de Chile, suscrito en Santiago de Chile, a los 
26 días del mes de octubre de 1995. 


Alvaro Ramos, Luis A. Mosca. 
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Comisión de 
Asuntos Internacionales 


INFORME 
Al Senado: 


Vuestra Comisión ha resuelto aconsejar al Senado 
la aprobación del Acuerdo de Promoción y Protección 
de Inversiones, celebrado entre nuestro Gobierno y el 
de la República de Chile el 26 de octubre de 1995. 


La mayor parte de sus disposiciones son las que 
vienen siendo consideradas y aprobadas por el Parla- 
mento en los últimos años. 


Así, por ejemplo, las referidas a “Definiciones” 
(Art. 1%, “Tratamiento de las Inversiones” (Art. 49), 
“Libre Transferencia” (Art. 5%), “Expropiación y Com- 
pensación” (Art. 6%, “Subrogación” (Art. 7%, “Solu- 
ción de Controversias Entre una Parte Contratante y un 
Inversionista de la otra Parte Contratante” (Art. 8%), “So- 
lución de Controversias Entre las Partes Contratantes” 
(Art. 9% y “Consultas” (Art. 10). 


Sin embargo, el Convenio en examen presenta algu- 
nas particularidades que, sin perjuicio de compartirlas, 
pasamos a señalar. 


La primera, tiene que ver con su plazo de vigencia 
que es mayor que el habitual, en tanto que se extiende 
“por un período de quince años y se prolongará des- 
pués por tiempo indefinido” (Art. 11.2). 


La segunda, se relaciona con “las inversiones efec- 
tuadas con anterioridad a la fecha en que se hiciera 
efectivo el aviso de terminación de este Acuerdo”, en 
cuyo caso “sus disposiciones permanecerán en vigor 
por un período adicional de quince años a contar de 
dicha fecha” (Art. 13.3). 


Y la tercera, está referida al Ambito de Aplicación 
del Tratado, dado que el mismo “se aplicará a las inver- 
siones efectuadas, antes o después de su entrada en vi- 
gor, por inversionistas de una Parte Contratante, confor- 
me a las disposiciones legales de la otra Parte Contratan- 
te, en el territorio de ésta última”. Eso sí, se agrega que 
el Acuerdo “no se aplicará a divergencias o controver- 
slas que hubieran surgido con anterioridad a su vigencia 
o estén directamente relacionadas con acontecimientos 
producidos antes de su entrada en vigor” (Art. 29). 


La disposición del artículo 2” es análoga a la que 
luce en el Tratado suscrito por nuestro país con la Unión 
Económica Belgo-Luxemburguesa en materia de Pro- 
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moción y Protección Recíproca de Inversiones, consi- 
derado también por esta Comisión. 


Sala de la Comisión, 17 de julio de 1997. 


Américo Ricaldoni (Miembro Informante), Car- 
los M. Garat, Alberto Couriel, Reinaldo Gar- 
gano. Senadores. 


ACUERDO ENTRE 
LA REPUBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY 
Y 
LA REPUBLICA DE CHILE 
PARA LA PROMOCION Y PROTECCION 
RECIPROCA DE LAS INVERSIONES 


El Gobierno de la República Oriental del Uruguay y 
el Gobierno de la República de Chile, en adelante “las 
Partes Contratantes”; 


Deseando intensificar la cooperación económica en 
beneficio mutuo de ambos Estados; 


Con la intención de crear y de mantener condicio- 
nes favorables a las inversiones de inversionistas de 
una Parte Contratante en el territorio de la otra, que 
impliquen transferencias de capitales; 


Reconociendo la necesidad de promover y de prote- 
ger las inversiones extranjeras con miras a favorecer la 
prosperidad económica de ambos Estados, 


Han acordado lo siguiente: 
ARTICULO 1” 
DEFINICIONES 
Para los efectos del presente Acuerdo: 


1. El término “inversionista” designa a los siguien- 
tes sujetos que hayan efectuado inversiones en el terri- 
torio de la otra Parte Contratante conforme al presente 
Acuerdo: 


a) Las personas naturales que, de acuerdo con la 
legislación de esa Parte Contratante, son consideradas 
nacionales de la misma; 


b) Las entidades jurídicas, incluyendo sociedades, 
corporaciones, asociaciones comerciales o cualquier otra 
entidad constituida o debidamente organizada de otra 
manera según la legislación de esa Parte Contratante, 
que tengan su sede, así como sus actividades económicas 
efectivas, en el territorio de dicha Parte Contratante; 


2. El término “inversión” se refiere a toda clase de 
bienes o derechos relacionados con ella, siempre que se 
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haya efectuado de conformidad con las leyes y regla- 
mentos de la Parte Contratante en cuyo territorio se 
realizó y comprenderá, en particular, aunque no exclu- 
sivamente: 


a) derechos de propiedad sobre bienes muebles e 
inmuebles, así como todos los demás derechos reales, 
tales como servidumbres, hipotecas, usufructos, pren- 
das; 


b) acciones, cuotas sociales y cualquier otro tipo de 
participación económica en sociedades; 


c) derechos de crédito o cualquier otra prestación 
que tenga valor económico; 


d) derechos de propiedad intelectual, incluidos de- 
rechos de autor y derechos de propiedad industrial, ta- 
les como patentes, procesos técnicos, marcas de fábrica 
o marcas comerciales, nombres comerciales, diseños in- 
dustriales, know-how, razón social y derechos de llave; 


e) concesiones otorgadas por la ley, por un acto 
administrativo o en virtud de un contrato incluidas con- 
cesiones para explorar, cultivar, extraer o explotar re- 
cursos naturales. 


3. El término “territorio” comprende, además del 
espacio terrestre, marítimo y aéreo bajo la soberanía de 
cada Parte Contratante, las zonas marinas y submari- 
nas, en las cuales éstas ejercen derechos soberanos y 
jurisdicción, conforme a sus respectivas legislaciones y 
al derecho internacional. 


ARTICULO 2” 
AMBITO DE APLICACION 


El presente Acuerdo se aplicará a las inversiones 
efectuadas, antes o después de su entrada en vigor, por 
inversionistas de una Parte Contratante, conforme a las 
disposiciones legales de la otra Parte Contratante, en el 
territorio de esta última. Sin embargo, no se aplicará a 
divergencias o controversias que hubieran surgido con 
anterioridad a su vigencia o estén directamente relacio- 
nadas con acontecimientos producidos antes de su en- 
trada en vigor. 


ARTICULO 3" 


PROMOCION, ADMISION Y PROTECCION 
DE LAS INVERSIONES 


1. Cada Parte Contratante, con sujeción a su política 
general en el campo de las inversiones extranjeras, in- 
centivará en su territorio las inversiones de inversionis- 
tas de la otra Parte Contratante y las admitirá conforme 
asus leyes y reglamentaciones. 
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2. Cada Parte Contratante protegerá dentro de su 
territorio las inversiones efectuadas de conformidad con 
sus leyes y reglamentaciones por los inversionistas de 
la otra Parte Contratante y no obstaculizará la adminis- 
tración, mantenimiento, uso, usufructo, extensión, ven- 
ta y liquidación de dichas inversiones mediante medi- 
das injustificadas o discriminatorias. 


ARTICULO 4” 
TRATAMIENTO DE LAS INVERSIONES 


1. Cada Parte Contratante garantizará un tratamien- 
to justo y equitativo dentro de su territorio a las inver- 
siones de los inversionistas de la otra Parte Contratante 
y asegurará que el ejercicio de los derechos aquí reco- 
nocidos no será obstaculizado en la práctica. 


2. Cada Parte Contratante otorgará a las inversiones 
de los inversionistas de la otra Parte Contratante, efec- 
tuadas en su territorio, un trato no menos favorable que 
aquel otorgado a las inversiones de sus propios inver- 
sionistas, O a inversionistas de un tercer país, si este 
último tratamiento fuere más favorable. 


3. En caso de que una Parte Contratante otorgare 
ventajas especiales a los inversionistas de cualquier ter- 
cer Estado en virtud de un convenio relativo a la crea- 
ción de un área de libre comercio, una unión aduanera, 
un mercado común, una unión económica o cualquier 
otra forma de organización económica regional o en 
virtud de un acuerdo relacionado en su totalidad o prin- 
cipalmente con materias tributarias, dicha Parte no está 
obligada a conceder las referidas ventajas a los inver- 
sionistas de la otra Parte Contratante. 


ARTICULO 5” 
LIBRE TRANSFERENCIA 


1. Cada Parte Contratante autorizará, sin demora, a 
los inversionistas de la otra Parte Contratante para que 
realicen la transferencia de los fondos relacionados con 
las inversiones en moneda de libre convertibilidad, en 
particular, aunque no exclusivamente: 


a) intereses dividendos, rentas, utilidades y otros ren- 
dimientos; 


b) amortizaciones de préstamos del exterior relacio- 
nadas con una inversión; 


c) el capital o el producto de la venta o liquidación 
total o parcial de una inversión; 


d) los fondos producto del arreglo de una controver- 
sia y las compensaciones de conformidad con el artícu- 
lo 6*. 
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2. Las transferencias se realizarán conforme al tipo 
de cambio vigente en el mercado a la fecha de la trans- 
ferencia, de acuerdo a la legislación de la Parte Contra- 
tante que haya admitido la inversión. 


ARTICULO 6” 
EXPROPIACION Y COMPENSACION 


1. Ninguna de las Partes Contratantes expropiará, 
nacionalizará, ni adoptará medida alguna que prive, di- 
recta O indirectamente de su inversión, a un inversio- 
nista de la otra Parte Contratante, a menos que se cum- 
plan las siguientes condiciones: 


a) que sea adoptada por causa de utilidad pública o 
interés nacional y en conformidad a la ley; 


b) que no sea discriminatoria; 


c) que vaya acompañada de disposiciones para el 
pago de una compensación inmediata, adecuada y efec- 
tiva. 


2. La compensación se basará en el valor de merca- 
do de las inversiones afectadas en una fecha inmediata- 
mente anterior a aquella en que la expropiación, nacio- 
nalización o cualquier otra medida adoptada llegue a 
conocimiento público. Cuando resulte difícil determi- 
nar dicho valor, la compensación podrá ser fijada de 
acuerdo con los principios de evaluación generalmente 
reconocidos como equitativos, teniendo en cuenta el 
capital invertido, su depreciación, el capital repatriado 
hasta esa fecha, el valor de reposición y otros factores 
relevantes. Ante cualquier atraso en el pago de la com- 
pensación se acumularán intereses a una tasa comercial 
establecida sobre la base del valor de mercado, a contar 
de la fecha de expropiación o pérdida hasta la fecha de 


pago. 


3. De la legalidad de la nacionalización, expropia- 
ción o de cualquier otra medida que tenga un efecto 
equivalente y del monto de la compensación se podrá 
reclamar en procedimiento judicial ordinario. 


4. Los inversionistas de cada Parte Contratante cu- 
yas inversiones en el territorio de la otra Parte Contra- 
tante sufrieren pérdidas debido a una guerra o cualquier 
otro conflicto armado, a un estado de emergencia na- 
cional, disturbios civiles u otros acontecimientos simi- 
lares en el territorio de la otra Parte Contratante, debe- 
rán recibir de esta última, en lo que respecta a repara- 
ción, indemnización, compensación u otro arreglo, un 
tratamiento no menos favorable que el que concede esta 
Parte Contratante a los inversionistas nacionales o de 
cualquier tercer Estado. 
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ARTICULO 7” 
SUBROGACION 


1. Cuando una Parte Contratante o un organismo 
autorizado por ésta hubiere otorgado un contrato de 
seguro o alguna otra garantía financiera contra riesgos 
no comerciales, con respecto a alguna inversión de uno 
de sus inversionistas en el territorio de la otra Parte 
Contratante, ésta última deberá reconocer los derechos 
de la primera Parte Contratante de subrogarse en los 
derechos del inversionista, cuando hubiere efectuado 
un pago en virtud de dicho contrato o garantía. 


2. Cuando una Parte Contratante haya pagado a su 
inversionista y en tal virtud se haya subrogado en sus 
derechos y prestaciones, dicho inversionista no podrá 
reclamar tales derechos y prestaciones a la otra Parte 
Contratante, salvo autorización expresa de la primera 
Parte Contratante. 


ARTICULO $8” 


SOLUCION DE CONTROVERSIAS ENTRE 
UNA PARTE CONTRATANTE Y 
UN INVERSIONISTA DE LA 
OTRA PARTE CONTRATANTE 


1. Las controversias que surjan en el ámbito de este 
Acuerdo, entre una de las Partes Contratantes y un in- 
versionista de la otra Parte Contratante que haya reali- 
zado inversiones en el territorio de la primera, serán, en 
la medida de lo posible, solucionadas por medio de 
consultas amistosas. 


2. Si mediante dichas consultas no se llegare a una 
solución dentro de tres meses a contar de la fecha de 
solicitud de arreglo, el inversionista podrá remitir la 
controversia: 


a) a los tribunales competentes de la Parte Contra- 
tante en cuyo territorio se efectuó la inversión; o 


b) a arbitraje internacional, en las condiciones des- 
critas en el párrafo 4 de este artículo. 


3. Una vez que el inversionista haya remitido la 
controversia al tribunal competente de la Parte Contra- 
tante en cuyo territorio se hubiera efectuado la inver- 
sión o al tribunal arbitral, la elección de uno u otro 
procedimiento será definitiva. 


4. En el caso de opción por el recurso de arbitraje 
internacional la controversia podrá ser sometida a uno 
de los siguientes Órganos de arbitraje, a elección del 
inversionista: 


a) al Centro Internacional de Arreglo de Diferencias 
Relativas a Inversiones (CIADI), creado por el Conve- 
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nio Sobre Arreglo de Diferencias Relativas a Inversio- 
nes entre Estados y Nacionales de Otros Estados, abier- 
to para la firma en Washington el 18 de marzo de 1965, 
cuando cada Estado Parte en el presente Acuerdo haya 
adherido a aquél. Mientras esta condición no se cum- 
pla, cada Parte Contratante da su consentimiento para 
que la controversia sea sometida al arbitraje conforme 
al Mecanismo Complementario del C.L.A.D.I.; 


b) a un Tribunal de Arbitraje ad hoc establecido de 
acuerdo con las Reglas de Arbitraje de la Comisión de 
las Naciones Unidas para el Derecho Comercial Inter- 
nacional (U.N.C.I.T.R.A.L.), adoptadas por Resolución 
31/98 de la Asamblea General de 15 de diciembre de 
1976. El Tribunal de Arbitraje estará compuesto por 
tres árbitros, uno designado por la Parte Contratante en 
cuyo territorio se efectuó la inversión, uno designado 
por la otra Parte en el procedimiento y un tercer árbitro, 
que presidirá el Tribunal, designado por los dos árbi- 
tros así seleccionados. Si el tercer árbitro no fuere de- 
signado en el plazo de treinta días, contado desde la 
designación de los otros dos árbitros, su designación 
será asignada al Presidente del Tribunal de Arbitraje de 
la Cámara Internacional de Comercio en París. 


5. El Tribunal Arbitral decidirá basándose en las 
disposiciones de este Acuerdo, en el Derecho de la Par- 
te Contratante en cuyo territorio se efectuó la inversión, 
incluidas las normas relativas a conflictos de leyes, en 
los términos de eventuales acuerdos particulares que 
tengan relación con la inversión, así como en los prin- 
cipios del Derecho Internacional en la materia. 


6. Las sentencias arbitrales serán definitivas y obli- 
gatorias para las Partes en litigio y serán ejecutadas en 
conformidad con la ley interna de la Parte Contratante 
en cuyo territorio se hubiere efectuado la inversión. 


7. Las Partes Contratantes se abstendrán de tratar, 
por medio de canales diplomáticos, asuntos relaciona- 
dos con controversias sometidas a proceso judicial o a 
arbitraje internacional, de conformidad a lo dispuesto 
en este artículo, hasta que los procesos correspondien- 
tes estén concluidos, salvo en el caso en que la otra 
Parte en la controversia no haya dado cumplimiento a 
la sentencia judicial o a la decisión del Tribunal Arbi- 
tral, en los términos establecidos en la respectiva sen- 
tencia o decisión. 


ARTICULO 9 


SOLUCION DE CONTROVERSIAS ENTRE 
LAS PARTES CONTRATANTES 


1. Las diferencias que surgieren entre las Partes Con- 
tratantes relativas a la interpretación y aplicación del 
presente Acuerdo, deberán ser resueltas, en la medida 
de lo posible, por medio de negociaciones amistosas. 
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2. Si no se llegare a un entendimiento en el plazo de 
seis meses a contar de la fecha de la notificación de la 
controversia, cualquiera de las Partes Contratantes po- 
drá someterla a un Tribunal Arbitral Ad-hoc, en con- 
formidad con las disposiciones de este artículo. 


3. El Tribunal Arbitral estará compuesto de tres 
miembros y será constituido de la siguiente forma: den- 
tro del plazo de dos meses contado desde la fecha de 
notificación de la solicitud de arbitraje, cada Parte Con- 
tratante designará un árbitro. Esos dos árbitros, dentro 
del plazo de treinta días contado desde la designación 
del último de ellos, elegirán a un tercer miembro que 
deberá ser nacional de un tercer Estado, quien presidirá 
el Tribunal. La designación del Presidente deberá ser 
aprobada por las Partes Contratantes en el plazo de trein- 
ta días, contado desde la fecha de su nominación. 


4. Si, dentro de los plazos establecidos en el párrafo 
2 de este artículo, no se ha efectuado la designación, o 
no se ha otorgado la aprobación requerida, cualquiera 
de las Partes Contratantes podrá solicitar al Presidente 
de la Corte Internacional de Justicia que haga la desig- 
nación. Si el Presidente de la Corte Internacional de 
Justicia estuviere impedido de desempeñar dicha fun- 
ción o si fuere nacional de alguna de las Partes Contra- 
tantes, el Vicepresidente deberá realizar la designación, 
y si este último se encontrare impedido de hacerlo o 
fuere nacional de alguna de las Partes Contratantes, el 
Juez de la Corte que lo siguiere en antigiiedad y que no 
fuere nacional de ninguna de las Partes Contratantes, 
deberá realizar la designación. 


5. El Presidente del Tribunal deberá ser nacional de 
un tercer Estado con el cual ambas Partes Contratantes 
mantengan relaciones diplomáticas. 


6. El Tribunal Arbitral decidirá sobre la base de las 
disposiciones de este Acuerdo, de los principios del 
Derecho Internacional en la materia y de los principios 
generales de Derecho reconocidos por las Partes Con- 
tratantes. El Tribunal decidirá por mayoría de votos y 
determinará sus propias reglas procesales. 


7. Cada una de las Partes Contratantes sufragará los 
gastos del árbitro respectivo, así como los relativos a su 
representación en el proceso arbitral. Los gastos del 
Presidente y las demás costas del proceso serán solven- 
tados en partes iguales por las Partes Contratantes, sal- 
vo que éstas acuerden otra modalidad. 


8. Las decisiones del Tribunal serán definitivas y 
obligatorias para ambas Partes Contratantes. 


ARTICULO 10 


CONSULTAS 


Las Partes Contratantes se consultarán sobre cual- 
quier materia relacionada con la aplicación o interpre- 
tación de este Acuerdo. 
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ARTICULO 11 
DISPOSICIONES FINALES 


1. Las Partes Contratantes se notificarán entre sí 
cuando las exigencias constitucionales para la entrada 
en vigencia del presente Acuerdo se hayan cumplido. 
El Acuerdo entrará en vigencia treinta días después de 
la fecha de la última notificación. 


2. Este Acuerdo permanecerá en vigor por un perío- 
do de quince años y se prolongará después por tiempo 
indefinido. Transcurrido el referido término de quince 
años, el Acuerdo podrá ser denunciado en cualquier 
momento por cada Parte Contratante, con un preaviso 
de doce meses, comunicado por la vía diplomática. 


3. Con respecto a las inversiones efectuadas con 
anterioridad a la fecha en que se hiciere efectivo el 
aviso de terminación de este Acuerdo, sus disposicio- 
nes permanecerán en vigor por un período adicional de 
quince años a contar de dicha fecha. 


4. El presente Acuerdo será aplicable independien- 
temente de que existan o no relaciones diplomáticas 
entre ambas Partes Contratantes. 


Hecho en Santiago, a los veintiséis días del mes de 
octubre de 1995, en dos ejemplares en idioma español, 


siendo ambos textos igualmente auténticos. 


(Lucen firmas) 


POR EL GOBIERNO DE POR EL GOBIERNO DE 
LA REPUBLICA DE CHILE LA REPUBLICA ORIENTAL 
DEL URUGUAY” 


SEÑOR PRESIDENTE. - En discusión general. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar en general el 
proyecto de ley. 


(Se vota:) 
-26 en 26. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 
Léase el artículo 1? y único del proyecto. 
(Se lee:) 
“ARTICULO UNICO. - Apruébase el Acuerdo de 
Promoción y Protección de Inversiones, entre el Go- 
bierno de la República Oriental del Uruguay y el Go- 


bierno de la República de Chile, suscrito en Santiago 
de Chile, a los 26 días del mes de octubre de 1995”. 
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-En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra se va a votar. 
(Se vota:) 

-26 en 27. Afirmativa. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará a la 
Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado por 
ser igual al considerado) 


15) CONVENIO DE COOPERACION EN MATERIA DE 
SALUD CON EL GOBIERNO DE LA REPUBLICA 
DEL PARAGUAY 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se pasa a considerar el asunto 
que figura en séptimo término del orden del día: “Proyecto de 
ley por el que se aprueba el Convenio de Cooperación en 
materia de salud entre el Gobierno de la República y el Go- 
bierno de la República del Paraguay. (Carp. N” 1294/93 - Rep. 
N* 443/97)”. 


(Antecedentes:) 


“Carp. N* 1294/93 
Rep. N' 443/97 
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INFORME 
Al Senado: 


Vuestra Comisión de Asuntos Internacionales ha ana- 
lizado el Convenio de Cooperación en materia de salud 
celebrado entre nuestra República y el Gobierno de la 
República del Paraguay, firmado el 11 de agosto de 
1993, y cumple en informar: 


1 - Objetivos 


En función de este Convenio las Partes se compro- 
meten a impulsar la Cooperación entre sus respectivos 
Ministerios de Salud Pública, que serán los organismos 
de aplicación del Convenio. 


En el entendido de que la salud es un aspecto esen- 
cial para el desarrollo y el bienestar social de los pue- 
blos, se conviene en la necesidad de consolidar la mu- 
tua colaboración en este campo (Preámbulo y Art. D. 


El alcance de la Cooperación del Art. I establece 
áreas prioritarias a ser desarrolladas; la promoción, pro- 


tección, recuperación y rehabilitación de la salud, que 
incluye la vigilancia epidemiológica, la salud en grupos 
de riesgo, el control ambiental, etc. Comprende asimis- 
mo las acciones conjuntas en casos de emergencia y 
calamidad pública. 


Asimismo se establece que será considerada área 
prioritaria la Tecnología en salud, con especial atención 
a equipos médicos, medicamentos, productos biológi- 
cos, seguridad y bioseguridad e intercambio de infor- 
mación técnico-científica, lo que incluye entre otros te- 
mas el desarrollo de la producción o importación con- 
junta de bienes referidos a dichas áreas, el desarrollo de 
normas y especificaciones técnicas para la selección, 
incorporación y uso de las tecnologías. 


Finalmente el Art. I establece, también como área 
prioritaria de la Cooperación en materia de salud, la 
relacionada con los recursos humanos, con especial aten- 
ción al adiestramiento y la capacitación del personal en 
las diferentes categorías, según las prioridades y capa- 
cidades de las Partes mediante cursos académicos, cur- 
sos cortos, talleres, pasantías y visitas de observación. 


2 - Ejecución 


Por el Art. II las Partes acuerdan la creación de un 
Comité Conjunto de Coordinación, cuyo objetivo será 
la propuesta de las decisiones para hacer operativo el 
presente Convenio. Lo integrarán tres representantes por 
cada Parte los que serán designados por los máximos 
organismos de Salud, dentro del plazo de sesenta días a 
partir de la puesta en aplicación del presente Convenio. 


El Comité Conjunto de Coordinación sesionará en 
forma alternada en cada país por lo menos una vez al 
año, pudiendo ser convocado en plazos menores si las 
necesidades así lo requieren. 


Los grupos de trabajo se reunirán alternativamente 
en cada uno de los países, por lo menos una vez al año. 


El artículo III establece que las Partes convendrán la 
forma en qué organizaciones o instituciones de un tercer 
país u Organismos Internacionales o Regionales podrán 
intervenir en la Cooperación prevista en el Convenio. 


3 - Vigencia y Denuncia 


El artículo IV dispone que el presente Convenio 
entrará en vigor a partir de la fecha en que las Partes se 
comuniquen el cumplimiento de sus respectivos reque- 
rimientos legales. La vigencia será de cinco años, pro- 
rrogándose automáticamente por períodos iguales. El 
mismo artículo IV establece que las Partes podrán de- 
nunciar el Convenio en cualquier momento, pero sus 
efectos sólo cesarán seis meses después de comunicada 
la denuncia. 


C.S.-373 


374-C.S. 


Vuestra Comisión de Asuntos Internacionales en- 
tiende de gran importancia la celebración y ratificación 
del presente Convenio en materia de salud con la Repú- 
blica del Paraguay, tendiente a profundizar en un cam- 
po fundamental por sus repercusiones humanas, econó- 
micas y sociales la colaboración y amistad entre nues- 
tros dos países. Estima en consecuencia que el Senado 
debe aprobar el presente Convenio. 


Sala de la Comisión, 17 de julio de 1997. 


Reinaldo Gargano (Miembro Informante), Al- 
berto Couriel, Carlos M. Garat, Américo Ri- 
caldoni. Senadores. 


Ministerio de Relaciones Exteriores 
Ministerio de Salud Pública 


Montevideo, 24 de agosto de 1995. 
Señor Presidente de la Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
Cuerpo a fin de reiterar el Mensaje de fecha 13 de 
octubre de 1993, que se transcribe, por el que se solici- 
ta la aprobación parlamentaria del Convenio de Coope- 
ración en Materia de Salud entre el Gobierno de la 
República Oriental del Uruguay y el Gobierno de la 
República del Paraguay, suscrito el 11 de agosto de 
1993, al permanecer vigentes para los intereses de la 
República los fundamentos que en su oportunidad ame- 
ritaron su envío: 


“El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
Cuerpo a fin de someter a su consideración el adjunto 
proyecto de ley, por el cual se aprueba el Convenio de 
Cooperación en Materia de Salud entre el Gobierno de 
la República Oriental del Uruguay y el Gobierno de la 
República del Paraguay, suscrito el 11 de agosto de 
1993. 


En dicho instrumento internacional, las Partes se 
comprometen a impulsar la cooperación entre sus res- 
pectivos Ministerios de Salud Pública, que serán los 
organismos de aplicación del Convenio. Esta decisión 
se fundamenta en la necesidad de consolidar la mutua 
colaboración en el campo de la salud, entendida como 
un aspecto esencial en el desarrollo y el bienestar social 
de los pueblos (Preámbulo y artículo ID). 


En cuanto al alcance de la cooperación, el artículo I 
establece áreas prioritarias a ser desarrolladas, a saber: 


- La promoción, protección, recuperación y rehabi- 
litación de la salud, que incluye la vigilancia epidemio- 
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lógica, la salud en grupos de riesgo, el control ambien- 
tal, etc.; 


- La tecnología en salud, referida a equipos médi- 
cos, medicamentos, intercambio de información, etc., la 
cual incluye entre otros temas el desarrollo de la pro- 
ducción o importación conjunta de bienes referidos a 
dicha área, el establecimiento de normas técnicas, la 
cooperación científica, etc.; 


- Los recursos humanos, con especial atención a la 
formación de personal en las distintas categorías vincu- 
ladas al desarrollo de la salud. 


Con el fin de instrumentar las disposiciones del Con- 
venio, el artículo II prevé la constitución de un Comité 
Conjunto de Coordinación, integrado por tres represen- 
tantes de cada Parte. 


Dicho Comité Conjunto sesionará alternadamente en 
cada país, en principio en forma anual, y podrá ser 
complementado por Grupos de Trabajo Técnico en áreas 
prioritarias, que se reunirán también alternada y anual- 
mente. 


En los períodos intermedios entre las reuniones, la 
coordinación se efectuará a través de la Secretaría Eje- 
cutiva Bilateral del Comité Conjunto Coordinador. 


El artículo III prevé la intervención, en los proyec- 
tos y programas desarrollados en el marco del Conve- 
nio, de organismos extranjeros e internacionales, así 
como de entidades públicas y privadas de cada uno de 
los países, en la forma y con las características que las 
Partes convengan y que sus respectivos ordenamientos 
jurídicos permitan. 


Dados los tradicionales lazos de amistad existentes 
entre ambos países y el desarrollo de los procesos re- 
gionales de integración, la entrada en vigor del conve- 
nio a estudio resultará de suma importancia, a juicio del 
Poder Ejecutivo, por todo lo cual se solicita la corres- 
pondiente aprobación parlamentaria”. 


El Poder Ejecutivo reitera al señor Presidente de la 
Asamblea General las seguridades de su más alta consi- 
deración. 


Julio María Sanguinetti PRESIDENTE 
DE LA REPUBLICA, Alvaro Ramos, Al- 
fredo Solari. 


PROYECTO DE LEY 


Artículo Unico. - Apruébase el Convenio de Co- 
operación en Materia de Salud entre el Gobierno de la 
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República Oriental del Uruguay y el Gobierno de la 
República del Paraguay, suscrito el 11 de agosto de 
1993. 


Alvaro Ramos, Alfredo Solari. 


CONVENIO DE COOPERACION EN 
MATERIA DE SALUD ENTRE 
EL GOBIERNO DE LA 
REPUBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY Y EL 
GOBIERNO DE LA REPUBLICA DEL PARAGUAY 


El Gobierno de la República Oriental del Uruguay y 
el Gobierno de la República del Paraguay (en adelante 
“Las Partes”), decididos a consolidar las bases existen- 
tes para la mutua colaboración en aspectos vinculados a 
la salud como factor fundamental en el desarrollo y el 
bienestar de sus pueblos, y considerando las recomen- 
daciones de las Reuniones de Ministros de Salud del 
Cono Sur y la conveniencia de estimular convenios bi- 
laterales en el marco de la integración regional, convie- 
nen lo siguiente: 


ARTICULO I 


Impulsar la cooperación entre el Ministerio de Sa- 
lud Pública de la República Oriental del Uruguay y el 
Ministerio de Salud Pública y Bienestar Social de la 
República del Paraguay, los cuales serán los organis- 
mos de aplicación del presente Convenio. 


Las Partes acuerdan que las áreas prioritarias a ser 
desarrolladas en salud serán: 


1. La promoción, protección, recuperación y rehabi- 
litación de la salud con especial atención a: 


- vigilancia epidemiológica de enfermedades de- 
claradas de interés común a ambos países o que 
representen riesgo para el otro país; 


- la problemática de salud de grupos humanos de 
riesgo tales como los niños, los adolescentes, 
los ancianos, las madres, los trabajadores, los 
minusválidos y otros de interés común; 


- la protección sanitaria y el control de calidad de 
los alimentos; 


- el control de la contaminación del medio am- 
biente; y 


- las acciones conjuntas o coordinadas en los ca- 
sos de emergencia y calamidad pública. 


2. Tecnología en Salud, con especial atención a equi- 
pos médicos, medicamentos, productos biológicos, se- 
guridad y bioseguridad e intercambio de información 
técnico-científica, con orientación a: 
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- desarrollo de normas y especificaciones técnicas 
para la selección, incorporación y uso de las tec- 
nologías; 


- realizar estudios y establecer mecanismos ten- 
dientes a estimular el desarrollo de la produc- 
ción, importación y comercialización conjunta 
de bienes declarados prioritarios por las Partes y 
que representen beneficios por economía de es- 
cala; 


- desarrollar mecanismos para mejorar la disponi- 
bilidad de materias primas y productos termina- 
dos, a precios accesibles para los dos países; 


- — desarrollar un sistema de información científico- 
técnico que permita mantener actualizado el co- 
nocimiento sobre la evolución y disponibilidad 
de tecnología de salud; 


- brindar apoyo y cooperación técnica recíproca 
mediante centros y recursos humanos especiali- 
zados en las diferentes áreas tecnológicas. 


3. Recursos Humanos, con especial atención a: 


- adiestrar y capacitar al personal en las diferentes 
categorías, según las prioridades y capacidades 
de las Partes mediante cursos académicos, cur- 
sos cortos, talleres, seminarios, pasantías y visi- 
tas de observación, en forma recíproca. 


ARTICULO II 


Las Partes acuerdan la creación de un Comité Con- 
junto de Coordinación, cuyo objetivo será la propuesta 
de las decisiones para hacer operativo el presente Con- 
venio. 


El Comité Conjunto se integrará con tres represen- 
tantes por cada Parte, los que serán designados por sus 
máximos Organismos de Salud, dentro del plazo de se- 
senta días a partir de la puesta en aplicación del presen- 
te Convenio. 


El Comité Conjunto de Coordinación sesionará en 
forma alternada en cada país por lo menos una vez al 
año pudiendo ser convocado en lapsos menores cuando 
las necesidades así lo requieran. Ambas Partes dispon- 
drán la creación de grupos técnicos de trabajo a efectos 
de desarrollar el Plan de Acción, según prioridades. 


Los Grupos de Trabajo Técnico se reunirán alterna- 
tivamente en cada uno de los países, por lo menos una 
vez al año. En los lapsos entre cada reunión, las comu- 
nicaciones se efectuarán a través de la Secretaría Ejecu- 
tiva Bilateral del Comité Conjunto Coordinador. 
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ARTICULO III 


Ambas Partes convendrán la forma en que organi- 
zaciones o instituciones de un tercer país u Organismos 
Internacionales o Regionales podrán intervenir con apor- 
tes en Programas, Proyectos u otras formas de coopera- 
ción previstas en el presente Convenio. 


Las Partes, de conformidad con sus respectivas le- 
gislaciones, podrán favorecer la participación de Orga- 
nismos o Entidades Estatales o Privadas de sus respec- 
tivos países en la ejecución en los Programas, Proyec- 
tos y otras formas de cooperación. 


ARTICULO IV 


El presente Convenio entrará en vigor a partir de la 
fecha en que las Partes se comuniquen el cumplimiento 
de sus respectivos requerimientos legales. La vigencia 
de este Convenio será de cinco años, prorrogándose 
automáticamente por períodos iguales. Las Partes po- 
drán denunciar el Convenio en cualquier momento, pero 
sus efectos sólo cesarán seis meses después de comuni- 
cada la referida denuncia. 


Hecho en Montevideo, Capital de la República 
Oriental del Uruguay, a los once días del mes de agosto 
de mil novecientos noventa y tres, en dos ejemplares 
originales, siendo ambos textos igualmente auténticos. 


(Lucen firmas) 


Por el Gobierno de la 
República del Paraguay” 


Por el Gobierno de la República 
Oriental del Uruguay 


SEÑOR PRESIDENTE. - Léase el proyecto. 
(Se lee) 


-En discusión general. 
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Léase el artículo único. 
(Se lee:) 


“ARTICULO UNICO. - Apruébase el Convenio de 
Cooperación en Materia de Salud entre el Gobierno de la 
República Oriental del Uruguay y el Gobierno de la Re- 
pública del Paraguay, suscrito el 11 de agosto de 1993”. 


-En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-27 en 27. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará a la 
Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado por 
ser igual al considerado) 


16) ACUERDO ENTRE LA REPUBLICA ORIENTAL 
DEL URUGUAY Y LA UNION ECONOMICA BEL- 
GO-LUXEMBURGUESA EN MATERIA DE PRO- 
MOCION Y PROTECCION RECIPROCA DE IN- 
VERSIONES Y SU PROTOCOLO 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se pasa a considerar el asunto 
que figura en octavo lugar del orden del día: “Proyecto de 
ley por el que se aprueba el Acuerdo entre la República y la 
Unión Económica Belgo-Luxemburguesa en materia de Pro- 
moción y Protección Recíproca de Inversiones y su Protoco- 
lo. (Carp. N* 235/95 - Rep. N* 442/97)”. 


(Antecedentes:) 


“Carp. N* 235/95 
Rep. N* 442/97 
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Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador 
Gargano. 


SEÑOR GARGANO. - Señor Presidente: simplemente que- 
ría manifestar que en el repartido están las razones beneficio- 
sas para ambas Partes en relación con la celebración de este 
Tratado de Cooperación en Materia de Salud. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar. 


(Se vota:) 
-27 en 27. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En discusión particular. 


La Cámara de Representantes, en sesión de hoy ha 
sancionado el siguiente 
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Artículo Unico. - Apruébanse el Acuerdo entre la 
República Oriental del Uruguay y la Unión Económica 
Belgo-Luxemburguesa en materia de Promoción y Pro- 
tección Recíproca de Inversiones, y su Protocolo, sus- 
critos en Bruselas el 4 de noviembre de 1991. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, 
en Montevideo, a 6 de diciembre de 1995. 


Guillermo Stirling 
Martín García Nin Presidente 
Secretario 
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Comisión de 
Asuntos Internacionales 


INFORME 


Al Senado: 


Vuestra Comisión aconseja la aprobación por el Se- 
nado de este Acuerdo, firmado entre la República y la 
Unión Económica Belgo-Luxemburguesa el 4 de no- 
viembre de 1991, que ya cuenta con la votación favora- 
ble de la Cámara de Representantes. 


El Mensaje oportunamente remitido por el Poder 
Ejecutivo aclara satisfactoriamente los alcances del Con- 
venio. 


Las definiciones de “inversores” (artículo 1%), de 
“inversiones” (artículo 2%) y de “rentas” (artículo 2”) 
son las habituales para este tipo de acuerdos. 


Igual comentario merece las disposiciones sobre ““ex- 
propiación” o “nacionalización” e “indemnizaciones” 
(artículos 4* y 7"), “libre transferencia de... haberes lí- 
quidos” (artículos 5% y 6) y sobre solución de contro- 
versias tanto en lo que tiene que ver con las surgidas 
entre las Partes Contratantes (artículo 10) como con las 
planteadas entre una Parte Contratante y un inversor de 
una de las Partes Contratantes (artículo 11). 


En cambio resulta novedosa, aunque compartida por 
esta Comisión, la norma por la cual este Acuerdo “se 
aplica a las inversiones realizadas aun antes de su en- 
trada en vigor en el territorio de cada una de las 
Partes Contratantes por inversores de la otra Parte 
Contratante” (artículo 2.3.). 


Como consecuencia de lo expuesto en el párrafo 
anterior, las inversiones y los inversores comprendidos 
en otros tratados suscritos por el Uruguay, en los que 
figura incluida la cláusula “de la nación más favoreci- 
da”, podrían gozar de este mismo beneficio. 


Sala de la Comisión, 17 de julio de 1997. 


Américo Ricaldoni (Miembro Informante), Al- 
berto Couriel (Discorde), Carlos M. Garat, 
Reinaldo Gargano (Discorde). Senadores. 


PODER EJECUTIVO 
Ministerio de Relaciones Exteriores 
Ministerio de Economía y Finanzas 


Montevideo, 253 de abril de 1995. 


Señor Presidente de la Asamblea General 
Doctor Hugo Batalla: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
Cuerpo a fin de reiterar el Mensaje de fecha 7 de se- 
tiembre de 1992, que se transcribe, por el que se solici- 
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ta la aprobación parlamentaria del Acuerdo entre la Re- 
pública Oriental del Uruguay y la Unión Económica 
Belgo-Luxemburgesa en Materia de Promoción y Pro- 
tección Recíproca de Inversiones y su Protocolo, sus- 
crito el 4 de noviembre de 1991, al permanecer vigen- 
tes para los intereses de la República los fundamentos 
que en su oportunidad ameritaron su envío: 


“El Poder Ejecutivo tiene el honor de remitir a la 
consideración de ese Alto Cuerpo, de conformidad con 
lo dispuesto en los artículos 168, numeral 20 y 85, nu- 
meral 7 de la Constitución de la República, el Acuerdo 
ente la República Oriental del Uruguay y la Unión Eco- 
nómica Belgo-Luxemburguesa en materia de Promoción 
y Protección Recíproca de Inversiones, y su Protocolo, 
suscriptos en Bruselas el 4 de noviembre de 1991. 


El Acuerdo propende a reforzar la cooperación eco- 
nómica creando condiciones favorables a la realización 
de inversiones por los inversores de una de las Partes 
Contratantes en el territorio de la otra Parte Contratan- 
te, y toma en cuenta la influencia benéfica que podrá 
ejercer para mejorar los contactos comerciales entre los 
dos países, así como el fortalecimiento de la confianza 
en el campo de las inversiones. 


En el artículo 1* se precisa el significado que en el 
Tratado tendrán los términos “inversores”, “inversio- 
nes” y “rentas”. 


El artículo 2” establece que cada una de las Partes 
promoverá las inversiones de la otra Parte Contratante 
y que las disposiciones del Acuerdo se aplicarán a las 
inversiones realizadas aun antes de su entrada en vigor 
en el territorio de ambos países, pero no se aplicarán a 
los diferendos surgidos antes de su entrada en vigor. 


En el artículo 3” se asegura un tratamiento justo y 
equitativo a todas las inversiones, existentes y futuras, 
efectuadas por inversores de una de las Partes Contra- 
tantes en el territorio de la otra; se excluye toda medida 
injustificada o discriminatoria que pudiera obstaculizar 
su gestión, mantenimiento, utilización, goce o liquida- 
ción y se establece que el tratamiento y protección se- 
rán por lo menos iguales a los que gozan los inversores 
de un tercer Estado, salvo: 


a) que ese tercer Estado participe o esté asociado a 
una zona de libre comercio, unión aduanera, mercado 
común, o cualquier otra forma de organización econó- 
mica internacional; o 


b) que preexista una convención tendiente a evitar 
la doble imposición tributaria o cualquier otra conven- 
ción en materia de impuestos. 


El artículo 4” establece el compromiso de cada una 
de las Partes de no tomar medidas de expropiación, de 
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nacionalización, o de similar respecto a las inversiones 
en su territorio pertenecientes a inversores de la otra 
Parte Contratante. 


Asimismo se estipula la necesidad del cumplimiento 
de determinadas condiciones en caso de que imperati- 
vos de utilidad pública o de interés nacional justifiquen 
un apartamiento de lo dispuesto, al tiempo que se fijan 
los mecanismos a través de los cuales se podrán con- 
cretar indemnizaciones, compensaciones u otros resar- 
cimientos, así como la forma de calcular los mismos. 


Se asegura para estos casos que cada Parte gozará 
de un tratamiento al menos igual al que otorga en su 
territorio a los inversores de la nación más favorecida, 
y que este tratamiento no será en ningún caso menos 
favorable que el reconocido por el Derecho Internacio- 
nal. 


En el artículo 5” se acuerda que los inversores ten- 
drán la libre transferencia de sus haberes líquidos y 
particularmente: 


a) de la renta de las inversiones, incluidos los bene- 
ficios, intereses, ganancias de capital, dividendos, rega- 
lías; 


b) de las sumas necesarias para el reembolso de 
préstamos regularmente contratados; 


c) del producto de los cobros de créditos, de la li- 
quidación total o parcial de las inversiones, incluyendo 
las plusvalías o incrementos del capital invertido; 


d) de las indemnizaciones pagadas en ejecución del 
artículo 4%; 


e) de las regalías y otros pagos derivados de los 
derechos de licencia y de asistencia comercial, admi- 
nistrativa O técnica. 


Del mismo modo los nacionales de cada una de las 
Partes Contratantes autorizados a trabajar respecto de 
una inversión realizada en el territorio de la otra Parte 
Contratante, están igualmente autorizados a transferir a 
su país de origen una cuota apropiada de su remunera- 
ción. Se asegura la ejecución sin demora de las transfe- 
rencias y, ello, sin otros gravámenes más que las tasas 
y gastos usuales. 


Se establece asimismo que las garantías previstas en 
el artículo 5* serán al menos iguales a las acordadas en 
casos análogos a los inversores de la nación más favo- 
recida. 


En el artículo 6* se dispone que todas las transferen- 
cias antes mencionadas que se efectúen, se realizarán a 
las tasas de cambio aplicables a la fecha de éstas y en 
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virtud de la reglamentación en vigor en el Estado en 
cuyo territorio ha sido efectuada la inversión. Las tasas 
no serán en ningún caso menos favorables que las acor- 
dadas a los inversores de la nación más favorecida, 
particularmente en virtud de compromisos específicos, 
previstos en acuerdos o arreglos cualesquiera, conclui- 
dos en materia de protección de inversiones. 


El artículo 7” se refiere a las indemnizaciones que 
se paguen en virtud de garantías dadas, así como a la 
posibilidad de subrogación por parte del asegurador. 


El artículo 8% establece que cuando una cuestión 
relativa a las inversiones es regulada a la vez por el 
Acuerdo y por la legislación nacional de una de las 
Partes Contratantes, o por convenciones internacionales 
suscriptas a la fecha del presente Acuerdo o ulterior- 
mente por las Partes Contratantes, los inversores de la 
otra Parte Contratante pueden invocar las disposiciones 
que les sean más favorables. 


Los artículos 9” y 10 establecen los mecanismos a 
seguir en caso de existir inversiones que hayan sido 
objeto de un acuerdo particular y si se tratara de dife- 
rendos que surjan entre las Partes Contratantes en rela- 
ción a la interpretación o a la aplicación del Acuerdo 
los que se resolverán por vía diplomática, o en su de- 
fecto serán sometidos a una comisión mixta o si ésta no 
pudiese resolverlos, a un tribunal arbitral. 


El artículo 11 por su parte regula el procedimiento a 
seguir en caso de diferendo relativo a las inversiones 
entre un inversor de una de las Partes y la otra Parte, el 
cual será resuelto, en la medida de lo posible, por con- 
sultas amistosas, o en su ausencia por medio de un 
arreglo directo entre las Partes involucradas, o en su 
defecto, a pedido de una de las Partes, por medio de la 
jurisdicción administrativa o judicial competente de la 
Parte Contratante en cuyo territorio se realizó la inver- 
sión. Si el vencimiento del plazo de dieciocho meses a 
partir de la notificación del acto introductorio del pro- 
cedimiento ante la jurisdicción antes mencionada, ésta 
no se ha pronunciado definitivamente sobre el diferen- 
do, o si la sentencia dictada en ocasión del diferendo no 
se ajusta a las disposiciones del presente Acuerdo, o a 
las normas del Derecho Internacional generalmente acep- 
tadas, el diferendo podrá ser sometido al arbitraje inter- 
nacional. Se dispone a estos efectos que cada Parte Con- 
tratante da su consentimiento anticipado e irrevocable a 
que todo diferendo sea sometido a dicho arbitraje. 


Por su parte, el inciso quinto del artículo 11 da la 
opción al inversor, en caso de recurrir al arbitraje inter- 
nacional, a elegir el organismo de arbitraje, que podrá 
ser el Centro Internacional de Arreglos de Diferencias 
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Relativas a Inversiones (CIADI) o bien un tribunal de 
arbitraje ad-hoc. 


Además el inciso octavo de este artículo prevé ex- 
presamente que las sentencias arbitrales serán definiti- 
vas y Obligatorias para las Partes involucradas en el 
diferendo y que cada Parte Contratante se compromete- 
rá a ejecutar las sentencias de conformidad con su le- 
gislación. 


Por último está previsto que ninguna de las dos Par- 
tes Contratantes podrá presentar una reclamación inter- 
nacional relativa a un diferendo de uno de sus inverso- 
res, excepto si la otra Parte Contratante no ejecuta o no 
acepta la sentencia dictada, al final del procedimiento 
de arbitraje. 


El artículo 12 establece que para todas las cuestio- 
nes relativas al tratamiento de las inversiones, los in- 
versores de cada una de las Partes Contratantes goza- 
rán, en el territorio de la otra Parte, del tratamiento de 
la nación más favorecida. 


El artículo 13 fija el momento de entrada en vigor 
-un mes después de que se haya producido el intercam- 
bio de los respectivos instrumentos de ratificación- así 
como la duración del Acuerdo: 10 años, pudiendo ser 
renovado por reconducción tácita por períodos sucesi- 
vos de 10 años. El Acuerdo podrá ser denunciado por 
escrito con un preaviso de 6 meses. Para el caso de las 
inversiones efectuadas con anterioridad a la fecha de 
finalización se prevé que quedarán sujetas al mismo 
por un período de 10 años a partir de dicha fecha. 


El Acuerdo consta además de un Protocolo de tan 
solo dos numerales. En el primero se especifica, en 
relación al artículo 1, parágrafo 1, inciso a) que el Acuer- 
do no se aplica a las inversiones realizadas por las per- 
sonas físicas nacionales de la República Oriental del 
Uruguay o de Bélgica y del Gran Ducado de Luxem- 
burgo, excepto si a la fecha de la inversión estas perso- 
nas están domiciliadas fuera del territorio de la Parte 
Contratante donde la inversión ha sido realizada. 


En el segundo numeral y en relación al parágrafo 2 
se expresa que por inversiones indirectas se entenderán 
principalmente las inversiones realizadas por los inver- 
sores de una de las Partes Contratantes en el territorio 
de la otra Parte Contratante, por intermedio de una so- 
ciedad de un tercer Estado, y que a fin de ampararse en 
las disposiciones del presente Acuerdo, dichos inverso- 
res podrán ser convocados a establecer la prueba de sus 
inversiones. 


En función de las importantes y favorables repercu- 
siones que este Acuerdo tendrá para nuestro país, en lo 
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que a generar corrientes de inversión se refiere y de los 
consiguientes beneficios que la República puede obte- 
ner de ello, es que se solicita la rápida aprobación del 
presente Convenio. 


El Poder Ejecutivo reitera al señor Presidente de la 
Asamblea General las seguridades de su más alta consi- 
deración”. 


El Poder Ejecutivo reitera al señor Presidente de la 
Asamblea General las seguridades de su más alta consi- 
deración. 


Julio María Sanguinetti PRESIDENTE DE LA 
REPUBLICA), Alvaro Ramos, Luis A. Mosca. 


PROYECTO DE LEY 


Artículo Unico. - Apruébase el Acuerdo entre la 
República Oriental del Uruguay y la Unión Económica 
Belgo-Luxemburguesa en materia de Promoción y Pro- 
tección Recíprocas de Inversiones, y su Protocolo, sus- 
critos en Bruselas el 4 de noviembre de 1991. 


Montevideo, 25 de abril de 1995. 
Alvaro Ramos, Luis A. Mosca. 


ACUERDO ENTRE 
LA REPUBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY 
Y LA UNION ECONOMICA 
BELGO-LUXEMBURGUESA EN 
MATERIA DE PROMOCION Y PROTECCION 
RECIPROCAS DE INVERSIONES 


EL GOBIERNO DE LA REPUBLICA ORIENTAL 
DEL URUGUAY, 


Y 


EL GOBIERNO DEL REINO DE BELGICA, 

actuando tanto en su nombre como en el del Go- 
bierno del Gran Ducado de Luxemburgo, en virtud de 
acuerdos existentes. 


DESEOSOS de reforzar la cooperación económica 
creando condiciones favorables a la realización de in- 
versiones por los inversores de una de las Partes Con- 
tratantes en el territorio de la otra Parte Contratante, 


CONSIDERANDO la influencia benéfica que podrá 
ejercer este Acuerdo para mejorar los contactos comer- 
ciales y reforzar la confianza en el campo de las inver- 
siones, 
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ACUERDAN LO SIGUIENTE: 
ARTICULO 1? 
1. El término “inversores” designa: 


a) toda persona física que, según la legislación uru- 
guaya, belga o luxemburguesa es considerada 
como ciudadano de la República Oriental del 
Uruguay, del Reino de Bélgica o del Gran Duca- 
do de Luxemburgo respectivamente; 


b) toda persona moral constituida conforme a la le- 
gislación uruguaya, belga o luxemburguesa y que 
tenga su domicilio social en el territorio de la 
República Oriental del Uruguay, del Reino de 
Bélgica o del Gran Ducado de Luxemburgo res- 
pectivamente. 


2. El término “inversiones” designa a cualquier acti- 
vo y todo aporte en efectivo, en especie o en servicios, 
invertido o reinvertido directa o indirectamente en cual- 
quier sector de la actividad económica. 


Son consideradas especialmente, pero no exclusiva- 
mente, como inversiones en el sentido del presente 
Acuerdo: 


a) la propiedad de bienes muebles e inmuebles así 
como cualquier otro derecho real tal como hipo- 
tecas, privilegios, prendas, usufructo y derechos 
análogos; 


b) las acciones, partes sociales y cualquier otra for- 
ma de participación aún minoritarias o indirec- 
tas, en las sociedades constituidas en el territorio 
de una de las Partes Contratantes; 


c) las obligaciones, créditos y derechos a cualquier 
prestación que tenga valor económico; 


d) los derechos de autor, los derechos de propiedad 
industrial (tales como patentes de invención, li- 
cencias, marcas registradas, modelos y maquetas 
industriales), los procedimientos técnicos, el 
“know-how”, los nombres comerciales y los fon- 
dos de comercio; 


e) las concesiones de derecho público o contrac- 
tuales, particularmente las relativas a la prospec- 
ción, el cultivo, la extracción o la explotación de 
recursos naturales. 


Ninguna modificación de la forma jurídica en la 
cual los haberes y capitales han sido invertidos o rein- 
vertidos afecta su calidad de inversiones en el sentido 
del presente Acuerdo. 
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3. El término “rentas” designa las sumas producidas 
por una inversión y especialmente, pero no exclusiva- 
mente, los beneficios, intereses, incrementos de capital, 
dividendos, regalías o indemnizaciones. 


ARTICULO 2* 


1. Cada una de las Partes Contratantes promoverá 
las inversiones de los inversores de la otra Parte Con- 
tratante y admitirá en su territorio estas inversiones de 
acuerdo a su legislación. 


2. En particular, cada Parte Contratante autorizará la 
conclusión y ejecución de contratos de licencia y de 
convenios de asistencia comercial, administrativa o téc- 
nica, en tanto que estas actividades guarden relación 
con las inversiones. 


3. El presente Acuerdo se aplica a las inversiones 
realizadas aún antes de su entrada en vigor en el territo- 
rio de cada una de las Partes Contratantes por inverso- 
res de la otra Parte Contratante. No se aplica a los dife- 
rendos surgidos antes de su entrada en vigor. 


ARTICULO 3? 


1. Todas las inversiones, existentes y futuras, efec- 
tuadas por inversores de una de las Partes Contratantes, 
gozan, en el territorio de la otra Parte Contratante, de 
un tratamiento justo y equitativo. 


2. Bajo reserva de las medidas necesarias para el 
mantenimiento del orden público, estas inversiones go- 
zan de una seguridad y de una protección constantes, 
excluyendo toda medida injustificada o discriminatoria 
que pudiera obstaculizar, de alguna manera, su gestión, 
mantenimiento, utilización, goce o liquidación. 


3. El tratamiento y la protección definidos en los 
parágrafos 1 y 2 son por lo menos iguales a los que 
gozan los inversores de un tercer Estado y no son, en 
ningún caso, menos favorables que los reconocidos por 
el Derecho Internacional. 


4. Sin embargo, este tratamiento y esta protección 
no se extienden a los privilegios que una Parte Contra- 
tante acuerde a los inversores de un tercer Estado, en 
virtud: 


a) de su participación o de su asociación a una zona 
de libre comercio, unión aduanera, mercado co- 
mún o cualquier otra forma de organización eco- 
nómica internacional; 


b) de una convención tendiente a evitar la doble 
imposición tributaria o de cualquier otra con- 
vención en materia de impuestos. 
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ARTICULO 4* 


1. Cada una de las Partes Contratantes se compro- 
mete a no tomar, directa o indirectamente, ninguna me- 
dida de expropiación o de nacionalización, ni ninguna 
otra medida que tenga un efecto similar respecto a las 
inversiones en su territorio pertenecientes a inversores 
de la otra Parte Contratante. 


2. Si imperativos de utilidad pública o de interés 
nacional justifican un apartamiento de lo dispuesto en 
el parágrafo 1, las siguientes condiciones deberán ser 
cumplidas: 


a) las medidas serán tomadas según un procedimien- 
to legal; 


b) no serán discriminatorias; 


c) se ajustarán a disposiciones que prevean el pago 
de una indemnización adecuada y efectiva. 


3. El monto de las indemnizaciones corresponderá 
al valor real de las inversiones referidas en la víspera 
del día en que las medidas han sido tomadas o han sido 
hechas públicas. 


Las indemnizaciones serán abonadas en la moneda 
del Estado al que pertenece el inversor o en cualquier 
otra moneda libremente convertible. Devengarán inte- 
rés según la tasa del mercado de la divisa utilizada 
desde la fecha de su fijación hasta la de su pago. Serán 
pagadas sin demora y libremente transferibles, cualquiera 
sea el lugar de la residencia o domicilio social del titu- 
lar del derecho. 


4. Los inversores de una de las Partes Contratantes 
cuyas inversiones hubieran sufrido daños debido a una 
guerra o a cualquier otro conflicto armado, revolución, 
estado de emergencia nacional o revuelta acaecida en el 
territorio de la otra Parte Contratante, recibirán de parte 
de esta última, un tratamiento al menos igual al acorda- 
do a los inversores de la nación más favorecida en lo 
que respecta a las restituciones, indemnizaciones, com- 
pensaciones u otros resarcimientos. 


5. Para las materias reguladas por el presente artícu- 
lo, cada Parte Contratante acordará a los inversores de 
la otra Parte un tratamiento al menos igual al que otor- 
ga en su territorio a los inversores de la nación más 
favorecida. Este tratamiento no será en ningún caso me- 
nos favorable que el reconocido por el Derecho Inter- 
nacional. 


ARTICULO 5* 


1. Cada Parte Contratante, en cuyo territorio se han 
efectuado inversiones por inversores de la otra Parte 
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Contratante, acuerda a estos inversores la libre transfe- 
rencia de sus haberes líquidos y particularmente: 


a) de la renta de las inversiones, incluidos los be- 
neficios, intereses, ganancias de capital, dividen- 
dos, regalías; 


b) de las sumas necesarias para el reembolso de 
préstamos regularmente contratados; 


c) del producto de los cobros de créditos, de la 
liquidación total o parcial de las inversiones, in- 
cluyendo las plusvalías o incrementos del capital 
invertido; 


d) de las indemnizaciones pagadas en ejecución del 
artículo 4"; 


e) de las regalías y otros pagos derivados de los 
derechos de licencia y de asistencia comercial, 
administrativa o técnica. 


2. Los nacionales de cada una de las Partes Contra- 
tantes autorizados a trabajar respecto de una inversión 
realizada en el territorio de la otra Parte Contratante, 
están igualmente autorizados a transferir a su país de 
origen una cuota apropiada de su remuneración. 


3. Cada una de las Partes Contratantes concederá las 
autorizaciones necesarias para asegurar sin demora la 
ejecución de las transferencias y, ello, sin otros gravá- 
menes que las tasas y gastos usuales. 


Las garantías previstas por el presente artículo son 
al menos iguales a las acordadas en casos análogos a 
los inversores de la nación más favorecida. 


ARTICULO 6” 


1. Las transferencias consideradas en los artículos 
4? y 5” del presente Acuerdo se realizarán a las tasas de 
cambio aplicables a la fecha de éstas y en virtud de la 
reglamentación de cambios en vigor en el Estado en 
cuyo territorio ha sido efectuada la inversión. 


2. Estas tasas no serán en ningún caso menos favo- 
rables que las acordadas a los inversores de la nación 
más favorecida, particularmente en virtud de compro- 
misos específicos, previstos en acuerdos o arreglos cua- 
lesquiera concluidos en materia de protección de inver- 
siones. 


3. En todos los casos, las tasas aplicadas serán jus- 
tas y equitativas. 


ARTICULO 7* 


1. Si una de las Partes Contratantes o un organismo 
público de ésta paga indemnizaciones a sus propios in- 
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versores en virtud de una garantía dada a una inversión, 
la otra Parte Contratante acepta que los derechos de los 
inversores indemnizados han sido transferidos a la Par- 
te Contratante o al organismo público referido, en su 
calidad de asegurador. 


2. Del mismo modo que los inversores, y dentro de 
los límites de los derechos así transferidos, el asegura- 
dor puede, por vía de subrogación, ejercer los derechos 
de dichos inversores y hacer valer las pretensiones co- 
rrespondientes. 


La subrogación de derechos se extiende igualmente 
a los derechos a la transferencia y al arbitraje conside- 
rados en los artículos 5* y 11. 


Estos derechos pueden ser ejercidos por el asegura- 
dor dentro de los límites de la cuota de riesgo cubierta 
por el contrato de garantía, y por el inversor beneficia- 
rio de la garantía, dentro de los límites de la cuota de 
riesgo no cubierta por el contrato. 


3. En lo que respecta a los derechos transferidos, la 
otra Parte Contratante puede hacer valer respecto al 
asegurador, subrogado en los derechos de los inverso- 
res indemnizados, las obligaciones que incumben legal 
o contractualmente a estos últimos. 


ARTICULO 8* 


Cuando una cuestión relativa a las inversiones es 
regulada a la vez por el presente Acuerdo y por la 
legislación nacional de una de las Partes Contratantes o 
por convenciones internacionales suscriptas a la fecha 
del presente Acuerdo o ulteriormente por las Partes Con- 
tratantes, los inversores de la otra Parte Contratante pue- 
den invocar las disposiciones que les sean más favora- 
bles. 


ARTICULO 9* 


1. Las inversiones que hayan sido objeto de un acuer- 
do particular entre una de las Partes Contratantes y los 
inversores de la otra Parte se regirán por las disposicio- 
nes del presente Acuerdo y por las de ese acuerdo parti- 
cular. 


2. Cada una de las Partes Contratantes asegurará en 
todo momento el respeto de los compromisos asumidos 
respecto a los inversores de la otra Parte Contratante. 


ARTICULO 10 


1. Todo diferendo que surja entre las Partes Contra- 
tantes en relación a la interpretación o a la aplicación 
del presente Acuerdo debe ser resuelto, en lo posible, 
por vía diplomática. 
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2. A falta de resolución por vía diplomática, el dife- 
rendo será sometido a una comisión mixta, compuesta 
por representantes de las dos Partes, la cual se reunirá a 
solicitud de la Parte más diligente y sin demora injusti- 
ficada. 


3. Si la comisión mixta no puede resolver el dife- 
rendo, este será sometido, a pedido de una u otra de las 
Partes Contratantes, a un tribunal arbitral constituido, 
para cada caso particular, del modo siguiente: 


Cada Parte Contratante designará un árbitro en un 
plazo de 3 meses a partir de la fecha en la que una de 
las Partes Contratantes ha hecho saber a la otra su in- 
tención de someter el diferendo al arbitraje. En los dos 
meses siguientes a su designación, los dos árbitros de- 
signarán de común acuerdo a un nacional de un tercer 
Estado como Presidente del tribunal arbitral. 


Si estos plazos no han sido observados, una u otra 
de las Partes Contratantes invitará al Presidente de la 
Corte Internacional de Justicia para proceder a la nomi- 
nación del o de los árbitros no designados. 


Si el Presidente de la Corte Internacional de Justicia 
es nacional de una u otra de las Partes Contratantes o 
de un tercer Estado con el cual una u otra de las Partes 
Contratantes no mantiene relaciones diplomáticas o si, 
por otra razón, está impedido de ejercer esta función, el 
Vice-Presidente de la Corte Internacional de Justicia 
será invitado a proceder a esta nominación. 


4. El tribunal arbitral así constituido fijará sus pro- 
pias reglas de procedimiento. Sus decisiones serán to- 
madas por mayoría de votos y serán definitivas y obli- 
gatorias para las Partes Contratantes. 


5. Cada Parte Contratante se hará cargo de los gas- 
tos emergentes de la designación de su árbitro. El des- 
embolso inherente a la designación del tercer árbitro y 
los gastos de funcionamiento del tribunal estarán a car- 
go de las Partes Contratantes, por partes iguales. 


ARTICULO 11 


1. Todo diferendo relativo a las inversiones, entre 
un inversor de una de las Partes Contratantes y la otra 
Parte Contratante, será objeto de una notificación escri- 
ta, acompañada de un Memorandum suficientemente 
detallado, realizado por la Parte más diligente. En la 
medida de lo posible, este diferendo será resuelto por 
consultas amistosas entre las Partes involucradas en el 
diferendo. 


2. En ausencia de solución amistosa por medio de 
un arreglo directo entre las Partes involucradas en el 
diferendo dentro de los seis meses a partir de su notifi- 
cación, el diferendo podrá ser sometido, a pedido de 
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una de las Partes, a la jurisdicción administrativa o ju- 
dicial competente de la Parte Contratante en cuyo terri- 
torio se realizó la inversión. 


3. Si al vencimiento del plazo de dieciocho meses a 
partir de la notificación del acto introductorio del pro- 
cedimiento ante la jurisdicción antes mencionada, ésta 
no se ha pronunciado definitivamente sobre el diferen- 
do, o si la sentencia dictada en ocasión del diferendo no 
se ajusta a las disposiciones del presente Acuerdo o a 
las normas de Derecho Internacional generalmente acep- 
tadas, el diferendo podrá ser sometido al arbitraje inter- 
nacional. 


A este efecto, cada Parte Contratante da, en los tér- 
minos del presente artículo, su consentimiento anticipa- 
do e irrevocable a que todo diferendo sea sometido a 
dicho arbitraje. 


4. A partir de la aplicación de uno de los procedi- 
mientos de arbitraje, cada una de las Partes en el dife- 
rendo tomará todas las medidas requeridas con miras a 
su desistimiento de la instancia judicial eventualmente 
en Curso. 


5. En caso de recurrir al arbitraje internacional, el 
diferendo podrá ser llevado ante uno de los organismos 
de arbitraje, a elección del inversor, designados a conti- 
nuación: 


- al Centro Internacional de Arreglo de Diferen- 
cias Relativas a Inversiones (C.I.A.D.I.), creado 
por la “Convención sobre el arreglo de diferen- 
cias relativas a inversiones entre Estados y na- 
cionales de otros Estados”, abierta a la firma en 
Washington, el 18 de marzo de 1965, una vez 
que cada Estado parte del presente Acuerdo, se 
haya adherido a ésta. 


En tanto que esta condición no sea cumplida, 
cada una de las Partes Contratantes, acepta que 
el diferendo sea sometido al arbitraje según las 
normas del Mecanismo complementario del 
C.LA.D.L; 


- un tribunal de arbitraje ad hoc, establecido se- 
gún las normas de arbitraje de la Comisión de 
las Naciones Unidas para el Derecho Mercantil 
Internacional (C.N.U.D.M.I.) 


6. Ninguna de las Partes Contratantes, involucrada 
en el diferendo, habrá de plantear objeciones, en ningu- 
na etapa del procedimiento ni de la ejecución de una 
sentencia de arbitraje, por el hecho de que el inversor, 
contraparte en el diferendo, hubiera percibido una in- 
demnización cubriendo todo o parte de sus pérdidas en 
ejecución de una póliza de seguros o de la garantía 
prevista en el artículo 7* del presente Acuerdo. 


7. El organismo de arbitraje se pronunciará sobre la 
base del Derecho de la Parte Contratante que es parte 
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en el diferendo, incluyendo las normas relativas a los 
conflictos de leyes, las disposiciones del presente Acuer- 
do, los términos de los eventuales acuerdos particulares 
que hubieran sido concluidos en relación a la inversión 
así como los principios de Derecho Internacional en la 
materia. 


8. Las sentencias arbitrales serán definitivas y obli- 
gatorias para las partes involucradas en el diferendo. 
Cada Parte Contratante se comprometerá a ejecutar las 
sentencias de conformidad con su legislación. 


9. Ninguna de las dos Partes Contratantes podrá pre- 
sentar una reclamación internacional relativa a un dife- 
rendo de uno de sus inversores salvo si, al final del 
procedimiento de arbitraje previsto por el presente ar- 
tículo, la otra Parte Contratante no ejecuta o no acepta 
a la sentencia dictada en ocasión del diferendo. 


ARTICULO 12 


Para todas las cuestiones relativas al tratamiento de 
las inversiones, los inversores de cada una de las Partes 
Contratantes gozarán, en el territorio de la otra Parte, 
del tratamiento de la nación más favorecida. 


ARTICULO 13 


1. El presente Acuerdo entrará en vigor transcurrido 
un mes de la fecha en que las Partes Contratantes hayan 
intercambiado los respectivos instrumentos de ratifica- 
ción. Permanecerá en vigor por un período de diez años. 


Será luego renovado por reconducción tácita por pe- 
ríodos sucesivos de diez años. 


Cada Parte Contratante tendrá, en todo momento, el 
derecho a denunciarlo por escrito con un preaviso de 
seis meses antes de la finalización del período de vali- 
dez en curso. 


2. Las inversiones efectuadas con anterioridad a la 
fecha de finalización del presente Acuerdo quedarán 
sujetas al mismo por un período de diez años a partir de 
dicha fecha. 


EN FE DE LO CUAL, los representantes abajo fir- 
mantes, debidamente autorizados por sus Gobiernos res- 
pectivos, suscriben el presente Acuerdo. 


HECHO en Bruselas, a los 4 días del mes de no- 
viembre de 1991, en dos ejemplares originales, cada 
uno en idioma español, francés y neerlandés, siendo los 
tres textos igualmente válidos. 


POR EL GOBIERNO DE LA POR LA UNION ECONOMICA 
REPUBLICA ORIENTAL DEL. BELGO-LUXEMBURGUESA: 
URUGUAY: 


Héctor Gros Espiell Mark Eyskens 
Ministro de Relaciones Ministro de Asuntos 
Exteriores Exteriores 
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PROTOCOLO AL ACUERDO ENTRE LA 
REPUBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY Y 
LA UNION ECONOMICA 
BELGO-LUXEMBURGUESA 
EN MATERIA DE 
PROMOCION Y PROTECCION 
RECIPROCA DE INVERSIONES 


En ocasión de la firma del Acuerdo entre la Repú- 
blica Oriental del Uruguay y la Unión Económica Bel- 
go-Luxemburguesa en materia de promoción y protec- 
ción recíprocas de inversiones, los plenipotenciarios, 
debidamente autorizados por las Partes Contratantes, 
convienen en las disposiciones siguientes que forman 
parte del Acuerdo; 


1. Ad. artículo 1 -parágrafo 1- inciso a) 


El Acuerdo no se aplica a las inversiones realizadas 
por las personas físicas nacionales de la República Orien- 
tal del Uruguay o de Bélgica y del Gran Ducado de 
Luxemburgo, excepto si a la fecha de la inversión estas 
personas están domiciliadas fuera del territorio de la 
Parte Contratante donde la inversión ha sido realizada. 


2. Ad. artículo 1 - parágrafo 2 


Por inversiones indirectas, habrá de entenderse prin- 
cipalmente las inversiones realizadas por los inversores 
de una de las Partes Contratantes en el territorio de otra 
Parte Contratante, por intermedio de una sociedad de 
un tercer Estado. 


A fin de ampararse a las disposiciones del presente 
Acuerdo, dichos inversores podrán ser convocados a 
establecer la prueba de sus inversiones. 


Hecho en Bruselas, a los 4 días del mes de noviem- 
bre de 1991 en dos ejemplares originales, cada uno en 
idioma español, francés y neerlandés, siendo los tres 
textos igualmente válidos. 


POR EL GOBIERNO DE LA POR LA UNION ECONOMICA 
REPUBLICA ORIENTAL DEL. BELGO-LUXEMBURGUESA: 
URUGUAY: 


Héctor Gros Espiell Mark Eyskens 
Ministro de Relaciones Ministro de Asuntos 
Exteriores Exteriores” 


SEÑOR PRESIDENTE. - Léase el proyecto. 
(Se lee) 

-En discusión general. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 
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-16 en 26. Afirmativa. 
En discusión particular. 
Léase el artículo único. 
(Se lee:) 


“ARTICULO UNICO. - Apruébase el Acuerdo en- 
tre la República Oriental del Uruguay y la Unión Eco- 
nómica Belgo-Luxemburguesa en materia de Promo- 
ción y Protección Recíprocas de Inversiones, y su Pro- 
tocolo, suscritos en Bruselas el 4 de noviembre de 1991”. 


-En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-17 en 27. Afirmativa. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará al 
Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado por 
ser igual al considerado) 


17) JUAN H. GRIECO-CELIA E. CATTALURDA DE 
GRIECO 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se pasa a considerar el asunto 
que figura en tercer término del orden del día: “Proyecto de 
ley por el que se designa con el nombre de “Juan H. Grieco - 
Celia E. Cattalurda de Grieco” la Escuela de Música N* 90, de 
la ciudad de San Carlos, departamento de Maldonado. (Carp. 
N* 749/97 - Rep. N* 429/97)”. 


(Antecedentes:) 


“Carp. N* 749/97 
Rep. N* 429/97 
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La Cámara de Representantes, en sesión de hoy, ha 
sancionado el siguiente 


PROYECTO DE LEY 


Artículo Unico. - Desígnase con el nombre “Juan 
H. Grieco - Celia E. Cattalurda de Grieco” la Escuela 
de Música N* 90 de la ciudad de San Carlos, departa- 
mento de Maldonado, dependiente del Consejo de Edu- 
cación Primaria (Administración Nacional de Educa- 
ción Pública). 


Carlos Baráibar 
Martín García Nin Presidente 
Secretario” 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Léase el proyecto. 
(Se lee) 
-En discusión general. 


Tiene la palabra la Miembro Informante, señora Senadora 
Dalmás. 


SEÑORA DALMAS. - En este caso, se trata de la denomi- 
nación de una Escuela Integral de Música de San Carlos, la 
que llevaría el nombre de dos ciudadanos ilustres de esta ciu- 
dad. Me refiero a Juan Humberto Grieco y Celia Elena Catta- 
lurda de Grieco, el primero de ellos, un destacado pianista y 
comerciante de esa ciudad, que falleciera el 2 de agosto de 
1955, y la segunda, maestra del departamento de Maldonado, 
fallecida el 6 de julio de 1984, ambos fundadores de una fami- 
lia a la que alentaron en el quehacer musical y creadores de 
este Centro docente conocido como Escuela Integral de Músi- 
ca. Los fines de dicho Centro fueron los de proporcionar al 
niño una educación musical más ambiciosa que sólo enseñar a 
tocar un instrumento. Dicha Escuela fue oficializada en mayo 
de 1989 y actualmente es la Escuela de Música N* 90. 


En la población de San Carlos existe consenso generaliza- 
do en cuanto a la nominación de esta Escuela, que llevaría el 
nombre de estos dos ilustres ciudadanos que, como dije, fue- 
ron sus creadores. Por su parte, la Comisión de Educación y 
Cultura recomienda la aprobación de este proyecto de ley. 


SEÑOR SANABRIA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SANABRIA. - Señor Presidente: comparto en to- 
dos sus términos el informe de la señora Senadora Dalmás; 
como carolino, como hombre nacido, criado y que vive en la 
ciudad de San Carlos, adhiero a este justo homenaje a una 
familia que no sólo en el área docente, sino también en lo 
comercial, social, deportivo y en lo que significa para la histo- 
ria de San Carlos en estos cien últimos años, ha sido punto 
obligado de reunión por la Confitería Grieco, que aún perma- 
nece abierta. 


Precisamente, la Escuela que nos ocupa -que es la única 
Escuela de Música en el departamento de Maldonado- se en- 
cuentra en una de las propiedades de esta familia, por lo que 
con esto estaríamos rindiendo un merecido homenaje a gente 
muy vinculada con el quehacer de la sociedad carolina, pero 
también a lo que significa la expresión de una sociedad que ha 
permitido el crecimiento intelectual y social en un departa- 
mento que ha crecido mucho y que fundamentalmente mira 
hacia el turismo. En las raíces carolinas se mantienen estas 
supervivencias que muy bien le hacen a la historia del país. 
Con este reconocimiento y nombramiento también estamos 
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vigorizando a una Escuela de Música que, reitero, es la única 
del departamento de Maldonado, a la que concurren niños no 
sólo para aprender, sino para llevar adelante una vieja idea de 
la familia Grieco Cattalurda. 


Vuelvo a decir que este es un homenaje a una de las fami- 
lias tradicionales de la ciudad de San Carlos. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar. 


(Se vota:) 

-21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 

Léase el artículo único. 

(Se lee:) 

“ARTICULO UNICO. - Desígnase con el nombre 
“Juan H. Grieco - Celia E. Cattalurda de Grieco” la 
Escuela de Música N* 90 de la ciudad de San Carlos, 
departamento de Maldonado, dependiente del Consejo 
de Educación Primaria (Administración Nacional de 
Educación Pública)”. 

-En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 


-21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará al 
Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado por 
ser igual al considerado) 


18) PROYECTO PRESENTADO 


SEÑOR PRESIDENTE. - Dése cuenta de un proyecto de 
ley llegado a la Mesa. 


(Se da del siguiente:) 

“Los señores Senadores Korzeniak y Gargano pre- 
sentan, con exposición de motivos, un proyecto de ley 
sobre defensa del consumidor”. 


-A la Comisión de Constitución y Legislación. 


(Texto del proyecto de ley presentado:) 
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“PROYECTO DE LEY 
Defensa del Consumidor 
CAPITULO I 
Disposiciones generales 


Artículo 1”. - La presente ley tiene por objeto la 
defensa del consumidor y sus disposiciones son de or- 
den público. 


Art. 2”. - Quedarán sujetos a estas disposiciones 
todos los actos jurídicos celebrados entre proveedores y 
consumidores, relativos al comercio de bienes o servi- 
cios que se ofrezcan al público en el mercado de consu- 
mo, sin perjuicio de lo dispuesto por la legislación civil 
y comercial en la materia. 


Art. 3”. - A los efectos de la presente ley se enten- 
derá por: 


A) Consumidor: toda persona física o jurídica que 
adquiera o utilice bienes o servicios como destinatario 
final. 


B) Proveedor: toda persona física o jurídica, públi- 
ca o privada, que desarrolle actividades de producción, 
fabricación, construcción, importación, distribución, in- 
termediación o comercialización de bienes o servicios. 


C) Producto: cualquier bien mueble o inmueble, ma- 
terial o inmaterial, que sea objeto de los actos jurídicos 
previstos en este capítulo. 


D) Servicio: cualquier actividad ofrecida en el mer- 
cado de consumo mediante remuneración, inclusive las 
de naturaleza bancaria, financiera, de crédito y seguros, 
excepto las de carácter laboral. 


CAPITULO II 
De los derechos de los consumidores 
Artículo 4%. - Los consumidores tendrán derecho: 


A) A la protección de la vida, la salud y la seguri- 
dad en el consumo de bienes y servicios. 


B) A la educación y divulgación sobre el consumo 
adecuado de los bienes y servicios, asegurándoseles la 
libertad de elección y la igualdad en las contrataciones. 


C) A una información veraz, suficiente, clara y opor- 
tuna sobre los bienes y servicios ofrecidos en el merca- 
do, sobre sus precios, características, calidad y riesgos 
que eventualmente puedan presentar. 
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D) A la protección contra la publicidad engañosa y 
abusiva, los métodos coercitivos o desleales tendientes 
a imponerles un producto o servicio, así como contra 
las prácticas y las cláusulas abusivas o impuestas en la 
contratación. 


E) A la efectiva prevención y a la reparación de los 
daños patrimoniales y morales, individuales o colecti- 
vos, ya sea directos o de carácter difuso, que pudieran 
sufrir. 


F) A una adecuada y eficaz prestación de los servi- 
cios públicos y sociales, tanto los que estén a cargo del 
Estado como los que brinden los particulares. 


G) A asociarse y a constituir agrupaciones de con- 
sumidores. 


Art. 5”. - Los derechos previstos en esta ley no 
excluyen otros, que emanen de tratados o convenciones 
internacionales de que Uruguay sea signatario, o de nor- 
mas complementarias o específicas en la materia. 


CAPITULO III 
De la oferta 


Artículo 6”. - La oferta y la presentación de bienes 
o servicios deben brindar información correcta, clara, 
precisa y ostensible sobre sus características, calidad, 
cantidad, composición, precio, garantía, plazo de vali- 
dez y origen, así como sobre los riesgos que presenten 
para la salud y seguridad de los consumidores. 


Los datos que ostenten los productos y sus etique- 
tas, envases, empaques, y la publicidad respectiva esta- 
rán en idioma español, en términos comprensibles y 
legibles y conforme al sistema oficial de unidades de 
pesas y medidas; es optativo utilizar, además, el idioma 
u otras referencias correspondientes a otros países. 


Art. 7”. - Los fabricantes e importadores deben ase- 
gurar la oferta de componentes y piezas de reposición 
mientras no haya cesado la fabricación o la importación 
del producto. 


Cuando éstas hayan cesado, dicha oferta deberá ser 
mantenida por un período razonable de tiempo, de acuer- 
do a la naturaleza del bien. 


Art. 8”. - Salvo que por disposición legal o regla- 
mentaria el consumidor deba reunir algún requisito es- 
pecial, no podrá negarse la venta al mismo de produc- 
tos que se tengan en existencia, ni condicionarse dicha 
venta a la adquisición de otro producto o a la contrata- 
ción de un servicio, ni venderse a mayor precio que 
aquél con que el producto se publicita o, en su caso, el 
oficialmente determinado. Se presume la existencia de 
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productos por el solo hecho de anunciarlos en los esca- 
parates de un local comercial. 


Prohíbense las discriminaciones al consumo, enten- 
diéndose por tales la injustificada y arbitraria negativa 
a vender un producto o prestar un servicio, así como la 
prestación de servicios en forma irregular o injustifica- 
damente dilatoria, cuando ello se deba a una voluntad 
de favorecer a uno o más contratantes en detrimento de 
otro u otros, salvo que mediaren causas fortuitas o de 
fuerza mayor debidamente justificadas. 


Art. 9”. - Al indicarse el precio de un bien o servi- 
cio, deberá incluirse en el mismo toda tasa o impuesto 
que lo integre y que deba abonar el consumidor. 


Cuando el precio esté integrado por unidades mone- 
tarias y fracción, el proveedor deberá entregar siempre 
el vuelto al adquirente que pagase con una suma supe- 
rior. De no ser posible, anunciará en sus vidrieras el 
precio en unidades monetarias. 


Art. 10. - En caso de ventas o servicios promocio- 
nales, liquidaciones u ofertas especiales, se deberá indi- 
car en la publicidad respectiva el plazo de duración de 
las mismas o, en su caso, el volumen de mercaderías 
que se ofrezcan, así como las condiciones generales del 
negocio propuesto. 


Cuando no se haya fijado el término de duración o 
el volumen de mercaderías, se entenderá que la liquida- 
ción, promoción u oferta se extiende por un plazo de 
treinta días, a partir del último anuncio. El proveedor 
de bienes o servicios podrá, sin embargo, eximirse de 
esta obligación, indicando el fin de las mencionadas 
promociones, liquidaciones u ofertas especiales, de modo 
ostensible y por los mismos medios de publicidad en 
que éstas se anunciaron. 


Art. 11. - A los efectos de esta ley, se entiende por 
“promoción” el ofrecimiento al público de bienes o ser- 
vicios con el incentivo de proporcionar adicionalmente 
mayor cantidad, otro objeto igual o diferente o un ser- 
vicio de cualquier naturaleza. 


Por “oferta” o “liquidación” se entenderá el ofreci- 
miento al público de productos o servicios en iguales 
condiciones las que prevalecen en el mercado, a pre- 
cios rebajados o inferiores a los de éste. 


Art. 12. - Si el proveedor en ocasión de una promo- 
ción, liquidación u oferta especial no diere cumplimiento 
a lo anunciado, el consumidor podrá optar entre: 


A) Exigir el cumplimiento forzoso de la obligación, 
de acuerdo al régimen general. 


B) Aceptar otro bien o la prestación de un servicio 
equivalente. 
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C) Rescindir el contrato, si hubiera existido pago 
anticipado o entrega de seña. 


En todos los casos tendrá derecho a reclamar una 
indemnización a cargo del oferente, que no podrá ser 
inferior a la diferencia económica entre el precio del 
bien o servicio objeto de la promoción u oferta, y su 
precio corriente. 


Art. 13. - Cuando se expendan al público productos 
con alguna deficiencia, usados o reconstruidos, deberá 
indicarse de manera precisa y ostensible tales circuns- 
tancias, dejándose constancia de ello en la factura, com- 
probante o remitido correspondiente. 


CAPITULO IV 
De la protección contractual 


Artículo 14. - De todo contrato celebrado entre pro- 
veedores y consumidores se dará copia a las partes. 


Art. 15. - Los contratos que regulan las relaciones 
de consumo no obligarán a los consumidores, si no les 
fue dada la oportunidad de tomar conocimiento previo 
de su contenido, o si los documentos donde consten 
están redactados de forma que tienda a dificultar su 
sentido y alcance. 


Las cláusulas contractuales, cuando fueren dudosas, 
serán interpretadas de la manera más favorable al con- 
sumidor. 


Art. 16. - El plazo de entrega del bien o de ejecu- 
ción del servicio deberá estar expresado en el contrato. 


Art. 17. - Cuando el consumidor hubiese entregado 
una seña a cuenta del precio y se estipulase que la 
perderá en caso de que no cumpla con el contrato, de- 
berá establecerse asimismo que, en caso de que el in- 
cumplimiento sea imputable al proveedor, éste entrega- 
rá al consumidor la seña, más otro tanto. 


CAPITULO V 
De las cláusulas abusivas 


Artículo 18. - Son cláusulas abusivas las que desco- 
nocen la necesidad de mantener un equilibrio razonable 
entre las partes, en la formación y ejecución de los 
contratos. Las cláusulas abusivas son nulas, sin que ello 
implique la nulidad del contrato. Se consideran tales, 
entre otras, las siguientes: 


A) La que excluya o limite el derecho del consumi- 
dor a pedir la rescisión del contrato o a reclamar in- 
demnización, en caso de retardo en la entrega del bien 
o en la ejecución del servicio. 
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B) La que subordine la ejecución del contrato o su 
rescisión, Oo haga variar el precio, en función de ele- 
mentos que dependan directa o indirectamente de la 
facultad discrecional del proveedor. 


C) La que imponga la inversión de la carga de la 
prueba en perjuicio del consumidor. 


D) La que deje librado al proveedor la elección del 
lugar de entrega del bien o de ejecución del servicio. 


E) La que obligue al consumidor a cumplir con los 
compromisos asumidos, aun cuando el proveedor no 
haya cumplido con los suyos. 


F) La que obligue al consumidor, sin motivo vale- 
dero, a pagar una parte excesiva del precio antes del 
comienzo de la ejecución del contrato. 


G) La que estipule una indemnización a cargo del 
consumidor, en caso de incumplimiento por su parte, y 
no establezca una indemnización equivalente debida al 
consumidor, en caso de que quien incumpla sea el pro- 
veedor. 


H) La que estipule la prórroga de competencia terri- 
torial de los tribunales, cuando ello sitúe al consumidor 
en situación de desventaja. 


D La que ponga a cargo del consumidor el pago de 
las costas y costos en caso de acción judicial debida a 
su incumplimiento, y no establezca la sanción recíproca 
para el supuesto de incumplimiento del proveedor. 


J) La que obligue a la adquisición de bienes o mer- 
caderías complementarias o accesorios no solicitados. 


K) La que imponga la utilización obligatoria del 
arbitraje. 


L) La que infrinja o posibilite la violación de las 
normas ambientales. 


LL) La que exonere de responsabilidad al provee- 
dor, o establezca limitaciones a la misma, en caso de 
incumplimiento o de ejecución defectuosa, parcial o tar- 
día de sus obligaciones. 


M) La que, en general, importe renuncia de los de- 
rechos que esta ley reconoce a los consumidores, o de 
cualquier manera limite su ejercicio. 

CAPITULO VI 


De las prácticas abusivas 


Artículo 19. - Se consideran prácticas abusivas: 
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A) Prevalerse de la buena fe, la franqueza o la igno- 
rancia del consumidor -teniendo en cuenta su edad, sa- 
lud, conocimientos o condición social- para imponerle 
productos o servicios, o para adjudicarle productos o 
servicios deficientes. 


B) Exigir del consumidor ventajas manifiestamente 
excesivas. 


C) Realizar servicios sin previa elaboración de pre- 
supuesto y autorización expresa del consumidor, salvo 
la que derive de prácticas anteriores entre las partes. 


D) Negarse a cumplir con los términos de la nego- 
ciación ofrecida al consumidor mediante folletos y otros 
documentos publicitarios que le fueran remitidos a éste, 
y que hubieran determinado su consentimiento. 


E) Conseguir la adhesión del consumidor a estipula- 
ciones contractuales de las que no tuvo conocimiento 
real, ya sea por el carácter material de la presentación 
del documento -en especial su carácter ilegible- o por 
ausencia de comprensión auténtica por parte del consu- 
midor del negocio en cuestión. 


F) Obtener la atención del consumidor en su domi- 
cilio, lugar de trabajo, la vía pública y, en general, fue- 
ra de los locales comerciales del proveedor, con el fin 
de venderle productos o servicios, aduciendo que se 
trata de realizar encuestas, estudios, censos, recauda- 
ción de fondos para fines benéficos, otorgamiento de 
premios que le fueron adjudicados, u otros pretextos 
igualmente engañosos o fraudulentos. 


CAPITULO VII 
De los contratos de adhesión 


Artículo 20. - Se entenderá por contrato de adhe- 
sión, o contrato tipo, aquel cuyas cláusulas han sido 
establecidas unilateralmente por el proveedor de bienes 
O servicios, sin que el consumidor pueda modificar su 
contenido en el momento de contratar. 


Art. 21. - Los contratos referidos en el artículo an- 
terior, impresos en serie, ya sea en formularios, boletos, 
o cualquier otro documento, deberán ser redactados en 
idioma español y en forma legible, con caracteres tipo- 
gráficos no inferiores a cuerpo 8. 


Serán redactados en términos claros y comprensi- 
bles para el consumidor y no podrán contener remisio- 
nes a textos o documentos que no se faciliten al consu- 
midor previa o simultáneamente a la celebración del 
contrato. 


Art. 22. - Los proveedores podrán presentar al Ins- 
tituto Nacional de Abastecimiento los contratos de ad- 


12 de Agosto de 1997 


12 de Agosto de 1997 


hesión que hayan elaborado, a fin de que este organis- 
mo se pronuncie acerca de si contienen o no cláusulas 
abusivas o violatorias de la presente ley. En caso de 
que el Instituto Nacional de Abastecimiento se pronun- 
cie favorablemente sobre el contrato, autorizará al pro- 
veedor a poner la mención de esta aprobación en el 
documento contractual, con el logotipo del mencionado 
organismo público. 


El Instituto Nacional de Abastecimiento se expedirá 
en un plazo no mayor de siete días hábiles sobre el 
contenido de los contratos de adhesión que le fuesen 
presentados para su examen. Una vez que un contrato 
fuese aprobado, el proveedor no podrá modificarlo sin 
someterlo nuevamente al mencionado Instituto, en caso 
de que quiera mantener el distintivo de aprobación. 


Art. 23. - Los proveedores darán a toda persona 
interesada que así se lo solicite, un ejemplar de los 
contratos de adhesión que habitualmente propongan. 


El eventual consumidor podrá hacer examinar dicho 
contrato, si éste no ostenta el distintivo de aprobación a 
que se refiere el artículo 22, por el Instituto Nacional 
de Abastecimiento, el que se expedirá de ser posible en 
el acto, sobre el carácter no abusivo de las cláusulas 
contractuales. 


La aprobación por parte del Instituto Nacional de 
Abastecimiento no implica pronunciamiento sobre el 
fondo del negocio a realizarse ni garantiza la calidad 
del producto o servicio. 


CAPITULO VIII 
De los negocios a domicilio 


Artículo 24. - Queda sometido a las disposiciones 
del presente capítulo todo aquél que practique, por sí o 
por intermediarios, la comercialización en el domicilio, 
la residencia o el lugar de trabajo de una persona física, 
aun a su pedido, con el fin de proponerle la compra, la 
venta o el arrendamiento de bienes o servicios. Asimis- 
mo caen dentro de estas disposiciones las operaciones 
antedichas cuando fueren realizadas fuera de los loca- 
les destinados ordinariamente a las mismas, especial- 
mente mediante la organización de excursiones o re- 
uniones con ese fin. 


Art. 25. - Quedan excluidas de lo dispuesto por el 
artículo anterior aquellas actividades reguladas por una 
norma específica y sometidas a permiso de autoridad 
competente, por ejemplo, la venta en la vía pública o en 
ocasión de ferias o exposiciones. 


Art. 26. - Las operaciones a que se refiere el pre- 
sente capítulo deben ser objeto de un contrato, cuya 
copia se entregará al cliente en el momento de la con- 
clusión y que deberá contener: 
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A) Nombre y dirección del proveedor. 
B) Lugar de conclusión del contrato. 


C) Designación precisa de la naturaleza y las carac- 
terísticas de los bienes ofrecidos o de los servicios pro- 
puestos. 


Condiciones de ejecución del contrato, especialmente 
las modalidades y el plazo de entrega de los bienes o 
ejecución de los servicios. 


E) Precio global a pagar y modalidades de pago; en 
caso de venta a crédito, la tasa de interés sobre saldos 
deudores, la forma de cancelación y toda otra mención 
aclaratoria al respecto. 


F) La facultad de renuncia del consumidor, a que se 
refiere el artículo siguiente. 


Art. 27. - El consumidor tendrá la facultad de res- 
cindir unilateralmente el contrato dentro de un plazo de 
siete días corridos, a partir de la conclusión del mismo, 
mediante noticia dada al proveedor por carta certificada 
O por telegrama colacionado. Si el plazo venciera en 
día inhábil, se prorrogará hasta el día hábil inmediato 
siguiente. Para el cómputo del plazo se estará a la fecha 
de puesta la carta en el correo o de envío del telegrama, 
y no a la de recepción por parte del proveedor. 


Art. 28. - El contrato a que se refiere el artículo 26 
debe incluir un formulario o talón separable, destinado 
a facilitar el ejercicio de la facultad de renuncia. 


Art. 29. - Dentro del plazo de reflexión de siete días 
a que se refiere el artículo 27, no se le podrá exigir al 
consumidor ni obtener de él directa ni indirectamente, 
pago o prestación alguna. 


Art. 30. - En las operaciones a que se refiere el 
presente capítulo, el proveedor será civilmente respon- 
sable por sus vendedores, aunque éstos no estén en re- 
lación de dependencia. 


CAPITULO IX 


De los negocios ofrecidos por los medios de 
comunicación de masas 


Artículo 31. - Si, como consecuencia de una oferta 
realizada por los medios de comunicación de masas, se 
concreta un contrato por teléfono u otro medio a distan- 
cia, el proveedor debe hacer llegar al consumidor una 
confirmación por escrito de la oferta realizada. 


El consumidor no quedará obligado más que por su 
firma. Serán aplicables todas las disposiciones del capí- 
tulo anterior. 
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CAPITULO X 
De las operaciones de crédito 


Artículo 32. - En los casos en que se efectúen com- 
praventas o prestaciones de servicios que incluyan el 
otorgamiento de créditos al consumidor, el proveedor 
de los bienes o servicios estará obligado a informar 
previamente a éste de: 


A) El precio al contado del bien o el servicio en 
cuestión. 


B) El monto de los intereses, la tasa anual a que 
éstos se calculan, así como la tasa de interés moratoria. 


C) El número de pagos a efectuar y su periodicidad. 


D) La suma total a pagar por el referido bien o 
servicio, la que no podrá ser superior al precio al conta- 
do más los intereses. 


E) Los derechos y obligaciones de las partes en caso 
de incumplimiento. 


Art. 33. - En toda compraventa o prestación de ser- 
vicios a crédito, el consumidor tendrá derecho siempre 
a pagar anticipadamente la totalidad de lo adeudado. 
Podrá, además, hacer prepagos parciales, en cantidad 
nunca inferior a una cuota. 


En ambos casos se procederá a la consiguiente re- 
ducción proporcional de los intereses. 


CAPITULO XI 
De los registros y bancos de datos 


Art. 34. - El consumidor tendrá acceso a los regis- 
tros, fichas, bancos de datos y datos personales y de 
consumo sobre él, así como a sus respectivas fuentes. 


Art. 35. - Los registros y datos sobre los consumi- 
dores serán redactados en lenguaje de fácil compren- 
sión; no podrán contener informaciones relativas a un 
período mayor a cinco años. 


Art. 36. - Los errores de los registros y bancos de 
datos serán corregidos y subsanados gratuitamente, a 
pedido del consumidor; en un plazo de cinco días hábi- 
les se comunicará a los eventuales destinatarios de la 
información las correcciones efectuadas. 


Art. 37. - El Instituto Nacional de Abastecimiento 
llevará registros actualizados de las reclamaciones pro- 
movidas contra los proveedores de productos y servi- 
cios, debiendo darlo a publicidad una vez al año, con 
indicación de los reclamos que fueron atendidos por el 
proveedor. 
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CAPITULO XII 
De la salud y seguridad de los consumidores 


Artículo 38. - Los productos, actividades y servi- 
cios puestos en el mercado a disposición de los consu- 
midores no implicarán riesgos para su salud o seguri- 
dad, salvo lo usual o normativamente admitidos, en con- 
diciones corrientes y previsibles de utilización. 


Art. 39. - El proveedor de productos o servicios 
potencialmente peligrosos deberá informar, de manera 
ostensible y adecuada, respecto a su nocividad o peli- 
grosidad, sin perjuicio de la adopción de las medidas 
que puedan caber en cada caso concreto. 


Art. 40. - El proveedor no podrá colocar en el mer- 
cado de consumo productos o servicios que sabe, o 
razonablemente debería saber, que resultan nocivos o 
peligrosos para la salud o la seguridad de las personas. 


Art. 41. - El proveedor de productos o servicios 
que, posteriormente a su introducción en el mercado de 
consumo, tuviese conocimiento de la nocividad o peli- 
grosidad que presentan, deberá comunicarlo de inme- 
diato a las autoridades competentes, y a los consumido- 
res mediante avisos publicitarios. 


Art. 42. - No se podrá importar ni comercializar 
productos que hayan sido prohibidos en su país de ori- 
gen. 


El Estado controlará la fabricación, importación y 
comercialización de productos, teniendo especialmente 
en consideración la “Lista consolidada de los productos 
cuyo consumo y/o venta han sido prohibidos o someti- 
dos a restricciones rigurosas, o que han sido retirados 
del mercado o no aprobados por los gobiernos”, pre- 
parada y publicada por la Secretaría de las Naciones 
Unidas, de conformidad con las Resoluciones N* 37/137 
y 39/229 de la Asamblea General, de fechas 17 de di- 
ciembre de 1982 y 18 de diciembre de 1984, respecti- 
vamente. 


Art. 43. - Los fertilizantes, plaguicidas, medicamen- 
tos y todos los productos que en su composición lleven 
sustancias tóxicas, cáusticas, corrosivas, abrasivas o 
radioactivas, deberán ir envasados con las debidas ga- 
rantías y llevar en forma ostensible las indicaciones que 
adviertan el riesgo de su manipulación. 


Art. 44. - Las patentes, autorizaciones, licencias o 
permisos otorgados por el Estado para la fabricación, 
importación, distribución, depósito o comercialización 
de productos o servicios que puedan resultar nocivos o 
peligrosos para la salud o la seguridad de los consumi- 
dores, en ningún caso eximirán de la responsabilidad 
por los daños y perjuicios ocasionados, que de confor- 
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midad a lo dispuesto por esta ley y otras normas sean 
de cargo de los proveedores. 


Art. 45. - En caso de que existieran daños o perjui- 
cios contra terceros, provocados por los productos o 
servicios a que se refiere este capítulo, dichos terceros 
quedarán asimilados a los consumidores, a los efectos 
de cualquier reclamación o acción judicial. 


CAPITULO XIII 


De la responsabilidad por los daños ocasionados 
por los productos o servicios 


Art. 46. - El productor, el constructor, el fabricante 
y el importador, independientemente de la existencia de 
culpa, están solidariamente obligados a reparar los da- 
ños causados a los consumidores por defectos deriva- 
dos de la fabricación, construcción, fórmulas, manipu- 
lación, presentación o acondicionamiento de sus pro- 
ductos, así como por las informaciones insuficientes o 
inadecuadas sobre el correcto uso de los mismos. 


Art. 47. - El comerciante es asimismo responsable 
en los términos del artículo anterior, cuando: 


A) El productor, constructor, fabricante o importa- 
dor no pudieren ser identificados. 


B) El producto fuera entregado sin identificación 
clara de su productor, constructor, fabricante o impor- 
tador. 


C) No hubiera conservado adecuadamente los pro- 
ductos perecibles. 


Art. 48. - Aquel de los obligados que hubiese hecho 
efectivo el pago al consumidor, tendrá derecho de repe- 
tición contra los demás responsables. 


Art. 49. - El proveedor de servicios responde, inde- 
pendientemente de la existencia de culpa, por los daños 
causados a los consumidores por defectos en la presta- 
ción de los servicios, así como por la información insu- 
ficiente o inadecuada sobre su uso y riesgos. 


CAPITULO XIV 


De la responsabilidad por los vicios de los 
productos o servicios 


Art. 50. - Los proveedores de productos de consumo, 
durables o no, responden solidariamente por los vicios 
de calidad y cantidad que los vuelven impropios o inade- 
cuados para el consumo a que se destinan, o les disminu- 
yen su valor, así como los que derivan de la disparidad 
con las indicaciones que constan en sus recipientes, em- 
balajes, rótulos, etiquetas o mensajes publicitarios. 
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Art. 51. - En caso de que el vicio no fuese saneado 
en un plazo máximo de siete días, el consumidor podrá 
exigir a su elección: 


A) La sustitución del producto por otro de la misma 
especie en perfectas condiciones. 


B) La restitución del precio pagado, debidamente 
actualizado, sin perjuicio de la eventual reclamación 
por daños y perjuicios. 


C) El abatimiento proporcional del precio. 


Art. 52. - En caso de productos in natura, el pro- 
veedor inmediato será responsable ante el consumidor, 
sin perjuicio de su derecho de repetición. 


Art. 53. - El proveedor de servicios responde por 
los vicios de calidad que los vuelven impropios para el 
consumo o les disminuyen su valor, así como los que 
derivan de la diferencia con las indicaciones que cons- 
tan en la oferta o mensajes publicitarios, pudiendo el 
consumidor elegir a su elección: 


A) Que se presten nuevamente los servicios. 


B) Que se le restituya la suma pagada, debidamente 
actualizada, sin perjuicio de su derecho a reclamar por 
los daños y perjuicios sufridos. 


C) Que se le rebaje proporcionalmente el precio. 


Art. 54. - La nueva ejecución de los servicios podrá 
ser confiada a terceros debidamente capacitados, por 
cuenta del proveedor. 


Art. 55. - En la provisión de servicios que tengan 
por objeto la reparación de cualquier producto, se con- 
sidera implícita la obligación del proveedor de emplear 
componentes de reposición adecuados y nuevos, y que 
mantengan las especificaciones técnicas del fabricante, 
salvo autorización en contrario del consumidor. 


Art. 56. - Habiendo más de un proveedor, todos 
responden solidariamente por los vicios del servicio. Si 
el vicio resultase de una pieza incorporada, responde- 
rán solidariamente el productor, fabricante, importador 
y la persona que realiza la incorporación. 


CAPITULO XV 
Garantías 


Artículo 57. - La responsabilidad por los vicios de 
los productos y servicios dispuesta en el Capítulo XIV 
de la presente ley, caduca a los seis meses, contados a 
partir de la entrega de la cosa o de la ejecución del 
servicio. Por ese lapso, opera la garantía legal de los 
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productos o servicios. Las garantías contractuales serán 
complementarias y sin perjuicio de la legal. 


Art. 58. - Tratándose de bienes muebles, la garantía 
comprende todas sus partes y piezas componentes. 


El proveedor queda obligado a garantizar asimismo 
las piezas ya reparadas o reemplazadas; el tiempo du- 
rante el cual el consumidor esté privado del uso de la 
cosa garantizada, por cualquier causa relacionada con 
su reparación, se computará como prolongación del pla- 
zo de garantía legal. 


El proveedor podrá establecer agentes autorizados 
para efectuar las reparaciones de sus productos; en caso 
de que el consumidor acuda a personas no autorizadas, 
el proveedor quedará eximido de responsabilidad por 
los defectos del producto, siempre que los locales de 
los agentes autorizados para la reparación queden a una 
distancia razonable del lugar de entrega del bien. 


En caso de que el producto deba trasladarse a la 
fábrica o taller habilitados para la reparación, el trans- 
porte será realizado por el responsable de la garantía, 
siendo a su cargo todos los gastos devengados. 


Art. 59. - Tratándose de cosas de consumo durable, 
la garantía legal alcanza a los sucesivos adquirentes. 


Art. 60. - Los términos de las garantías contractua- 
les estarán redactados en idioma español, con términos 
claros y precisos. Se indicará su alcance, duración y 
condiciones, así como la individualización de las perso- 
nas físicas o jurídicas que la extiendan y los estableci- 
mientos en que puedan hacerse efectivas. 

Las leyendas “garantizado”, “garantía”, u otras equi- 
valentes que ostente cualquier producto, sólo podrán 
emplearse cuando se indique en qué consiste la garan- 
tía, según la presente disposición. 


CAPITULO XVI 
De la publicidad 


Artículo 61. - Toda publicidad debe ser transmitida 
de forma que el público pueda, fácil e inmediatamente, 
identificarla como tal. 


Queda prohibida cualquier clase de publicidad su- 
bliminal; el Instituto Nacional de Abastecimiento deter- 
minará qué tipo de publicidad debe considerarse subli- 
minal. 


Art. 62. - Será sancionada en la forma especificada 
en el Capítulo XX la publicidad engañosa o abusiva. 
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Se considerará engañosa cualquier modalidad de in- 
formación o comunicación de carácter publicitario en- 
tera O parcialmente falsa o, de cualquier forma, aun por 
omisión, capaz de inducir en error al consumidor res- 
pecto, especialmente a: 


A) El origen geográfico, comercial o de otra índole 
del bien ofrecido, o el lugar de prestación del servicio. 


B) Las características básicas del producto a vender 
O al servicio a prestar, tales como dimensión, cantidad, 
calidad, durabilidad, o cualquier otra, de acuerdo a la 
utilidad que de bien o servicio se pueda razonablemen- 
te esperar. 


C) El precio del bien o servicio, la forma de pago y el 
costo del crédito, así como las garantías que se ofrezcan. 


D) Los reconocimientos, aprobaciones o distincio- 
nes oficiales o privadas, nacionales o extranjeras, tales 
como medallas, premios, trofeos o diplomas. 


Se entiende por abusiva la publicidad que incite a la 
discriminación de cualquier naturaleza, a la violencia, 
la que explote el miedo, se aproveche de la falta de 
madurez de los menores de edad, no respete los valores 
ambientales o sea capaz de inducir al consumidor a 
comportarse en forma perjudicial o peligrosa para su 
salud o seguridad. 


Art. 63. - Para todos los efectos legales se entende- 
rá por anunciante al proveedor de bienes o servicios 
que ha encargado la difusión del mensaje publicitario. 


Art. 64. - Cuando la gravedad de las afirmaciones 
hechas en un mensaje publicitario así lo ameriten, el 
Instituto Nacional de Abastecimiento ordenará la difu- 
sión de la rectificación de su contenido, a costa del 
anunciante y por los mismos medios en que se difundió 
el mensaje sancionado. 


Art. 65. - El Ministerio de Salud Pública determina- 
rá a los efectos publicitarios -en la forma que establez- 
ca la reglamentación respectiva- qué sustancias de ven- 
ta libre serán consideradas como medicamentos o como 
productos dietéticos. 


Estos productos no podrán realizar publicidad o pro- 
paganda sin autorización previa del citado Ministerio. 


Art. 66. - La publicidad o propaganda de los pro- 
ductos mencionados en el artículo anterior deberá limi- 
tarse a sus verdaderas y comprobadas acciones terapéu- 
ticas; no contendrá textos, figuras, imágenes o situacio- 
nes que exageren sus cualidades, incitando al exceso de 
consumo o a la automedicación. 


El mensaje publicitario incluirá expresamente la ne- 
cesidad de consultar en forma previa al médico sobre la 
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conveniencia de suministrarlos; cuando se trate de pro- 
ductos destinados a los niños, esa necesidad se encare- 
cerá con las mismas formas expresivas y con igual des- 
taque que el mensaje principal. 


CAPITULO XVII 
De las Asociaciones de Consumidores 


Artículo 67. - Se considerará Asociación de Consu- 
midores a toda organización constituida por personas 
físicas, independiente de intereses económicos, comer- 
ciales o políticos, cuyo objeto sea garantizar la protec- 
ción y la defensa de los consumidores y promover su 
información y el respeto de sus derechos. 


Art. 68.- Las Asociaciones de Consumidores debe- 
rán obtener la personería jurídica correspondiente e ins- 
cribirse en un registro que llevará el Instituto Nacional 
de Abastecimiento, para funcionar como tales. 


Art. 69. - Para poder obtener la inscripción a que se 
refiere el artículo precedente, deberán cumplir con los 
siguientes requisitos: 


A) Estar completamente desinteresadas en la pro- 
moción de causas comerciales o políticas. 


B) No tener fines de lucro. 


C) No aceptar anuncios de carácter comercial en sus 
publicaciones o difusiones. 


Art. 70. - Serán finalidades de las Asociaciones de 
Consumidores, entre otras: 


ID) Promover y proteger los derechos de los consu- 
midores, velando por el efectivo cumplimiento de las 
normas de la presente ley y sus reglamentaciones, me- 
diante la denuncia -en su caso- de las infracciones que 
comprobasen ante el Instituto Nacional de Abasteci- 
miento, a los efectos de la aplicación de las disposicio- 
nes a que se refiere el capítulo XX. 


IT) Recopilar, elaborar, procesar y divulgar informa- 
ción objetiva acerca de los bienes y servicios existentes 
en el mercado, y asesorar a los consumidores sobre 
estas materias. 


III) Promover la educación del consumidor. 


IV) Promover la creación de Cooperativas de Con- 
sumo. 


V) Proponer al Instituto Nacional de Abastecimien- 
to proyectos de normas jurídicas o medidas de carácter 
administrativo relacionadas con sus fines, a los efectos 
previstos en el numeral IV del artículo 73. 
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CAPITULO XVIHI 
De la autoridad de aplicación 


Artículo 71. - El Instituto Nacional de Abasteci- 
miento tendrá a su cargo la policía de las relaciones de 
consumo, así como la supervisión del cumplimiento de 
la presente ley. 


Para el cumplimiento de sus cometidos podrá reali- 
zar las inspecciones y solicitar las informaciones que 
fueren necesarias, de las personas públicas o privadas. 


Art. 72. - Las previsiones del artículo anterior son 
sin perjuicio de los cometidos especiales a cargo de 
otras dependencias oficiales, contempladas en las nor- 
mas de su creación y modificativas. 


Art. 73. - El Instituto Nacional de Abastecimiento 
tendrá, además de los ya determinados legalmente, los 
siguientes cometidos: 


D  Desempeñar la función conciliatoria prevista en 
el Capítulo XIX. 


ID) Defender los intereses individuales de la pobla- 
ción consumidora de menores recursos, o los 
intereses difusos, ante toda clase de autorida- 
des administrativas o instancias judiciales, me- 
diante el ejercicio de las acciones, recursos, trá- 
mites o gestiones que procedan, sin perjuicio 
de las atribuciones que en la materia tiene el 
Ministerio Público, de acuerdo al artículo 42 
del Código General del Proceso. 


IID Proporcionar asesoramiento y brindar informa- 
ción de carácter gratuito a los consumidores. 


IV) Estudiar y, si lo estimase necesario, proponer 
al Poder Ejecutivo proyectos de normas ten- 
dientes a evitar las prácticas industriales y co- 
merciales o de prestación de servicios que pue- 
dan afectar adversamente los intereses econó- 
micos del consumidor. 


V) Promover la adopción por parte de las autori- 
dades competentes de medidas adecuadas para 
combatir las prácticas abusivas. 


VD Promover la constitución de Asociaciones de 
Consumidores y prestarles para ello el asesora- 
miento que hubiere menester. 


VII) Promover el dictado de códigos autorregulado- 
res de práctica comercial, con miras a elevar 
los niveles de calidad en la provisión de bienes 
y en la prestación de servicios. 
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CAPITULO XIX 
De la conciliación 


Artículo 74. - El consumidor no podrá iniciar 
acción judicial como consecuencia de las relaciones de 
consumo reguladas por la presente ley, sin la constan- 
cia que acredite haberse tentado la conciliación previa 
ante el Instituto Nacional de Abastecimiento. 


La reglamentación de este precepto asegurará una 
instancia conciliatoria abreviada, equitativa y de fácil 
acceso para el consumidor, quien quedará eximido de 
gestionar la conciliación en vía judicial, de conformi- 
dad a lo previsto por el artículo 255 de la Constitución. 


CAPITULO XX 
Sanciones 
Artículo 75. - Las infracciones a las normas de la 
presente ley darán lugar a la aplicación de las siguien- 
tes sanciones: 
A) Apercibimiento. 
B) Multa. 


C) Aplicación de astreintes. 


D) Decomiso de las mercaderías o productos objeto 
de la infracción. 


E) Inutilización del producto. 
F) Prohibición de fabricación del producto. 


G) Prohibición de distribución y comercialización 
del producto o de prestación del servicio. 


H) Clausura del establecimiento o suspensión de un 
servicio, por un plazo de hasta treinta días. 


D Suspensión por un plazo de hasta tres años del 
derecho a presentarse a licitaciones públicas. 


J) Imposición de contrapropaganda, en los casos 
de publicidad engañosa o abusiva. 


Art. 76. - Las sanciones serán aplicadas por el Insti- 
tuto Nacional de Abastecimiento de acuerdo al procedi- 
miento que establezca la reglamentación a la presente 
ley, la que determinará asimismo el monto de las mul- 
tas a aplicarse, en unidades reajustables. 


Art. 77. - En la aplicación y graduación de las san- 
ciones previstas en el artículo 75, se tendrá en cuenta el 
perjuicio resultante para el consumidor a raíz de la in- 
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fracción cometida, la posición en el mercado del infrac- 
tor, la cuantía del beneficio obtenido, el grado de inten- 
cionalidad, la gravedad de los riesgos o de los perjui- 
cios sociales derivados de la infracción, la generaliza- 
ción de la misma, la reincidencia, la contumacia y las 
demás circunstancias relevantes del hecho. 


Art. 78. - Las sanciones administrativas prescriben 
a los tres años de cometida la infracción. 


Art. 79. - Si las infracciones hubiesen sido cometi- 
das por titulares de servicios concesionados, o de servi- 
cios públicos sujetos a permisos de autoridad compe- 
tente, el Instituto Nacional de Abastecimiento podrá ins- 
tar a dicha autoridad el ejercicio de sus poderes de 
inspección y de sanción sobre los mismos. 


Art. 80. - Cuando, en virtud de sus actuaciones, el 
Instituto Nacional de Abastecimiento tuviese conoci- 
miento de hechos presumiblemente delictuosos, lo pon- 
drá en conocimiento del juez competente en materia 
penal. 


Art. 81. - Quienes presentasen ante el Instituto Na- 
cional de Abastecimiento denuncias maliciosas, serán 
sancionados según lo previsto en los literales A) y B) 
del artículo 75, sin perjuicio de las sanciones que pu- 
diesen corresponder por aplicación de las normas civi- 
les y penales. 


Disposiciones transitorias 


Artículo 82. - En los Departamentos de la Repúbli- 
ca en los que aún no se haya instalado oficina departa- 
mental del Instituto Nacional de Abastecimiento, los 
cometidos asignados al mismo por la presente ley esta- 
rán a cargo de las Intendencias Municipales. 


En el mismo supuesto, la conciliación prevista por 
el artículo 74 será realizada en vía judicial. 


Art. 83. - Facúltase al Instituto Nacional de Abaste- 
cimiento a solicitar el pase en comisión o la redistribu- 
ción de los funcionarios públicos que considere necesa- 
rios para el cumplimiento de sus cometidos. 


José Korzeniak, Reinaldo Gargano. Senadores. 
EXPOSICION DE MOTIVOS 


En las modernas y complejas sociedades de fines de 
siglo, a consecuencia de la circulación masiva de bie- 
nes y servicios, el individuo se ve enfrentado a una 
avalancha de ofertas de productos de los cuales, en su 
mayoría, nada sabe. La falta de información sobre los 
mismos, la circulación de bienes defectuosos o nocivos 
para la salud, en contraposición a las grandes concen- 
traciones de capital, la tecnificada estructura empresa- 
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rial, los métodos -a veces invasivos- de mercadotecnia, 
el impacto de la publicidad emitida por los medios de 
comunicación de masas y la modalidad de contrato de 
adhesión, entre otros factores, determinan una ruptura 
radical del principio de igualdad de las partes en la 
contratación, en favor del proveedor. De allí que el 
derecho tradicional, donde podemos encontrar la regu- 
lación de algunos aspectos de este fenómeno, ha resul- 
tado insuficiente; por ello se ha venido gestando una 
nueva visión jurídica, con un enfoque diverso al tradi- 
cional. Al igual que en otras ramas del Derecho (Labo- 
ral, Social, etc.) se parte de la idea de la desigualdad de 
las partes: el consumidor es la parte débil de la relación 
contractual y, por lo tanto, la que necesita de una pro- 
tección especial, acordada por el Legislador. 


En esta tendencia se han creado instrumentos jurídi- 
cos que permiten a los consumidores contar con medios 
idóneos para la defensa de sus intereses. Así tenemos 
que, en 1985, la Asamblea General de las Naciones 
Unidas aprobó en su Resolución N* 39/248 las “Direc- 
trices para la Protección del Consumidor”, donde se 
delinean las grandes áreas que deben ser tenidas en 
cuenta por el Legislador. 


En el plano constitucional, así como el constitucio- 
nalismo clásico plasmó sus derechos en las cartas fun- 
damentales, entronizando los valores supremos de la 
libertad y la igualdad, y el llamado constitucionalismo 
social formuló los suyos, “derechos de la segunda ge- 
neración”, que atienden al individuo considerado en el 
conjunto social, las más recientes constituciones incor- 
poran lo que ha dado en llamarse “derechos de la terce- 
ra generación”, nombre bajo el cual se reúne la custo- 
dia de múltiples intereses considerados “difusos”, *“co- 
lectivos” o “supra individuales”. Se citan entre ellos el 
derecho a un medio ambiente sano y equilibrado, el 
derecho al patrimonio artístico y cultural, el derecho al 
desarrollo y, asimismo, el derecho a la protección de 
los consumidores y usuarios. 


En el ámbito del MERCOSUR podemos citar a la 
Constitución de la República Argentina que, en su texto 
reformado de 1994, consagra los derechos a un medio 
ambiente sano, equilibrado y apto para el desarrollo 
humano (artículo 41) y el derecho de los consumidores 
y usuarios, en la relación de consumo, “a la protección 
de su salud, seguridad e intereses económicos; a una 
información adecuada y veraz; a la libertad de elección, 
y a condiciones de trato equitativo y digno”. Esta carta 
magna pone a cargo de las autoridades la protección de 
esos derechos, la educación para el consumo, el control 
de los monopolios, el de la calidad y eficiencia de los 
servicios públicos y la promoción de asociaciones de 
consumidores y usuarios. Asimismo la Constitución de 
Brasil de 1988 acoge a la protección a consumidores y 
usuarios entre sus derechos fundamentales. Estos países 
cuentan también con legislación al respecto. 
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Legislación uruguaya 


En nuestro país existe aún en este tema un vacío 
legislativo, si bien podemos encontrar en el ordena- 
miento jurídico una serie de normas de diverso rango 
que establecen una reglamentación parcial e insuficien- 
te. 


Encontramos normas en el Código Penal que repri- 
men conductas ilícitas con relación al manejo y produec- 
ción de alimentos y otros productos, normas especiales 
sobre tóxicos, etc. En el campo de la responsabilidad 
civil y comercial, existen disposiciones que permiten a 
las personas reclamar, tanto en el ámbito de la respon- 
sabilidad contractual como extracontractual, por los da- 
ños y perjuicios causados por productores o vendedo- 
res. Todas ellas son insuficientes en la actualidad, se- 
gún unánimemente lo reconoce la doctrina, insuficien- 
cia que también se refleja a nivel de competencias ad- 
ministrativas. 


Desde mediados de siglo, si bien en forma parcial, 
existen instrumentos jurídicos que tienden a proteger a 
los ciudadanos frente a determinadas circunstancias ta- 
les como el desabastecimiento, la especulación, el aca- 
paramiento y la escasez de ciertos productos. Por Ley 
N* 10.940, de 19 de setiembre de 1947, se creó el Con- 
sejo Nacional de Subsistencias, de señalada relevancia 
en su momento; con el tiempo, los nuevos hábitos de 
consumo, la variación de los productos y la imprecisión 
misma de la calificación de “artículos de primera nece- 
sidad”, pusieron de manifiesto la necesidad de una nue- 
va regulación. A consecuencia de ello, aunado al im- 
pulso doctrinario, se sucedieron reformas a la vieja Ley 
N* 10.940; en este sentido las Leyes Nos. 11.601, 
11.923, 13.637 y 15.167. Deben mencionarse el Decre- 
to 420/68, la Ley N*” 13.720 y el Decreto-Ley N* 14.791, 
aunque tienen una finalidad diferente: el primero se 
refiere a la estabilización de precios y salarios, la se- 
gunda legaliza dicho decreto y crea la Comisión de 
Productividad, Precios e Ingresos, y el último sustituye 
la COPRIN por la DINACOPRIN, que dejó de existir a 
posteriori. 


A partir de la reinstitucionalización democrática, se 
introducen modificaciones importantes a la vieja Ley 
N* 10.940: por Ley N* 15.903, de 10/11/1987, se crea 
la Dirección Nacional de Comercio y Abastecimiento 
(Arts. 102 y 103) que pasa a ejercer las atribuciones y 
cometidos asignados al Consejo Nacional de Subsisten- 
cias. El Decreto 229, de fecha 17/3/1988, establece el 
Reglamento Orgánico Funcional de esta Dirección, pre- 
viéndose que tendrá tres reparticiones: Dirección Ad- 
ministrativa, Dirección Comercializadora “Subsistencias” 
y Dirección de Defensa del Consumidor y Contralor de 
Mercado. Esta última Dirección tiene a su cargo dos 
Divisiones: División Defensa del Consumidor y Divi- 
sión Abastecimiento Nacionales y Registro de Empre- 
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sas, estableciéndose en el Art. 7? los cometidos de di- 
cha Dirección. En oportunidad de aprobarse la Ren- 
dición de Cuentas y Ejecución Presupuestal corres- 
pondiente al Ejercicio 1990 (Ley N* 16.226, de fecha 
29/10/1991, Art. 163) se modifica la denominación de 
la Dirección Nacional de Comercio y Abastecimiento, 
que pasa a ser Dirección Nacional de Comercio y De- 
fensa del Consumidor, manteniendo las mismas atribu- 
ciones y cometidos. Cabe señalar que dicha Dirección 
es una unidad ejecutora dependiente del Ministerio de 
Economía y Finanzas. Con posterioridad, mediante el 
Decreto 183, de 20/4/1993, se produce un desgaja- 
miento de los antiguos cometidos previstos por la Ley 
N* 10.940, pasando todo lo atinente a regulación de 
precios y subsidios y lo referente a artículos de prime- 
ra necesidad, a la órbita del Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social (Art. 3%). Por Decreto 441, de fecha 
8/8/1993, se reafirma que el control y fiscalización de 
los precios fijados administrativamente así como las 
condiciones de venta al público, son cometidos de de- 
fensa del consumidor. Finalmente, por Ley N* 16.736 
(Presupuesto Nacional) se crea el Instituto Nacional de 
Abastecimiento (INA), que sustituye a la Dirección Na- 
cional de Comercio y Abastecimiento, asignándole los 
cometidos, facultades y funciones reguladas por la Ley 
N?* 10.940 y sus modificativas. 


Necesidad de crear una normativa específica 


Si bien las modificaciones introducidas a la Ley 
N?* 10.940 han importado cambios en cuanto a la defen- 
sa del consumidor, y el Código General del Proceso, en 
su artículo 42, legisla sobre los intereses difusos, pro- 
porcionando un marco normativo para que las asocia- 
ciones de interés social -en la especie serían las asocia- 
ciones de consumidores- tengan legitimación activa para 
la defensa de los mismos, carecemos de disposiciones 
de derecho sustantivo que regulen eficazmente las si- 
tuaciones actuales. La dispersión de normas y órganos 
de contralor y fiscalización, los cambios producidos en 
el concepto de “consumidor” y la apertura al comercio 
de bienes y servicios procedentes de diversos países, 
determina la necesidad de contar con un instrumento 
jurídico apto para la tutela de los intereses de consumi- 
dores y usuarios. Desde otro punto de vista, con el 
ingreso de Uruguay al MERCOSUR, los conceptos de 
proveedor y consumidor trascienden el ámbito geográ- 
fico de la República; resulta necesario acompasar nues- 
tra legislación a las de los demás países miembros de la 
región. El consumidor objeto de protección lo es tanto 
el nacional como el extranjero, y hay que atender, por 
un lado, a los peligros latentes que entraña la apertura 
al comercio de bienes y servicios procedentes de países 
donde no siempre el control es el adecuado; y por otro, 
apuntar a la calidad y presentación de nuestros propios 
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productos y servicios, propiciando la fluidez de las ex- 
portaciones y la apertura de mercados. 


Oportunidad del proyecto 


A partir de la inquietud de los sectores académicos, 
los estudios doctrinarios y la formalización de semina- 
rios y foros al respecto, el tema, en toda su dimensión, 
ha sensibilizado a la opinión pública y despertado el 
interés de diversos sectores políticos, traducido en pro- 
yectos de ley. No obstante, a la fecha dichas iniciativas 
han quedado sin cristalizar; ello justifica la necesidad 
de considerar una actualización de nuestro derecho, re- 
cogiendo una tendencia jurídica universal. 


El presente proyecto apunta a recoger las normas y 
las experiencias que, dentro y fuera de la región, han 
sido probadas con ventaja por muchos de los países de 
la comunidad internacional. Retoma el proyecto de ley 
elaborado por la División de Derecho Comparado de la 
Cámara de Senadores en 1995, introduciéndole algunas 
adecuaciones, en especial las derivadas de la reorgani- 
zación administrativa producida desde entonces. 


Dicho proyecto tuvo por fuentes nacionales los an- 
teriores de los señores Diputados Marino Irazoque, Os- 
car López Balestra, Juan José Fuentes y Luis José Mar- 
tínez; el del Sr. Diputado Uruguay Tourné; el del Sr. 
Senador Pedro W. Cersósimo; el del Sr. Senador Ma- 
nuel Flores Silva; el del Sr. Diputado Daniel García 
Pintos y el del Sr. Diputado Jorge Conde Montes de 
Oca, así como el proyecto sobre Competencia Desleal, 
del Sr. Senador Juan Carlos Fá Robaina. 


Entre la profusa legislación comparada que se ha 
tenido en consideración, se mencionan las ya citadas 
“Directrices para la Protección del Consumidor, de las 
Naciones Unidas, aprobadas por la Asamblea General 
el 9 de abril de 1985 (Resolución 439/248, la “Propues- 
ta de Consumers International para un Código Latino- 
americano de Protección al Consumidor” y la normati- 
va de los siguientes países: Brasil: Ley N” 8078, de 
11 de setiembre de 1990, “Sobre a protegao do con- 
sumidor e da outras providencias”. Argentina: Ley 
N* 24.240, de 15 de octubre de 1993, “Defensa del 
Consumidor”; Decreto N* 1798-94, del 18 de marzo de 
1994 (Reglamento de la Ley N* 24.240); Resolución 
1622 (M.S.A.S.) “Especialidades medicinales de venta 
libre. Normas para su publicidad o propaganda”, de 
14/9/84. España: “Ley General para la Defensa de los 
Consumidores y Usuarios”, N” 26/1984, de 19 de julio 
de 1984. México: “Ley Federal de Protección al Consu- 
midor”, de 22 de diciembre de 1973; “Reglamento so- 
bre Promociones y Ofertas”, de 9 de mayo de 1980. 
Francia: Ley N* 93.949, de 26 de julio de 1993, “Code 
de la Consommation”. Rumania: Law concerning the 
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control of unfair competition” (1991). Hong Kong: “Foods 
and Drugs (composition and labelling) Regulations” (23 
de julio de 1993); “Commercial television (advertising) 
Regulations” (23 de julio de 1993); “Commercial tele- 
vision (advertising) Regulation” (24 de diciembre de 
1994); “Pesticides ordinance” (23 de octure de 1992); 
“Perticides regulations” (26 de febrero de 1993). Esta- 
dos Unidos de América: “En Act to amend the Federal 
Food, Drug and Cosmetic Act to Estblish Standard with 
respect to Dictary suplement, and form other purposes” 
(25 de cotubre de 1994), etc. 


Además de un gran cúmulo de “Recomendaciones” 
emitidas por la comisión de Clauses Abusives francesa, 
en los diversos puntos que atañen al presente proyecto. 


Varios puntos han merecido especial dedicación, 
como ser el de la salud de los consumidores, que cons- 
tituye una problemática acuciante de los últimos años, 
por la incidencia de aspectos tales como la deficiente 
manipulación de productos con ingredientes tóxicos (p. 
ej. agroquímicos) o radioactivos. El Estado debe, sobre 
este particular, adquirir preponderancia en el control y 
en la expedición de permisos, y autorizaciones. El pro- 
yecto incorpora en su texto disposiciones de la ONU en 
este aspecto. 


Por lo que se refiere a la autoridad de aplicación, se 
tuvo en cuenta la infraestructura funcional con que ya 
cuenta la Administración Pública, dotándola de un mar- 
co normativo adecuado para ejercer una función de pre- 
vención en las relaciones de consumo y de intermedia- 
ción entre las partes en conflicto. 


Se crea una instancia conciliatoria sucedánea de la 
conciliación judicial, para casos de conflicto en la ma- 
teria específica de las relaciones de consumo. Nuestro 
derecho tiene como antecedente de esta experiencia la 
conciliación ante el Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social, para la materia laboral, que ha dado resultados 
altamente positivos: el número de conciliaciones es ele- 
vado, lo que redunda en un descongestionamiento de la 
justicia laboral, al evitar la prosecución de juicios; la 
especialización de los conciliadores permite que tengan 
un conocimiento profundo del espectro de actividades 
desarrolladas y de la conflictiva más recurrente, lo que 
les habilita para proponer fórmulas de conciliación equi- 
tativas para ambas partes. Las relaciones de consumo 
dan lugar generalmente a relaciones meramente coyun- 
turales entre proveedor y consumidor; se previeron pres- 
cripciones cortas, en cuanto a la responsabilidad del 
proveedor. Ello amerita un procedimiento expedito y 
eficaz de mediación en las controversias, para que las 
disposiciones legales no se conviertan en letra muerta, 
ante la perspectiva de enfrentar una instancia judicial 
costosa y dilatada en el tiempo, que disuadiría de hacer 
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valer sus derechos en especial al consumidor de meno- 
res ingresos. 


En el tema de las sanciones, existen legislaciones 
que tipifican figuras delictivas y otras que se atienen a 
las sanciones administrativas. Se adoptó este segundo 
criterio -en una vasta gama de posibilidades- ya que la 
filosofía del proyecto es más la de prevención en la 
regulación de las relaciones de consumo y la de educa- 
ción para el mismo, que la de represión; sin perjuicio 
de la intervención de la justicia competente en las hipó- 
tesis de delito. 


En suma, la regulación propuesta por el proyecto 
completa en forma necesaria la normativa existente en 
materia civil, protegiendo al consumidor sin coartar los 
derechos del proveedor y proporcionando a ambas par- 
tes mecanismos ágiles, gratuitos y equitativos de reso- 
lución de diferendos. 


José Korzeniak, Reinaldo Gargano. Senadores.” 


19) PENSION A LA VEJEZ O INVALIDEZ 


SEÑOR PRESIDENTE. - Corresponde considerar el asun- 
to que figura en cuarto término del orden del día: “Proyecto de 
ley por el que se establece que los ciudadanos uruguayos resi- 
dentes en la República Federativa del Brasil o en la República 
Argentina, a no más de cinco kilómetros de la frontera de 
nuestro país, no pierden el derecho a la pensión a la vejez o 
invalidez. (Carp. N* 741/97 - Rep. N* 434/97)”. 


SEÑOR MILLOR. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR MILLOR. - Señor Presidente: en una reunión de 
Bancada que hoy realizó el Partido Colorado, se decidió soli- 
citar al Cuerpo que este proyecto retorne a la Comisión, a fin 
de realizar algunas mejoras en su redacción. 


Mociono en ese sentido. 

SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la moción formulada. 

(Se vota:) 

-20 en 22. Afirmativa. 
20) MICRO Y PEQUEÑAS EMPRESAS 

SEÑOR PRESIDENTE. - Se pasa a considerar el asunto 
que figura en el lugar once del orden del día: “Proyecto de ley 
por el que se establece un programa de apoyo al financiamien- 


to de las micro y pequeñas empresas. (Carp. N* 732/97 - Rep. 
N* 446/97)”. 
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(Antecedentes: ) 


“Carp. N* 732/97 
Rep. N* 446/97 


Ministerio de Economía y Finanzas 
Montevideo, 11 de abril de 1997. 
Señor Presidente de la Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de remitir a consi- 
deración de ese Cuerpo el adjunto proyecto de ley por 
el cual se establece un programa de apoyo al financia- 
miento de las micro empresas y de las pequeñas empre- 
sas (PYMES) así como a promover emprendimientos 
conjuntos entre empresas agropecuarias y consorcios 
industriales y exportadores, en tanto contribuyan al de- 
sarrollo de las PYMES. 


A esos efectos, se autoriza una emisión de Bonos 
del Tesoro específicamente destinada a financiar el re- 
ferido programa. 


Se prevé un tope máximo a dicho financiamiento, 
así como la posibilidad de que a través de la fijación de 
tasas de interés preferenciales, el Estado asuma parte de 
los costos financieros. 


Se establece, asimismo, que la referida emisión de 
títulos públicos no se computará dentro de los topes 
previstos para la deuda pública, ya que los mismos se 
compatibilizan con un financiamiento a largo plazo de 
un déficit inferior al 1% (uno por ciento) del PBI anual, 
en el actual período de Gobierno. 


Saluda al señor Presidente con la mayor considera- 
ción. 


Julio María Sanguinetti PRESIDENTE DE LA 
REPUBLICA, Luis Mosca. 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 1”. - Establécese un programa de apoyo al 
financiamiento de la micro y pequeña empresa, a cargo 
del Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Econo- 
mía y Finanzas, a efectos de posibilitar a dichas empre- 
sas el acceso a créditos de bajo costo. Podrá incluirse 
en este programa el financiamiento de proyectos mayo- 
res que refieran a emprendimientos conjuntos entre em- 
presas agropecuarias y consorcios industriales y expor- 
tadores, en tanto contribuyan al desarrollo de las micro 
y pequeñas empresas. 


La Corporación Nacional para el Desarrollo actuará 
como agente financiero. 
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Con destino a financiar el referido programa, autorí- 
zase la emisión y circulación de hasta U$S 30:000.000,00 
(treinta millones de dólares de los Estados Unidos de 
América) en Bonos del Tesoro, en las condiciones y 
plazos que establecerá la reglamentación, pudiendo in- 
cluir tasas de interés preferenciales. 


El Ministerio de Economía y Finanzas informará 
semestralmente a la Asamblea General. 


La emisión autorizada por este artículo no está com- 
prendida en los topes establecidos por la Ley N* 16.812, 
de 14 de marzo de 1997. 


Art. 2”. - Comuníquese, publíquese, etc. 


Luis A. Mosca. 
CAMARA DE SENADORES 
Comisión de Hacienda 
PROYECTO SUSTITUTIVO 


Artículo 1”. - Créase un programa de apoyo a las 
micro empresas y a las pequeñas empresas, de acuerdo 
con la definición del Instituto Nacional de Estadística, 
cuyo financiamiento será de cargo del Poder Ejecutivo 
y será ejecutado por la Corporación Nacional para el 
Desarrollo, actuando esta institución como agente fi- 
nanciero. 


Art. 2”. - El Ministerio de Economía y Finanzas 
acordará con la Corporación las condiciones básicas a 
las que esta entidad deberá ajustarse, las que entre otras 
serán específicamente: 


a) En cuanto al destino. Financiar la adquisición 
de equipamiento y la disponibilidad de capital 
de giro de las micro empresas y de las pequeñas 
empresas. 


b) En cuanto a los sub-agentes. La Corporación 
determinará que la concreción de las operacio- 
nes de crédito destinadas a financiar los proyec- 
tos podrán ser realizadas en calidad de sub-agen- 
tes, por instituciones de intermediación financie- 
ra reguladas por el Banco Central del Uruguay, 
O instituciones de crédito o entidades públicas o 
privadas con aptitudes para otorgar créditos con 
las finalidades establecidas en el programa que 
se establece. 


c) En cuanto a los intereses. Se acordará una tasa 
preferente. 


d) En cuanto a los procedimientos de apoyo. La 
aprobación de los proyectos y su financiación 
requerirán cuatro votos conformes del Directo- 
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rio de la Corporación Nacional para el Desarro- 
llo. Podrá, según las circunstancias del caso, pres- 
cindirse de la exigencia de balances y de garan- 
tías reales o personales. 


Art. 3". - La recuperación resultante de la aplica- 
ción de este programa pasará a integrar el patrimonio 
de la Corporación Nacional para el Desarrollo. 


Art. 4%. - Podrá incluirse en este programa la parti- 
cipación o el financiamiento de proyectos mayores que 
se refieran a emprendimientos conjuntos entre empre- 
sas agropecuarias o industriales con micro empresas o 
pequeñas empresas, o cuando contribuyan al desarrollo 
de estas últimas. 


Art. 5. - Con destino a financiar el programa que 
se crea por la presente ley, autorízase a la emisión y 
circulación de hasta U$S 30:000.000 (treinta millones 
de dólares de los Estados Unidos de América) en Bo- 
nos del Tesoro, en las condiciones y los plazos que 
establecerá la reglamentación, pudiendo incluir tasas de 
interés preferenciales. El Ministerio de Economía y Fi- 
nanzas depositará en el Banco Central del Uruguay el 
producto de la emisión que se autoriza, a la orden de la 
Corporación Nacional para el Desarrollo. 


Art. 6”. - En coordinación con el Ministerio de Eco- 
nomía y Finanzas, la Corporación Nacional para el De- 
sarrollo podrá retirar, a cuenta de los montos deposita- 
dos a que hace referencia el artículo anterior, hasta la 
cantidad de U$S 5:000.000 (cinco millones de dólares 
de los Estados Unidos de América) en concepto de ade- 
lanto por las amortizaciones de capital y los intereses 
que perciba de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 
3 


A los efectos previstos por el artículo 5” de la pre- 
sente ley, increméntase en U$S 30:000.000 (treinta mi- 
llones de dólares de los Estados Unidos de América) la 
emisión y el circulante de Bonos del Tesoro a que hace 
referencia el artículo 1” de la Ley N* 16.812, de 14 de 
marzo de 1997. 


Art. 7%. - El Ministerio de Economía y Finanzas 
ejercerá la supervisión de la ejecución por la Corpora- 
ción Nacional para el Desarrollo del programa que se 
crea, pudiendo formular las observaciones que estime 
pertinentes para alcanzar las finalidades que se propo- 
nen en el mismo. 


Sala de la Comisión, 31 de julio de 1997. 


Hugo Fernández Faingold (Miembro Informan- 
te), Danilo Astori (con salvedades que expondrá 
en Sala), Jorge Batlle, Alberto Couriel (con sal- 
vedades), Guillermo García Costa, Luis Hierro 
López, Luis Eduardo Mallo. Senadores.” 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Léase el proyecto. 
(Se lee) 
-En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador 
Fernández Faingold. 


SEÑOR FERNANDEZ FAINGOLD. - La Comisión de Ha- 
cienda examinó varios textos del proyecto destinado a aumen- 
tar el capital de la Corporación Nacional para el Desarrollo, 
habiendo prevalecido en su seno, en los últimos meses, el 
criterio de que este aumento debía establecerse con una finali- 
dad específica que, por otra parte, esta Corporación había ad- 
mitido como importante. 


Con la valiosísima colaboración del señor Senador Mallo, 
y luego de repetidas consultas con el señor Representante 
Atchugarry y con el Ministerio de Economía y Finanzas, se 
fue elaborando un proyecto mediante el cual se establece un 
programa referido al fortalecimiento de la micro y la pequeña 
empresa, cuya ejecución se entrega a la Corporación Nacional 
para el Desarrollo, no sólo en virtud de que ésta ha demostra- 
do una notoria idoneidad para administrar recursos dirigidos al 
mencionado sector productivo, sino también porque a lo largo 
de los últimos años ha definido una particular vocación y un 
profundo deseo de especializarse en el apoyo a este tipo de 
empresa, en todos los sectores productivos. 


Esto se ha dado a partir del reconocimiento de la importan- 
cia que el sector de la micro y pequeña empresa tiene en 
materia de generación de empleo, y del aprendizaje de un 
conjunto de lecciones en cuanto al fortalecimiento de las mis- 
mas, por la producción simultánea de ciertos hechos de natu- 
raleza diferente. El primero de ellos -al que apunta este pro- 
yecto de ley- es la existencia de fondos para ser entregados a 
través de ventanillas que se especialicen, precisamente, en este 
tipo de empresas. De esta forma, al hecho de discutir el otor- 
gamiento de un crédito, se adjuntan algunas instancias inicia- 
les referidas a la evaluación de los proyectos que motivan la 
solicitud de crédito por parte de la micro y pequeña empresa 
y, al mismo tiempo, la posibilidad de asesorar, no sólo a partir 
de los resultados que esa evaluación arroje en cuanto a la 
naturaleza y contenido del proyecto mismo, sino también man- 
teniendo, dentro de lo que tradicionalmente se llamó mecanis- 
mos de supervisión de créditos, la posibilidad de continuar 
apoyando a dichas empresas en el emprendimiento mismo. 


A esta dimensión particular del crédito para micro y pe- 
queñas empresas -que se ha demostrado en el mundo entero 
que constituye casi una condición “sine qua non” para su éxi- 
to- se agrega también la necesidad de apoyarlas por la línea de 
la creación de un ambiente regulatorio más amigable desde el 
punto de vista del conjunto del Estado. El carácter amigable 
de este ambiente regulatorio es el que marca las prácticas rela- 
tivas a la inscripción del micro y pequeño empresario ante el 
Estado, facilitándole no solamente los trámites, sino también 
la relación con los organismos encargados de la recaudación 
de los tributos y de toda otra vinculación con los aspectos 
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regulatorios de la tarea del Estado referidos a este sector de 
micro empresas. 


Además, hay que tener en cuenta la relación que existe 
entre la concesión y supervisión del crédito y el apoyo a las 
micro y pequeñas empresas a través de estas líneas especiales. 
A la necesidad del desarrollo de un ambiente más adecuado y 
amigable -a partir de esta conjunción de hechos- se suma la 
que en muchos casos se plantea, cuando estos micro empren- 
dimientos o pequeñas empresas articulan sus actividades pro- 
ductivas y de intercambio con otras de mayor tamaño, insertas 
en el proceso exportador del país. 


Apuntando a todos estos aspectos y luego de discusiones 
muy valiosas, la idea inicial de apoyar un aumento del capital 
de la Corporación Nacional para el Desarrollo fue transforma- 
da en la Comisión -a partir de textos que surgen del origen que 
he planteado- convirtiéndose en un programa de apoyo a la 
micro y pequeña empresa, ejecutado a través de la Corpora- 
ción Nacional para el Desarrollo, que para estos efectos recibi- 
ría, previo acuerdo con el Ministerio de Economía y Finanzas, 
la suma de U$S 30:000.000, a fin de hacer efectivo dicho 
programa. Para ello, el proyecto autoriza la emisión y circula- 
ción de hasta esa suma en Bonos del Tesoro en las condicio- 
nes y plazos que establecerá la reglamentación, pudiendo in- 
cluir tasas de interés preferenciales. Dicha emisión estará com- 
prendida en los topes de emisión que en este proyecto se au- 
mentan en U$S 30:000.000, porque la Comisión entendió que 
no deberían continuar autorizándose emisiones por fuera de 
los topes establecidos. 


El proyecto autoriza a la Corporación Nacional para el 
Desarrollo a retirar la suma de hasta U$S 5:000.000, de esos 
U$S 30:000.000 que serán depositados en el Banco Central, 
por concepto de adelanto de las amortizaciones de capital y 
los intereses que percibirá, a partir de la línea de crédito, de 
los micro y pequeños empresarios. El proyecto prevé que la 
recuperación de estos créditos regrese a la Corporación Na- 
cional para el Desarrollo, con destino a capitalizarla. Es de- 
cir, señor Presidente, que se autoriza una emisión de hasta 
U$S 30:000.000 a la orden de la Corporación Nacional para el 
Desarrollo, que se depositan en el Banco Central, a los efectos 
de financiar este programa de apoyo a la micro y pequeña 
empresa. Además, se establece que la recuperación de esos 
créditos estará destinada a la Corporación Nacional para el 
Desarrollo, con propósitos de capitalización y, finalmente, se 
prevé que U$S 5:000.000 podrán ser retirados por ésta en 
concepto de adelanto de esa recuperación. 


Se señala, además, que de acuerdo con las condiciones 
establecidas en el proyecto de ley, están dados los lineamien- 
tos básicos de este programa en cuanto a su destino, referido a 
la adquisición de equipamiento y disponibilidad de capital de 
giro de las micro empresas; también se dan los lineamientos 
en cuanto a los subagentes, diciéndose que la Corporación 
Nacional para el Desarrollo podrá determinar que la concre- 
ción de estas operaciones de crédito podrá ser realizada a tra- 
vés de ellos, actuando en calidad de tales las instituciones de 
intermediación financiera reguladas por el Banco Central, por 
instituciones de crédito o por entidades públicas o privadas, 
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con aptitudes para otorgar créditos con las finalidades estable- 
cidas en este programa y en ese carácter que señalamos de 
ventanilla especializada. 


En particular, tal como lo indica el literal c) del artículo 2*, 
se acuerda que estos créditos podrán tener una tasa preferen- 
te, y que para la aprobación de los proyectos y su financia- 
ción -que requerirá una mayoría especial de cuatro votos con- 
formes en el Directorio de la Corporación Nacional para el 
Desarrollo- podrá prescindirse de la exigencia de balances y 
de garantías reales o personales. 


En términos generales, quisiera transmitir al Cuerpo que 
entendemos que con este proyecto de ley se inicia una dimen- 
sión interesante a partir de experiencias llevadas adelante por 
la Corporación Nacional para el Desarrollo que, como bien 
señaló el señor Senador Couriel en la Comisión, de alguna 
manera reflejan la transformación que ha sufrido este tipo de 
Corporaciones creadas hace décadas en los países de América 
Latina. En el caso de Uruguay, a través de este apoyo finan- 
ciero directo estaríamos propiciando una especialización de la 
Corporación -no excluyente- en operaciones de esta naturale- 
za, con el fin de apoyar a este sector de la producción nacio- 
nal. 


A partir de estos argumentos, la Comisión de Hacienda 
decidió recomendar al Cuerpo la aprobación de este proyecto 
de ley. 


SEÑOR COURIEL. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR COURIEL. - El señor Senador Fernández Fain- 
gold ha hecho una historia de este proyecto de ley, donde 
quedó en claro una tarea relevante del señor Senador Mallo, 
quien siempre tuvo el gesto de brindarnos toda la información. 
Asimismo, existió la participación del señor Representante Na- 
cional Atchugarry, por quien tenemos mucho respeto y estima 
debido a su actuación legislativa. 


En base a esos elementos y entendiendo que el tema de las 
micro y pequeñas empresas es extraordinariamente relevante 
en el país para la generación de empleo, a pesar de que hay 
artículos que no compartimos -a los que haremos referencia 
más adelante- luego de una consulta con nuestro grupo políti- 
co, hemos decidido votar este proyecto de ley favorablemente, 
con salvedades que vamos a exponer de inmediato. 


En primer lugar, compartimos la filosofía del proyecto de 
ley en el sentido de acompañar, apoyar y promover a las micro 
y pequeñas empresas. Nos parece que desde ese punto de vista 
hay elementos positivos como por ejemplo poder otorgar los 
créditos sin tener necesariamente en cuenta o prescindiendo de 
la exigencia de balances y de garantías reales o personales. 
Este es un tema por el que estas empresas siempre tienen 
dificultades para poder recibir créditos. Cada vez que una mi- 
cro o pequeña empresa se presenta ante instituciones de crédi- 
to financieras -estatales o privadas- los requerimientos de ava- 
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les, fianzas, garantías o balances son de tal naturaleza que 
muchas veces impiden la concreción del crédito correspon- 
diente. Entonces, hay una expresión inequívoca de que por un 
lado se requiere una mayoría, determinada en el literal d) del 
artículo 2”, pero según las circunstancias se podrá prescindir 
de la exigencia del balance y de las garantías reales o persona- 
les. Esto nos parece un elemento positivo, así como el hecho 
de que se buscarán mecanismos tendientes a lo que podríamos 
denominar como un subsidio a la tasa de interés. En el Uru- 
guay de hoy las tasas de interés activas, sobre todo en moneda 
nacional, son muy altas y muchas veces también lo son en 
moneda extranjera. Estas micro y pequeñas empresas requie- 
ren de un financiamiento de tal naturaleza que, si las tasas de 
interés fueran, por ejemplo, las del crédito social que utiliza el 
Banco de la República -que actualmente ascienden al 40%, 
50% o 60%, en términos reales- sería imposible que recibieran 
esos créditos y alcanzaran la eficiencia esperada porque ten- 
drían un costo financiero tan alto que les impediría cumplir las 
funciones básicas para las cuales fueron creadas. 


También creemos que en el mundo de hoy a veces apare- 
cen micro y sobre todo pequeñas empresas innovadoras. Es un 
hecho que el tamaño de estas empresas les facilita esa innova- 
ción, sumado a otro elemento que me parece sustantivo, como 
es el de generar más empleo productivo que otras de otro 
tamaño. 


Desde ese punto de vista, me parece que el proyecto de ley 
sobre el que trabajaron diversos Legisladores -particularmente 
el señor Senador Mallo en el caso de la Comisión- tiene ele- 
mentos positivos que nos llevan a acompañarlo. Sin embargo, 
hay tres aspectos que preocupan: en primer lugar, el artículo 
6” expresa un adelanto, un retiro a cuenta a la Corporación 
Nacional para el Desarrollo de U$S 5:000.000. En realidad, 
según esta disposición, una vez que se utilicen los préstamos 
por U$S 30:000.000, el retorno de ese crédito quedará para 
capital de la Corporación. Es aquí donde no compartimos una 
disposición de esta naturaleza. En principio, hubiéramos de- 
seado mayor información; desconocemos las causas que lle- 
van a otorgar ese adelanto, como tampoco sabemos el destino 
que van a tener esos U$S 5:000.000. En consecuencia, no nos 
parece positivo que esto se incluya en un proyecto de ley por 
el cual se van a emitir títulos públicos para darle en exclusivi- 
dad a las micro y pequeñas empresas, que pueden ser innova- 
doras y generadoras de empleo, a las que se busca rebajar sus 
tasas de interés, y a las que no se les pide fianza, aval o 
garantía en determinadas circunstancias. De todas formas, ello 
se coló en este proyecto de ley; estaríamos adelantándole ya, a 
la Corporación Nacional para el Desarrollo, U$S 5:000.000 de 
los cuales se desconoce su destino. Normalmente, cuando voto 
un Presupuesto o una autorización de gastos, sé para qué es, 
conozco si se trata de un gasto determinado, para una oficina 
que lo solicita, para una inversión concreta o para aumento de 
sueldos. Aquí no se explicita ningún elemento que apunte a 
saber el destino de ese dinero que se dará a la Corporación. 


Por estas razones, no estamos en condiciones de votar este 
artículo que, en algún momento, nos hizo reflexionar sobre la 
relevancia de un tema de esta naturaleza, dado el escenario 
político nacional que estamos viviendo actualmente. 
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En segundo término, se van a emitir U$S 30:000.000 que 
se van a entregar a la Corporación Nacional para el Desarrollo 
y esto se llama deuda interna. Pensamos que la deuda interna 
debería tener el privilegio y la preponderancia de ser en mone- 
da nacional, ya que el Uruguay no emite dólares. Sin duda, 
estamos viviendo una situación internacional de entrada de 
capital en América Latina y aquí en el Uruguay, pero estas 
cosas son reversibles. Pueden aparecen acontecimientos en el 
mundo internacional que lleven a elevar la tasa de interés en el 
mercado financiero y se modifiquen los movimientos de capi- 
tal. Nosotros tendremos que pagar los servicios de la deuda, 
los intereses y las amortizaciones en moneda extranjera cuan- 
do ni siquiera estamos trayendo equipo o nada que tenga que 
ver con capital de giro. 


Por lo tanto, entendemos que sería mejor que la emisión de 
U$S 30:000.000 fuera en moneda nacional reajustable por el 
Indice de Salarios, por el Indice de Precios al Consumo, por el 
precio implícito del producto o por el tipo de cambio, en fin, 
que fuera reajustable porque, de lo contrario, va a limitar con- 
siderablemente la posibilidad de colocación de títulos de esa 
naturaleza. 


Sin embargo, nuevamente se emiten títulos en moneda ex- 
tranjera, en deuda interna, que deberán pagarse en esa mone- 
da. Además, hoy existe un mercado en moneda extranjera ofer- 
tante, pero mañana puede ser demandante, lo que puede afec- 
tar la política cambiaria en el futuro del país. 


El otro elemento también tiene que ver con el artículo 6*. 
Nos referimos a que cuando se fija un tope, es para cumplirlo. 
Con respecto a los U$S 30:000.000 a que refiere el proyecto 
de ley, tengo la sensación de que en un texto presentado por el 
señor Senador Mallo se planteaba que quedara dentro de los 
topes correspondientes existentes en la actualidad. Por lo tan- 
to, si en cada ley vamos a variar los topes, no sirven; ellos son 
útiles si realmente hay una necesidad de tener que modificar- 
los. Pienso que un monto de la naturaleza del que estamos 
hablando, de ninguna manera parece una razón válida para 
realizar esa modificación. 


Adelanto, señor Presidente, que vamos a votar en general 
el proyecto de ley -no acompañaremos algunos de sus artícu- 
los en la discusión particular- porque entendemos que la pro- 
moción y el apoyo de las micro y pequeñas empresas es un 
hecho positivo en el Uruguay de hoy, ya que ello puede ayu- 
dar a resolver o a mejorar el desempleo, así como también los 
niveles de innovación a partir de préstamos que puedan recibir 
de instituciones financieras con tasas de interés menores y sin 
los avales, fianzas y garantías que se exigen ahora. 


Reitero que en el proyecto de ley hay tres temas que, a 
nuestro juicio, son negativos: primero, que se adelante capital 
a la Corporación sin conocer causas ni destinos; segundo, que 
se modifiquen los topes correspondientes; y, tercero, que en 
lugar de emitir en moneda nacional reajustable, se lo haga en 
moneda extranjera exclusivamente. 
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Nada más. Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota:) 
-22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
SEÑOR ASTORL. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR ASTORLI. - Señor Presidente: hemos votado afir- 
mativamente este proyecto de ley porque, a nuestro juicio, 
persigue objetivos ampliamente compartibles, especialmente 
en las actuales circunstancias que vive el Uruguay. 


En realidad, siempre hemos pensado que las micro y me- 
dianas empresas están llamadas a cumplir un papel muy im- 
portante en la economía de nuestro país. Lo pensamos sobre 
todo ahora, que un gran dinamismo tecnológico ha hecho po- 
sible que pequeñas empresas y micro empresas -como aqué- 
llas a las que se refiere este proyecto de ley- no sólo tengan 
viabilidad económica como no la tenían hace tiempo, sino 
que, simultáneamente, puedan estar cumpliendo un papel muy 
importante en la generación de puestos de trabajo que tanto 
necesita el Uruguay. 


Por otra parte, debe recordarse que estas empresas, por su 
escasísima dimensión, tienen una dificultad notoria para acce- 
der al crédito y financiar sus proyectos. Tanto su costo como 
las duras exigencias que suelen plantearse en materia de ga- 
rantías reales -que, precisamente, son las que no tienen las 
micro y pequeñas empresas- han hecho que esas instituciones 
importantes se vean muchas veces impedidas de acceder al 
financiamiento que permitiría llevar a cabo los emprendimien- 
tos que proponen. 


Por estas razones, señor Presidente, creemos que este pro- 
yecto de ley viene a atender objetivos muy importantes para el 
país, que constituyen los fundamentos esenciales en los que 
basamos nuestro voto afirmativo. 


SEÑOR PRESIDENTE. - En discusión particular. 
Léase el artículo 1*. 


SEÑOR FERNANDEZ FAINGOLD. - Formulo moción 
para que se suprima la lectura de todos los artículos. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la moción formula- 
da. 


(Se vota:) 


-24 en 24. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
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En consideración el artículo 1”. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el 
siguiente: 


“ARTICULO 1”. - Créase un programa de apoyo a 
las micro empresas y a las pequeñas empresas, de acuer- 
do con la definición del Instituto Nacional de Estadísti- 
ca, cuyo financiamiento será de cargo del Poder Ejecu- 
tivo y será ejecutado por la Corporación Nacional para 
el Desarrollo, actuando esta institución como agente 
financiero.”) 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-24 en 24. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 2”. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el 
siguiente: 


“ARTICULO 2". - El Ministerio de Economía y Fi- 
nanzas acordará con la Corporación las condiciones bá- 
sicas a las que esta entidad deberá ajustarse, las que 
entre otras serán específicamente: 


a) En cuanto al destino. Financiar la adquisi- 
ción de equipamiento la disponibilidad de ca- 
pital de giro de las micro empresas y de las 
pequeñas empresas. 


b) En cuanto a los sub-agentes. La Corpora- 
ción determinará que la concreción de las ope- 
raciones de crédito destinadas a financiar los 
proyectos podrán ser realizadas en calidad de 
sub-agentes, por instituciones de intermedia- 
ción financiera reguladas por el Banco Cen- 
tral del Uruguay, o instituciones de crédito o 
entidades públicas o privadas con aptitudes 
para otorgar créditos con las finalidades esta- 
blecidas en el programa que se establece. 


c) En cuanto a los intereses. Se acordará una 
tasa preferente. 


d) En cuanto a los procedimientos de apoyo. 
La aprobación de los proyectos y su finan- 
ciación requerirán cuatro votos conformes del 
Directorio de la Corporación Nacional para 
el Desarrollo. Podrá, según las circunstancias 
del caso, prescindirse de la exigencia de ba- 
lances y de garantías reales o personales.””) 


SEÑOR RICALDON!I. - Pido la palabra. 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR RICALDON!I. - Señor Presidente: quisiera que el 
señor Miembro Informante me aclarara cuál es el alcance del 
literal d) del artículo 2*. 


Me explico. En la primera frase del literal d), se dice: “La 
aprobación de los proyectos y su financiación requerirán cua- 
tro votos conformes del Directorio de la Corporación Nacional 
para el Desarrollo”. En la segunda frase, se agrega: “Podrá, 
según las circunstancias del caso, prescindirse de la exigencia 
de balances y de garantías reales o personales”. Mi pregunta 
es si se entiende que los cuatro votos conformes también se 
requerirían para que la Corporación pueda prescindir de la 
exigencia de balances y de garantías reales o personales, o no. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Miem- 
bro Informante. 


SEÑOR FERNANDEZ FAINGOLD. - Señor Presidente: 
debo aclarar que lo que expresa el señor Senador no es lo que 
plantea el literal d); sin perjuicio de ello, ambos temas están 
ligados. 


Es notorio que las micro empresas y las pequeñas empre- 
sas, muchas veces constituyen el inicio de una actividad pro- 
ductiva por gente que no necesariamente está en condiciones 
de aportar capital ni de operar un emprendimiento productivo, 
de acuerdo con las exigencias de administración y de gestión 
de una empresa moderna. 


Por esa razón, en la presentación inicial señalábamos que 
la idea sobre la que se basa este proyecto es la de constituir 
una línea de crédito a la medida, tanto en cuanto a los intere- 
ses con una tasa preferente, como a las exigencias que se le 
plantean a quien está haciendo una solicitud de crédito. A 
propósito, mencioné la existencia de alguna tecnología que 
permite realizar la evaluación de proyectos prácticamente en 
mostrador, lo que permite detectar su viabilidad y colaborar 
con quien está haciendo la solicitud -es decir, el pequeño em- 
presario y micro empresario- en el ajuste y reforma de los 
proyectos, que luego conducen a la supervisión del crédito y 
hasta a la prestación de asistencia al micro empresario y al 
pequeño empresario, precisamente, reconociendo el carácter 
especial de ese emprendimiento. 


Muchas empresas del país que tienen más de un siglo, en 
algún momento empezaron como micro empresas o empresas 
personales, pero fueron adquiriendo experiencia de gestión a 
lo largo del tiempo. Los requerimientos que actualmente hace 
el sistema financiero al evaluar cualquier proyecto para el cual 
se solicita crédito, en general exigen la presencia de un profe- 
sional -como, por ejemplo, un contador- para presentar la in- 
formación de determinada manera, a efectos de que la evalua- 
ción que hace luego la institución financiera pueda caer dentro 
de ciertos parámetros que, en este caso, estarían siendo susti- 
tuidas por esa tecnología que yo mencionaba y que ha ido 
desarrollando el mundo y que mencionaba anteriormente. 
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De lo que se trata es que el micro y pequeño empresario 
pierdan el temor a la presentación de documentación por pro- 
fesionales y aun a la existencia de garantías en un sistema de 
ventanillas especializado. 


La experiencia de la Corporación en la utilización de líneas 
de crédito internacional para estos fines, indica que la morosi- 
dad en el crédito a la micro y pequeña empresa, aun en condi- 
ciones muy flexibles, es menor que la que existe en el sistema 
financiero para otro tipo de créditos dirigidos a las empresas. 


Este tipo de flexibilización de los requisitos es lo que, en 
cierta medida, nos lleva a plantear en el mismo literal la posi- 
bilidad de que la aprobación de los proyectos que ingresan al 
Directorio de la Corporación con una evaluación realizada en 
los términos a que he hecho referencia, deba tener, como ga- 
rantía, una mayoría especial. Entonces, ese es el sentido que 
tiene esta norma, así como está planteada. 


En cuanto a la pregunta específica, puedo decir que los 
cuatro votos se exigen para aprobar un proyecto que incluye la 
evaluación en los informes técnicos, pero no necesariamente 
para aceptar la prescindencia en cuanto a la exigencia de ba- 
lances y de garantías reales o personales. 


SEÑOR ASTORI. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR ASTORLI. - A nivel de Comisión, se agrupó este 
conjunto de elementos en un solo literal, precisamente, porque 
refieren a los procedimientos de apoyo. Cabe aclarar, inclusi- 
ve, que en la versión original estaban ordenados de una mane- 
ra distinta, a nuestro juicio, bastante más imprecisa. 


(Murmullos en Sala) 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Presidencia exhorta a los se- 
ñores Senadores a que trabajemos con el respeto necesario 
entre todos. 


Puede continuar el señor Senador Astori. 


SEÑOR ASTORI. - Por otra parte, señor Presidente, tal 
como ha explicado el señor Senador Fernández Faingold en 
forma rigurosa, el sentido de este literal es que las mayorías 
especiales se requieren sólo para la aprobación del proyecto y 
su financiación. No obstante, para mayor tranquilidad y acla- 
rar aún más el texto -si el Cuerpo y, especialmente, el señor 
Senador Ricaldoni lo entienden conveniente- en la última fra- 
se del literal d) se podría incluir lo siguiente: “Por mayoría 
simple podrá, según las circunstancias del caso, prescindirse 
de la exigencia de balances y de garantías reales o persona- 


” 


les”. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Quiere decir, entonces, que el 
final del literal d) del artículo 2” quedaría redactado con las 
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modificaciones que plantea el señor Senador Astori en cuanto 
a que los proyectos se aprobarían con la mayoría de cuatro 
miembros, mientras que para la calificación final de la exigen- 
cia de balances de garantías reales o personales se requeriría 
mayoría simple. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 2", 
con las modificaciones a que se ha hecho referencia. 


(Se vota:) 
-25 en 25. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En consideración el artículo 3". 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el 
siguiente: 


“ARTICULO 3". - La recuperación resultante de la 
aplicación de este programa pasará a integrar el patri- 
monio de la Corporación Nacional para el Desarrollo.”) 


-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-24 en 25. Afirmativa. 

En consideración el artículo 4”. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el 
siguiente: 


“ARTICULO 4”. - Podrá incluirse en este programa 
la participación o el financiamiento de proyectos mayo- 
res que se refieran a emprendimientos conjuntos entre 
empresas agropecuarias o industriales con micro em- 
presas O pequeñas empresas, o cuando contribuyan al 
desarrollo de estas últimas.”) 


SEÑOR RICALDON!I. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR RICALDONI. - Mi intervención tiene algo que 
ver con la consulta que planteé anteriormente. 


En el artículo 4” se dice que podrá incluirse en este progra- 
ma la participación o el financiamiento de los proyectos ma- 
yores -subrayo este concepto- que refieren a emprendimientos 
conjuntos entre empresas agropecuarias o industriales con mi- 
cro empresas o pequeñas empresas, o cuando contribuyan al 
desarrollo de estas últimas. Puedo entender muy bien, sobre 
todo, luego de la explicación de los señores Senadores Fernán- 
dez Faingold -como Miembro Informante- y Astori -como in- 
tegrante de la Comisión- la necesidad en ciertos casos de sim- 
plificar los trámites y prescindirse de la exigencia de balances 
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y de garantías reales o personales, cuando se trate de pequeñas 
empresas. Sin embargo, cuando el proyecto mayor abarca a 
empresas importantes, agropecuarias o industriales, entiendo 
que más allá de que se asocien con las PYMES debería tenerse 
en cuenta que no se justifica de la misma manera -salvo que se 
me convenza de lo contrario- que éstas, que participan en la 
elaboración de un proyecto que habrá de juzgar la Corpora- 
ción Nacional para el Desarrollo, se puedan ver relevadas de 
la exigencia de balances o, en su caso, de garantías reales o 
personales, sobre todo, observando la importancia de los cré- 
ditos que pueden llegar a recibir. 


Quería consultar sobre este aspecto porque, a la letra del 
artículo 4%, estos proyectos mayores están comprendidos den- 
tro del régimen de votación del literal d) del artículo 2” -según 
el cual para la aprobación del proyecto se requieren cuatro 
votos- pero en lo que tiene que ver con la prescindencia y 
exigencia de balances y de garantías reales o personales, esta- 
rían dentro del tema de las pequeñas y medianas empresas. 


SEÑOR SANTORO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SANTORO. - En principio, pido excusas porque 
no soy miembro de esta Comisión y, simplemente, deseo seña- 
lar lo siguiente. 


Hasta el momento, se ha seguido con el tratamiento en lo 
que tiene que ver con los cuatro votos para la aprobación de 
los proyectos y con mayoría simple para los casos en que se 
deba expedir sobre la exigencia de balances y garantías reales 
O personales, tema que se incluye en el literal d) del artículo 2? 
que ya fue votado. Ahora bien; el señor Senador Ricaldoni, al 
analizar el artículo 4”, vuelve un poco sobre ese tema por 
cuanto estima que la exigencia de los cuatro votos también 
alcanza a los programas de participación en el financiamiento 
de proyectos mayores, que refieren a emprendimientos con- 
juntos entre las empresas, tal como aquí se señala. Asimismo, 
el señor Senador vuelve a plantear lo relativo a la diferencia 
entre cuatro votos para aprobar el programa y los tres votos 
para prescindir de la exigencia de balances y garantías reales o 
personales. 


En momentos en que se trató el literal d) del artículo 2* nos 
mantuvimos en silencio, pero, en este caso, estimamos que si 
se modifican las mayorías, evidentemente, con ello se incidiría 
en forma importante en lo que tiene que ver con la exigencia 
de los cuatro votos para la aprobación de los programas, por- 
que simplemente con tres votos se elimina la exigencia del 
balance y de garantías reales o personales, circunstancia que 
también se da en el artículo 4”. En principio, habíamos enten- 
dido que los cuatro votos se exigían para todos estos meneste- 
res, sin embargo en el Senado primó el otro criterio. 


Por todo esto y en razón de lo que está tratando ahora el 
señor Senador Ricaldoni, me gustaría saber si existe la posibi- 
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lidad de analizar este tema con mayor profundidad. Formulo 
estas apreciaciones, sobre todo, porque en este momento se 
encuentra presente uno de los redactores de este proyecto de 
ley, el señor Senador Mallo, quien podría aportar su conoci- 
miento, pues sabemos cuánta participación tuvo en la elabora- 
ción de esta iniciativa que modifica la que originalmente se 
había presentado en el Senado. Entonces, nos animamos a 
dejar insinuadas las posibilidades de analizar en forma más 
profunda cuándo se exigen los cuatro votos y cuándo se re- 
quiere mayoría simple o, en su caso, si siempre se exige los 
cuatro votos para la determinación de todas estas decisiones. 


SEÑOR MALLO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR MALLO. - El señor Senador Fernández Faingold 
podrá corroborar que la exigencia de los cuatro votos es el 
resultado de un acuerdo, el cual creo debe mantenerse. Digo 
esto porque, si bien es verdad que este proyecto tuvo su géne- 
sis en una vinculación de orden político en la que estuvieron 
involucrados integrantes de la coalición, la aspiración es que 
sea un proyecto nacional, que no refiera a grupos políticos y, 
por ende, que no tenga un sentido político. Por el contrario, el 
verdadero sentido político es prescindir de lo que se ha mane- 
jado tradicionalmente como político. 


En cuanto a las mayorías, hay una ley de Presupuesto no 
muy lejana, creo que de las últimas -no tengo en este momen- 
to en mi poder la carpeta con los antecedentes- donde dice que 
para determinados actos, la mayoría de dos tercios se calculará 
sobre el número de la Corporación como si estuviera integrada 
por agentes privados. Es decir que se calculará sobre siete y 
no sobre cinco, con lo cual ya no se establece una mayoría de 
cuatro, sino que el resultado es la unanimidad. Digo esto por- 
que dos tercios de siete da cuatro coma seis, con lo que se 
exigen cinco votos. 


Me parece que exigir la unanimidad es restablecer aquello 
tan denostado del “liberum veto” de la Dieta polaca donde, al 
requerirse para cualquier resolución la unanimidad, no se lle- 
gó a nada. 


En lo que tiene que ver con la exigencia de los cuatro 
votos, no quisiera decir algo que fuera molesto para nadie, 
pero creo que muchas veces las intenciones son mejores que 
los resultados. Quiero decir que, frecuentemente, en el Capita- 
lismo los resultados son mejores que las intenciones y en el 
Socialismo sucede lo contrario: las intenciones son mejores 
que los resultados. 


Por otra parte, no quiero entrar a un estudio de la historia 
de la Corporación Nacional para el Desarrollo, pero debo de- 
cir que ha habido errores que no voy a enumerar, pero que 
presumo que fueron cometidos de buena voluntad o de buena 
intención, que son los que más se parecen a la verdad. Sin 
embargo, lo que debemos evitar con este proyecto de ley es 
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que se le ponga una banderita partidaria. La exigencia de los 
cuatro votos deriva, en cierta medida, del requisito de una 
mayoría. Casi diría que lo deseable sería que esto se encarara 
por unanimidad, sin referencia al origen político de los inte- 
grantes, porque todos pueden aportar algo. En definitiva, creo 
que bajar el quórum para prescindir de balances, es bajarlo 
para la peor situación, es decir, para la que no debería bajarse. 
Digo esto porque lo verdaderamente excepcional y peligroso 
es prescindir de garantías y de balances. 


Personalmente, reconozco que este proyecto de ley tiene 
más posibilidades de fracaso que de éxito. Sin embargo, creo 
que la apuesta bien vale la pena y, por lo tanto, debemos 
apostar a él. En ese sentido, creo que si se otorga un crédito a 
diez jóvenes o a diez entidades constituidas por jóvenes, y dos 
o tres de ellas tienen éxito, esto ya sería un gran logro de la 
iniciativa. Además, debo decir, con respecto a la exigencia de 
balances, que para eso está la figura de los subagentes. Es muy 
difícil conseguir que un productor o una entidad modesta entre 
en contacto con un Banco. Los créditos del BID que, a pesar 
de todo, han funcionado bien, se realizan a través de los Ban- 
cos, y éstos son la garantía, es decir, si el deudor no paga, lo 
hace el Banco. En estas circunstancias, las entidades bancarias 
se cubren y exigen una cantidad de requisitos. Todos hemos 
pasado, alguna vez en la vida, por las horcas o por las ventani- 
llas de un Banco y hemos recibido, con buenos o malos mo- 
dos, cierto vapuleo o hemos experimentado la sensación de 
inferioridad a la que nos han querido reducir. 


Personalmente, aconsejaría a los productores modestos que 
no den sus bienes en garantía, que no pierdan sus casas. 


La experiencia del señor Senador Fernández Faingold, que 
es mayor que la mía, corrobora que los morosos, los deudores 
recalcitrantes, son los grandes y no los pequeños. En general, 
los pequeños deudores se esfuerzan y cumplen mucho más. 
Los perjuicios que ha sufrido todo el sistema bancario del 
Uruguay derivó de los créditos otorgados a grandes deudores. 
Es verdad lo que se dice de que el que debe U$S 50.000 a un 
Banco, tiene un problema, pero si alguien debe U$S 5:000.000, 
el problema es del Banco. 


En consecuencia, creo que hay que mantener el quórum 
para todo. 


En lo que tiene que ver con el artículo del que hablaba el 
señor Senador Ricaldoni, debo decir que se trata de una copia 
casi textual -mi idea era precisamente ésa- del Mensaje del 
Poder Ejecutivo, que es el verdadero nudo del proyecto de ley. 
Digo esto porque, por ejemplo, si una semillerista quiere cose- 
char semillas finas en tres o en cinco hectáreas y tiene que 
montar una empresa para exportarla, secarla o prepararla, no 
lo puede hacer porque en esa gestión se le va la ganancia. En 
cambio, si se articula una empresa que nuclee a otras, enton- 
ces se podría realizar la tarea. Al respecto, existe una expe- 
riencia en las exportaciones a Brasil, por la que determinadas 
empresas -una es una fábrica de pastas, otra de productos por- 
cinos, etcétera- se han juntado y han establecido una oficina 
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en Porto Alegre que se dedica a esa actividad y ha tenido un 
relativo éxito. 


Toda esta iniciativa es una experiencia tentativa. Al res- 
pecto, comparto mucho las objeciones del señor Senador 
Couriel en la Comisión, en el sentido de superar el margen de 
deuda pública, porque la deuda de hoy es el impuesto de ma- 
ñana. En la actualidad, los vientos son totalmente favorables a 
la liquidez del mercado internacional, pero la situación puede 
cambiar. Puede suceder que mañana los Estados Unidos suba 
sus tasas, se dé un “efecto tequila” o que el Brasil sufra un 
traspié; y esto lo sabe perfectamente el Gobierno. El señor 
Ministro de Economía y Finanzas vivió en los años 1988 y 
1989 el drama de no poder colocar los Bonos del Tesoro. Esta 
situación puede volver a darse, por lo que debemos ser muy 
cautos. 


Personalmente, con este proyecto de ley hago una excep- 
ción porque es una apuesta, una novedad, algo que ofrecemos 
a la gente joven, por ejemplo, a los egresados del INAME y a 
los propios funcionarios públicos, a quienes se ha incitado a 
dejar su calidad de dependientes del Estado para ser empresa- 
rios o cuentapropistas. Además, a los uruguayos no nos gusta 
depender de patrones. Entonces, en lugar de continuar ingre- 
sando empleados a los Entes Autónomos, aumentando la buro- 
cracia -considero que ese ya es un punto muerto- vamos a 
intentar otra cosa. 


Es cuanto quería decir, señor Presidente, al fundamentar la 
necesidad de que se mantenga el requisito de cuatro votos para 
todos los casos. Si es necesario presentar una moción para que 
se reconsidere el tema, lo haré. 


SEÑOR BATLLE. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR BATLLE. - Señor Presidente: es evidente que el 
problema en el Uruguay no es entrar a los bancos, sino salir 
vivo de ellos. El tema está muy claro. En el artículo 4% se 
habla de “incluirse en este programa”. Por lo tanto, si se inclu- 
ye en el programa, debe hacerse de acuerdo con las disposi- 
ciones que lo establecen, que se detallan en los literales a), b), 
c) y d) del artículo 2”. Entonces, el literal d) de ese artículo 
comprende las disposiciones del 4”. 


SEÑOR RICALDON!I. - Pido la palabra para una aclara- 
ción. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR RICALDON!I. - Deseaba aclarar que lo que pre- 
guntaba era otra cosa. 


Comparto totalmente este proyecto de ley en lo que tiene 
que ver con las micro y las pequeñas empresas. Sin embargo, 
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en el artículo 4” se prevé -lo que me parece muy bien- que 
esas micro o pequeñas empresas lleven a cabo emprendimien- 
tos a los que denominan “proyectos mayores”, con empresas 
agropecuarias o industriales. Suponemos que son de una im- 
portancia y dimensión infinitamente más grande que las de las 
micro y las pequeñas empresas. 


Hoy preguntaba si es razonable y correcto que a esas gran- 
des empresas, que hacen emprendimientos denominados pro- 
yectos mayores, con tres votos se las exima y exonere -no me 
refiero a las micro y a las pequeñas empresas que participan 
en el emprendimiento mayor, sino a las grandes- de presentar 
balances o garantías reales o personales. Asimismo, me pre- 
gunto si ello no es un riesgo para el objetivo del proyecto de 
ley y para la masa importante de fondos que se destinan a 
estos proyectos mayores. Mi interrogante no está referida, en 
el artículo 4*, a las micro y a las pequeñas empresas, sino a las 
agropecuarias o industriales que hacen los emprendimientos 
conjuntos denominados proyectos mayores. 


SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK. - Mi intención es intentar contri- 
buir a la ordenación del debate. En realidad, se han planteado 
dos problemas. Por un lado, el señor Senador Ricaldoni, se 
refiere a si el artículo 4”, que habla de empresas chicas vincu- 
ladas con grandes emprendimientos conjuntos, incluye la posi- 
bilidad de que a las grandes se las exima de ciertas garantías y 
balances. Este punto no está claro porque lo que dice que se 
puede incluir en el programa es la participación o el financia- 
miento, pero no establece cuáles son todas las condiciones. 
Este sería un primer problema -aclaro que no me estoy pro- 
nunciando sobre la solución- y reitero que no está claro que la 
posibilidad de prescindir de la exigencia de balance de la que 
habla el literal d) del artículo 2%, comprenda también a las 
empresas agropecuarias o industriales. 


El segundo problema refiere a las mayorías que se necesi- 
tan para decidir. Hace unos instantes, en un momento en el 
que creo que el señor Senador Batlle no estaba en Sala... 


SEÑOR BATLLE. - Estaba en Sala. 


SEÑOR KORZENIAK. - Cabe señalar que la Comisión ya 
había resuelto que para prescindir de los balances y garantías 
se necesitaban tres votos, tal como surge de la redacción susti- 
tutiva que proponía el señor Senador Astori; es más, ya se 
había resuelto esto. De manera que ese es otro problema. 


Al mismo tiempo, escucho que el señor Senador Mallo 
ahora está planteando algo así como la reconsideración de ese 
punto. 


Por mi parte, deseaba ordenar mi pensamiento en torno a 
este debate, porque creo que estamos discutiendo dos temas. 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Antes de conceder la palabra al 
señor Miembro Informante, la Presidencia desea formular una 
consulta. 


Cuando el artículo 3? habla de que la recuperación resul- 
tante de la aplicación de este programa pasará a integrar el 
patrimonio de la Corporación Nacional para el Desarrollo, ¿pre- 
tende excluir el artículo 4* de esa recuperación? ¿Por cuánto? 
Si quisieran estar incorporados a esa recuperación, el artículo 
2%, que podría ser “strictu sensu” el programa de desarrollo, y 
el artículo 4” que establece un sistema mixto, lo lógico es que 
el artículo 3” pasara a ser 4* y el 2* y 4” pasaran a ser un 
sistema, permitiendo una ejecución global. 


SEÑOR BATLLE. - Pido la palabra para una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR BATLLE. - No es así, señor Presidente. 


El artículo 3” establece la recuperación resultante de la 
aplicación de todo el programa, y el 4” establece cómo se 
puede incluir en el programa. Por tanto, si está incluido en el 
programa, forma parte del mismo, y lo que de él se recupere 
pasa a integrar el patrimonio. No hay problema de alteración 
del orden. 


Con respecto a la situación del artículo 2%, inciso d), la 
facultad que se da a la Corporación Nacional para el Desarro- 
llo forma parte de los riesgos naturales del ejercicio de las 
funciones financieras. Si nosotros no incluimos esta disposi- 
ción, llámese por mayoría absoluta de tres sobre cinco, por 
mayoría de cuatro o de cinco, no habría posibilidad de liberar 
de la exigencia de balance. 


Lo que estamos haciendo es darles la potestad de que libe- 
ren la exigencia de balance, y pienso que corre de cuenta y 
cargo de la responsabilidad de la Corporación Nacional para el 
Desarrollo juzgar, cuando llegue el caso que se incluye en el 
artículo 4%, a quién de las partes que comprenden la nueva 
sociedad se le eximirá o no de la exigencia del balance. Si se 
establece una sociedad para hacer un emprendimiento en ma- 
yor área y en ella participan micro O pequeñas empresas y 
empresas agropecuarias o industriales que pueden no serlo, 
será la Corporación Nacional para el Desarrollo la que por tres 
votos podrá decidir que a la micro empresa que participa no se 
le exija balance y sí a la otra. 


Entonces, simplemente, lo que estamos haciendo es darle 
la opción a la Corporación Nacional para el Desarrollo de que 
no exija balance porque, de lo contrario, estaría incurriendo en 
violaciones de normas de carácter general una organización de 
crédito, y a aquel que viene a solicitar un crédito, por sí y ante 
sí, sin ninguna facultad expresa, decide no pedirle balance, ni 
ninguna otra exigencia de garantías reales o personales. Va de 
suyo que también podría hacerlo porque creo que no hay nin- 
guna ley que establezca la obligación de que la Corporación 
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Nacional para el Desarrollo solicite garantías; no obstante, es 
natural que lo haga. 


Por lo tanto, aquí no estamos dando un pasavante para que 
alguien diga que presenta un proyecto y reclame que no se le 
exija garantías. Lo único que estamos haciendo es decir que 
hay una posibilidad, la cual estará a juicio de la Corporación 
Nacional para el Desarrollo, porque si no tendríamos que de- 
terminar qué es una empresa agroindustrial o industrial gran- 
de; tendríamos que definir el término grande y a partir de 
cuándo se le puede decir a alguien que no le corresponde lo 
que determina el literal d). Me parece que algún riesgo en la 
vida hay que correr para que estas cosas funcionen. 


En consecuencia, si desean resolver un criterio de mayor 
exigencia, eliminamos lo de mayoría simple y comprendemos 
la liberalización de esta exigencia del párrafo final del literal 
d) para todo el tema, es decir, establecer lo de cuatro votos 
para todo. Seguramente, con cuatro votos para todo se com- 
pondrá mejor la mayoría; de lo contrario, entrar en el artículo 
4” y establecer cuándo se trata de una empresa grande o cuán- 
do de una chica, para entonces determinar en qué caso se 
puede aplicar o no la exigencia de balance, es algo que prácti- 
camente no hay forma de redactarlo en el término de esta 
sesión, en la que por lo menos tenemos la posibilidad, si nos 
ponemos de acuerdo, de continuar con este proyecto de ley y 
sancionarlo, ya que se encuadra dentro de lo que se ha estable- 
cido aquí. 


Si luego vemos que el resultado, en la práctica, es que a 
todo el mundo le regalan un crédito y no le piden balance, 
entonces analizaremos qué modificaciones hay que hacer. De 
lo contrario, si seguimos discutiendo esto, al final no vamos a 
conseguir una cosa ni la otra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - No creo que la fórmula plantea- 
da por el señor Senador Batlle haya aclarado el tema. Por lo 
tanto, insisto en mi pregunta que, como dije, no refleja una 
posición determinada. 


Deseo señalar que más allá del escaso tiempo que nos que- 
da, hay un planteo para la media hora final, formulado por el 
señor Senador Couriel. La Mesa ha demorado cuatro minutos 
dicho planteo y tiene la obligación -salvo que el señor Senador 
Couriel lo derive hasta mañana- de entrar a considerar el tema 
solicitado por dicho señor Senador. 


SEÑOR COURIEL. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR COURIEL. - Quisiera saber si lo que me está soli- 
citando la Presidencia es que postergue para la sesión de ma- 
ñana este homenaje que deseaba hacer al sociólogo brasileño 
recientemente fallecido, Hebert de Souza. Si se trata de una 
petición, con mucho gusto la concedo. 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Muchas gracias, señor Senador. 
SEÑOR FERNANDEZ FAINGOLD. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR FERNANDEZ FAINGOLD. - Efectivamente, se 
han incorporado varios temas a las consultas y a la discusión. 


Quería llamar la atención sobre una expresión que se in- 
cluye en el literal d) que dice: “Podrá, según las circunstancias 
del caso, prescindirse de la exigencia de balances y de garan- 
tías reales o personales”. Claramente, la definición de las cir- 
cunstancias queda para la reglamentación que la Corporación 
Nacional para el Desarrollo tendrá que hacer porque, para otor- 
gar estos créditos y para decidir cuándo se prescinde de los 
balances y de las garantías, deberá establecer determinadas 
reglas de juego para la actuación de su propio Directorio. 


Entre estas reglas de juego va a tener que meterse en la 
maraña de tratar de separar los microemprendimientos y las 
pequeñas empresas, de los distintos tipos de empresas mayo- 
res con las que éstas se podrán articular, que podrán ser pre- 
existentes O que se creen entre micro empresas, como empre- 
sas nuevas de tamaño mayor dirigidas a verticalizar o, como 
ejemplificaba el señor Senador Mallo, a concentrar la activi- 
dad de productores de semilla fina a los efectos de insertarse 
en las corrientes exportadoras. Quiere decir que hay muchos 
tipos de empresas grandes o mayores con las que las micro y 
las pequeñas empresas se pueden articular. 


Me parece que el intento de definir en el texto cuáles se- 
rían los criterios de reglamentación, nos llevaría a una ley muy 
diferente. Además, honestamente, creo que tampoco debemos 
fijar normas rígidas, porque van a aparecer muchas más for- 
mas de articulación -así lo esperamos- que las que podríamos 
prever hoy. 


Digo que así lo esperamos porque cuando se examina la 
experiencia del mundo en cuanto a las razones del fracaso de 
las micro y de las pequeñas empresas, se puede ver que éstas 
se asocian al ambiente regulatorio, a la existencia de un crédi- 
to específico con características como las que se señalan y a la 
capacidad o incapacidad que tengan de articularse con empre- 
sas mayores que funcionan en el sector “moderno” -entre co- 
millas- de la economía, insertadas en corrientes exportadoras. 


El artículo 4” de este proyecto de ley es una extraordinaria 
innovación porque establece, dentro del marco de la ley, el 
impulso a la articulación, eliminando de esta forma, desde el 
punto de vista legal, un obstáculo que ha sido el origen del 
fracaso de las micro y de las pequeñas empresas en muchas 
partes del mundo y también en el Uruguay. 


Entonces, señor Presidente, creo que cuando el literal d) 
establece la flexibilidad atada a las circunstancias del caso y 
dice que la Corporación Nacional para el Desarrollo, o su 
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Directorio, podrá prescindir de la exigencia, le estamos dando 
una indicación clara para que ésta, en su reglamentación, fije 
las condiciones en que podrá hacerlo en el caso de las micro 
empresas. En algunas, no hará falta prescindir de esta exigen- 
cia; por ejemplo, una pequeña empresa productora de progra- 
mas de computación, conocidos como “software”, probable- 
mente tenga activos y capital que no hagan necesaria la pres- 
cindencia. Seguramente los tenga y, si no los tiene, podrá 
decidir prescindir de ellos, según el caso. Cuando nos referi- 
mos a las empresas mayores, también podrá hacerlo según el 
caso, pero me parece que, para una institución como la Corpo- 
ración Nacional para el Desarrollo, esto no es una flexibiliza- 
ción total; tendrá que definir por la vía de la reglamentación 
cuáles son los pasos. 


Otro de los temas tenía que ver con las mayorías. En un 
principio entendí que cuando se decía: “Podrá, según las cir- 
cunstancias del caso, prescindir de la exigencia de balances y 
de garantías reales o personales”, estábamos incorporando en 
un solo concepto toda la operación de esta línea de crédito, sin 
hacer distinciones en cuanto a cuatro o tres votos. Formalmen- 
te -así lo señalé- tal como estaba redactado el literal, podía 
quedar la duda. Incluso, fui más enfático y dije que en la 
última cláusula del literal no se cubre explícitamente esta si- 
tuación dentro de lo previsto en cuanto a los cuatro votos. 
Confieso que la Corporación me informó que en las decisiones 
de conceder determinados tipos de créditos, en particular és- 
tos, no se acordaban si alguna vez se habían alejado de la 
unanimidad. Es decir que lo normal, en este tipo de operacio- 
nes, es que se proceda por unanimidad, por lo que cuando le 
consultamos sobre las mayorías especiales, no planteó ningún 
problema. 


Me parece que el señor Senador Astori estaba atendiendo a 
otra preocupación, que es la de no dejarse atar las manos por 
requerimientos tan altos para algo que, en definitiva, en el 
caso de la concesión de este tipo de créditos, es tan vital. Digo 
esto porque si se ponen estas exigencias a las micro empresas 
y a muchas de las pequeñas empresas, lo que sucede es que 
simplemente no piden el crédito o no se les puede conceder. 


Tenemos una propuesta formal del señor Senador Mallo de 
volver a examinar el literal d), planteado como moción. En lo 
personal, no me preocupa el planteamiento de mayorías sim- 
ples, pero ante un planteo de revisarlo en los términos en que 
se hizo, tampoco tengo inconveniente en que se mantenga la 
mayoría especial. Creo que esto es irrelevante; si se acepta 
otorgarle un crédito a un micro o a un pequeño emprendi- 
miento determinado para desarrollar cierta actividad, y las con- 
diciones del mismo así como la evaluación indican que se 
debe conceder, no va a haber dificultades para obviar el reque- 
rimiento de balances. Tal vez fui muy rápido al aceptar la 
sugerencia, pero me pareció que era una garantía adicional de 
flexibilidad. Sin embargo, el planteo en contrario tampoco me 
agita. 


Resta sólo la consulta del señor Presidente sobre el artículo 
3” y su posición relativa como tercero o cuarto. Confieso que 
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comparto el planteamiento del señor Senador Batlle en cuanto 
al orden, porque se refiere al programa. El artículo 4” abre -y 
tal vez eso es lo que no se advirtió cuando se hizo la pregunta- 
algo que no es habitual y, por lo tanto, lo separa, dándole una 
posición especial. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Mi pregunta, simplemente, era si 
cuando hay recuperación en el artículo 4%, va a la Corporación 
Nacional para el Desarrollo o no. 


SEÑOR BATLLE. - Va, porque es la recuperación a este 
programa. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si eso queda claro, el orden im- 
porta poco. Sin embargo, desde el punto de vista estrictamente 
lógico, debería ser artículo 4” y decir: “estos programas” en 
lugar de “este programa”. De todas formas, no hago cuestión 
s1 queda claro que esa es la finalidad del artículo. 


SEÑOR BATLLE. - Tampoco incide alterar el orden, por- 
que en este caso no cambia el producto. 


SEÑOR ASTORI. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR ASTORL. - No quiero hacer cuestión fundamental 
sobre este problema, pero me parece que, sencillamente, no es 
lo mismo tomar una decisión sobre si se aprueba o no un 
proyecto y su financiamiento, que sobre detalles como si se va 
a exigir balance o garantías reales y personales. Creo que la 
decisión fundamental que se toma y la que está bien que re- 
quiera mayorías exigentes, es si se aprueba el proyecto y su 
financiamiento. Lo otro debe tener más flexibilidad, a tal pun- 
to que en los proyectos originales esa frase no estaba en el 
literal d) sino en el de los intereses. 


El literal c) dice: “En cuanto a los intereses. Se acordará 
una tasa preferente”, y en el proyecto original se agregaba: 
“podrá, según las circunstancias del caso...”. En un reordena- 
miento que hicimos de la redacción en Comisión, lo pasamos 
para el literal d) porque, obviamente, tenía que ver con los 
procedimientos de apoyo. 


Entonces, no voy a hacer cuestión porque creo que lo que 
importa es aprobar este proyecto de ley y no zanjar una discu- 
sión como la que estamos teniendo. 


Sí creo que no es lo mismo aprobar un proyecto que deci- 
dir, según las circunstancias del caso, no exigir balances. Esto 
se fundamentó en Comisión -y está bien que así sea- sobre la 
base de que muchas empresas no pueden contratar a un conta- 
dor para que les realice el balance, o de que son tan pequeñas 
que no pueden presentar garantías reales ni personales. Real- 
mente, exigir cuatro votos para eso me parece una extralimita- 
ción, sobre todo cuando se establece el mismo requerimiento 
nada menos que para aprobar el proyecto y su financiamiento. 
En estas consideraciones radica la diferencia. 
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En la Comisión en ningún momento -y pido que se me 
corrija si me equivoco- se planteó la mayoría especial asocia- 
da a estos detalles, explícita ni implícitamente. Por estas razo- 
nes, creo que debemos tener en cuenta la historia de la elabo- 
ración del proyecto de ley. 


En cuanto a la duda que planteaba el señor Senador Rical- 
doni sobre el artículo 4” -que como señalaba el señor Miembro 
Informante, introduce una innovación- digo que es obvio que 
éste funciona a la luz del literal d) del artículo 2*, que estable- 
ce que podrá, según las circunstancias del caso, eximirse de 
balances o de garantías. Resulta evidente que en el caso de 
una gran empresa no va a prescindirse del balance, ni tampoco 
de la exigencia de las garantías reales o personales, porque 
esas son las circunstancias del caso: se trata de una gran em- 
presa. Por lo tanto, reitero que el artículo 4* funciona a la luz 
del literal d) del artículo 2*. 


SEÑOR PEREYRA. - ¿Me permite una interrupción, señor 
Senador? 


SEÑOR ASTORI. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR PEREYRA. - He venido siguiendo la discusión de 
este proyecto de ley, que no he tenido tiempo de estudiar en 
profundidad y que no conozco en detalle por no pertenecer a 
la Comisión que lo consideró. Sin embargo, muchas de las 
dudas que tenía al respecto se están disipando aquí. 


Siempre me llamó la atención el hecho de que el Estado 
entregue a la Corporación Nacional para el Desarrollo una 
cantidad determinada de dinero, ésta lo use para fomentar a la 
pequeña empresa y, en ciertos casos, pueda llegar incluso a 
prescindir de las garantías para la operación que va a finan- 
ciar, o a no exigir la simple presentación de balances. Hace 
tiempo que abandoné el campo de los negocios, pero en el 
tiempo en que iba a los bancos se nos daba un formulario en el 
que se comunicaba un ligero balance de la empresa. De mane- 
ra que me llama la atención esta amplitud que se entrega a un 
organismo que no sé quién controla. No estoy presumiendo 
ninguna inconducta de nadie porque, reitero, no sé quién efec- 
túa los controles. Estos pueden estar a cargo de algún Ministe- 
rio, como el de Economía y Finanzas o, inclusive, del Tribunal 
de Cuentas. 


Debemos tener en cuenta que este organismo desarrolla 
una tarea trascendente y que manejará fondos importantes. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor Sena- 
dor Astori. 


SEÑOR MALLO. - ¿Me permite una interrupción, señor 
Senador? 


SEÑOR ASTORI. - Con mucho gusto. 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR MALLO. - Digo al señor Senador Pereyra que 
todo este proyecto tiene, no diría tortuosidades, pero sí deter- 
minados enfoques derivados de la propia naturaleza -que na- 
die puede definir claramente a esta altura- de las personas 
públicas no estatales. En el artículo 7% se establece que el 
Ministerio de Economía y Finanzas ejercerá la supervisión, 
con lo que, inclusive, le hacemos un favor a la Corporación 
Nacional para el Desarrollo, porque limitamos la presión de 
los interesados. Como el señor Ministro de Economía y Finan- 
zas tiene a su cargo, por la realidad, lo que Martín Martínez 
llamaba el ejercicio de la ferocidad, y el economista Mosca -a 
pesar de su bonhomía connatural- la ejerce, esa supervisión 
protege a la Corporación de entrar en el plano inclinado de 
conceder créditos sin balances ni garantías. Esto se debe, pre- 
cisamente, a la supervisión de dicho Ministerio. 


En cuanto a los balances, el señor Senador Pereyra, aunque 
ya alejado de los negocios, no está lejos del llenado de las 
planillas de DICOSE, que es un procedimiento bastante sim- 
ple. Sin embargo, habrá podido observar que en el interior se 
montan oficinas donde las entidades gremiales y rurales ayu- 
dan a la gente que no sabe llenar esa simple planilla. Exigir el 
balance, como reconocía muy hidalgamente el señor Senador 
Astori yendo contra su profesión, tiene efecto sobre quienes 
no pueden pagar un contador. Si hiciéramos un cálculo esti- 
mativo, veríamos que es posible que un alto porcentaje del 
crédito se lo lleven el contador, el economista, el abogado, el 
escribano con su montepío notarial y toda la liturgia que re- 
quiere ese trámite. Pascal, que algo conocía del corazón huma- 
no, hablaba del espíritu de geometría, es decir, de resolverlo 
todo por parámetros matemáticos y por fórmulas, y del espíri- 
tu de “souplesse”, que en francés significa aquello que se tiene 
en la punta de los dedos y que no se puede definir. Precisa- 
mente, creo que esto último es lo que la Corporación Nacional 
para el Desarrollo debe tener, porque en la vida no todo se 
resuelve con espíritu de geometría. Cuando se quería que las 
leyes fueran perfectas, Espalter decía que no había que pre- 
ocuparse y que eso habría que dejarlo a la Administración o a 
la Jurisprudencia, ya que no se puede pretender resolver todos 
los casos en la ley porque se hace un diccionario enciclopédi- 
co para un problema pequeño. 


En consecuencia, vamos a tener la esperanza de que la 
Corporación Nacional para el Desarrollo tenga ese espíritu de 
“souplesse” -o lo adquiera- y si comete errores, pensemos que 
ellos también pueden ser fecundos. No voy a citar los casos en 
que la Corporación ha incurrido en errores, porque creo que lo 
hizo de buena fe. 


21) PRORROGA DEL TERMINO DE LA SESION 


SEÑOR BATLLE. - Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Senador. 
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SEÑOR BATLLE. - Señor Presidente: nos faltan por con- 
siderar tres artículos y ya hemos debatido sobre el corazón de 
la cuestión En consecuencia, formulo moción para que se pro- 
rrogue la hora de finalización de la sesión hasta que culmine- 
mos la consideración del proyecto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la moción de orden 
formulada. 


(Se vota:) 
-20 en 21. Afirmativa. 
22) MICRO Y PEQUEÑAS EMPRESAS 


SEÑOR PRESIDENTE. - Continúa la consideración del 
tema relativo a las micro y pequeñas empresas. 


Puede continuar el señor Senador Astori. 


SEÑOR ASTORLI. - Finalizo señalando que me parece que 
las cosas deberían quedar tal como están y que esta es la mejor 
formulación posible del proyecto de ley, ya que fue muy estu- 
diado y discutido. Al mismo tiempo, a propósito de la pregun- 
ta que hacía el señor Senador Pereyra, manifiesto que este 
proyecto también incluye la innovación de ser supervisado por 
el Ministerio de Economía y Finanzas, lo que nunca había 
ocurrido con una actividad de la Corporación Nacional para el 
Desarrollo. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar si se reconsidera el artículo 2*. 


(Se vota:) 
-17 en 20. Afirmativa. 
En consideración nuevamente el artículo 2*. 


La Mesa aclara que, naturalmente, lo único que está en 
consideración es el eventual agregado del párrafo final del 
literal d), que establecería: “Con la misma mayoría podrá”. 


SEÑOR SANTORO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SANTORO. - Señor Presidente: creo -y pido que 
no se tome como un atrevimiento- que hay que redactar de 
nuevo la disposición a los efectos de que, en ambos casos, se 
comprenda los cuatro votos como exigencia. Por lo tanto, el 
literal d) podría decir: “La aprobación de los proyectos y su 
financiación, así como cuando se den las circunstancias del 
caso, para prescindirse de la exigencia de balances y de garan- 
tías reales o personales, requerirán cuatro votos conformes del 
Directorio de la Corporación Nacional para el Desarrollo”. 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Es una fórmula similar a la que 
se planteó hace unos momentos, aunque lo que propone el 
señor Senador Santoro es un poco más completa. 


SEÑOR ASTORI. - Pido la palabra para una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR ASTORI. - Quiero saber cómo vamos a votar; a 
mi juicio, habría que votar en primer lugar el texto venido de 
la Comisión. 


SEÑOR RICALDON!L. - Ya se votó. 
(Dialogados) 


SEÑOR PRESIDENTE. - El artículo está siendo reconsi- 
derado. Por lo tanto, corresponde votar el texto sustitutivo, 
que deberá reunir una mayor cantidad de votos que los obteni- 
dos en su momento por la redacción original; concretamente, 
debería tener 26 votos. Si no es así, queda firme el artículo 
inicialmente aprobado. 


Se va a votar, entonces, el texto sustitutivo propuesto, con 
la modificación incorporada. Puesto que, según nos informa la 
Secretaría, sólo hay 23 Senadores en Sala, queda firme el tex- 
to que anteriormente se aprobó. 


Continúa en consideración el artículo 4”. 
SEÑOR SANTORO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SANTORO. - Señor Presidente: no vamos a votar 
esta disposición, porque consideramos que implica un real pe- 
ligro para la suerte de las micro y pequeñas empresas. 


Por vivir en un departamento muy particular, como Cane- 
lones, conocemos algunos emprendimientos que se están lle- 
vando adelante, por lo que empresas que podrían ser califica- 
das de grandes están intentando nuclear a pequeños empresa- 
rios granjeros, a los efectos de que las que mencionamos en 
primer término determinen los programas y cumplan las fun- 
ciones relativas a la financiación y comercialización. 


Pienso que este proyecto de ley es oportuno y fundamental 
para las micro y pequeñas empresas; si éstas se convierten en 
el futuro en grandes empresas, bienvenidos sea. Ahora bien, no 
estamos de acuerdo en que realicen emprendimientos con em- 
presas grandes, ya sea agropecuarias o industriales, porque cree- 
mos que esa es una forma de negar la razón de ser y el funda- 
mento de este proyecto que consideramos muy importante. 


Es por lo expuesto, entonces, que no vamos a acompañar 
con nuestro voto el artículo 4”. 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar el artículo 4” con el texto venido de Comisión. 


(Se vota:) 
-17 en 23. Afirmativa. 
SEÑOR SARTHOU. - Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SARTHOU. - Señor Presidente: no soy miembro 
de la Comisión y, por lo tanto, con toda modestia voy a opinar 
sobre este texto. 


Me parece que la idea era aprobar un proyecto que permi- 
tiera, con toda seguridad, apoyar a las micro y pequeñas em- 
presas. Pienso, pues, que el artículo 4” hace perder la pureza al 
objetivo, puesto que admitir esta especie de articulación puede 
hacer que la excepción se convierta en generalidad. Unido 
esto a la facultad que otorga el literal d) del artículo 2*, podría 
darse la posibilidad de que empresas importantes no den ga- 
rantías, accedan a estos préstamos e, inclusive, utilicen algu- 
nas micro empresas como testaferros. 


Insisto en que esto desnaturaliza el sentido del proyecto y, 
por ende, voy a votar en contra esta disposición, porque me 
parece que sería distinto si esto se mantuviera en el plano de la 
microempresa. 


Se nos podrá decir que esto dependerá de la prudencia de 
quien gestione, pero no hay que olvidar que establecemos las 
leyes para la hipótesis de imprudencia. Me hubiera gustado, 
inclusive, que esta norma legal incluyera pautas objetivas para 
la comparecencia y pusiera en pie de igualdad a las microem- 
presas. Es cierto que muchas veces las micro y pequeñas em- 
presas no tienen vinculación con el ambiente bancario y, por 
ello, hubiese sido bueno prever pautas objetivas para que pu- 
dieran acceder a esta posibilidad. 


SEÑOR PRESIDENTE. - En consideración el artículo 5. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el 
siguiente: 


“ARTICULO 5”. - Con destino a financiar el pro- 
grama que se crea por la presente ley, autorízase a la 
emisión y circulación de hasta U$S 30:000.000 (treinta 
millones de dólares de los Estados Unidos de América) 
en Bonos del Tesoro, en las condiciones y los plazos 
que establecerá la reglamentación, pudiendo incluir ta- 
sas de interés preferenciales. El Ministerio de Econo- 
mía y Finanzas depositará en el Banco Central del Uru- 
guay el producto de la emisión que se autoriza, a la 
orden de la Corporación Nacional para el Desarrollo”.) 


-S1 no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
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(Se vota:) 
-18 en 23. Afirmativa. 


SEÑOR COURIEL. - Pido la palabra para fundamentar el 
voto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR COURIEL.- A modo de fundamento de voto, quiero 
reiterar una preocupación: este proyecto de ley se va a finan- 
ciar con Bonos del Tesoro emitidos en moneda extranjera que 
se van a colocar en plaza. En consecuencia, el país va a tener 
que pagar los servicios de deuda en dólares, que no son emiti- 
dos en plaza. 


A mi juicio, este no es un tema menor; por el contrario, es 
muy relevante. Lamentablemente, me doy cuenta de que no 
tengo la más mínima oportunidad de convencimiento en este 
asunto. 


Creo que aquí habría que buscar una fórmula para que 
también pudiese emitirse en moneda nacional reajustable y 
que el mercado de capital comience, también, a trabajar mu- 
cho más en moneda nacional de lo que lo hace hoy. 


En los hechos, con medidas de esta naturaleza multiplica- 
mos la dolarización, que es uno de los fenómenos no poco 
importantes que tendrá el Uruguay en el futuro. 


SEÑOR PRESIDENTE. - En consideración el artículo 6. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el 
siguiente: 


“ARTICULO €. - En coordinación con el Ministe- 
rio de Economía y Finanzas, la Corporación Nacional 
para el Desarrollo podrá retirar, a cuenta de los montos 
depositados a que hace referencia el artículo anterior, 
hasta la cantidad de U$S 5:000.000 (cinco millones de 
dólares de los Estados Unidos de América) en concepto 
de adelanto por las amortizaciones de capital y los inte- 
reses que perciba de acuerdo con lo dispuesto por el 
artículo 3". 


A los efectos previstos por el artículo 5” de la pre- 
sente ley, increméntase en U$S 30:000.000 (treinta mi- 
llones de dólares de los Estados Unidos de América) la 
emisión y el circulante de Bonos del Tesoro a que hace 
referencia el artículo 1 de la Ley N* 16.812, de 14 de 
marzo de 1997"".) 


-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 


-11 en 19. Afirmativa. 
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SEÑOR COURIEL. - Pido la palabra para fundamentar el 
voto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR COURIEL. - Señor Presidente: quiero destacar dos 
elementos de este artículo. 


El primero de ellos tiene que ver con los topes. Cuando en 
una ley se establecen topes, es para que rijan. Si en cada 
proyecto de ley en el que se van a emitir títulos cambio los 
topes, estos no sirven. 


El Uruguay y otros países de América Latina sufrieron en 
la década de los setenta por no tener topes; en esa época, era 
posible endeudarse en el monto, la calidad y cantidad que se 
deseara. Posteriormente a ello, tanto nuestro país como los 
restantes de América Latina pagaron consecuencias bastante 
negativas durante la década de los ochenta. No desearía, pues, 
que esto vuelva a ocurrir en el futuro. 


El segundo elemento que quiero señalar es que este es un 
proyecto de ley para la micro y pequeña empresa. Sin embar- 
go, en este artículo 6” se está dando la posibilidad de adelantar 
U$S 5:000.000 a la Corporación Nacional para el Desarrollo, 
para que haga concesiones a las micro y pequeñas empresas 
de acuerdo con su gusto, pero no sabemos en definitiva en qué 
se va a utilizar ese dinero puesto que, de hecho, no tiene por 
qué otorgárselo a aquellas. 


En consecuencia, siento que este es un artículo que entró 
de colado. Por lo tanto, no estamos en condiciones de acompa- 
ñarlo, sobre todo porque no sabemos para qué va a ser utiliza- 
do, dadas las especiales características del escenario político 
nacional que estamos viviendo actualmente. 


SEÑOR ASTORI. - Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR ASTORLI. - Señor Presidente: quiero señalar que 
no he votado este artículo 6” porque, como expuse en Comi- 
sión cuando se trató el proyecto de ley, no comparto que la 
iniciativa quede fuera de los topes de emisión que están en 
vigencia. Al desplazar ese tope de emisión de valores, de he- 
cho, lo está excluyendo de los que están en vigencia y, a mi 
juicio, eso sólo se justificaba en la emisión de bonos para las 
Administradoras de Fondos de Ahorro Previsional, que era 
muy especial y dirigida. Pero creo que de ahora en adelante 
todas ellas tienen que estar comprendidas en los topes que 
actualmente están en vigencia, sin desplazamiento. 


Esa es la razón de mi discrepancia con respecto al artículo 6”. 


SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra para fundar el 
voto. 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK. - Señor Presidente: no sé si se trata 
exactamente de una fundamentación de voto, porque me he 
pronunciado en contra de esta disposición y las razones han 
sido explicadas por los compañeros de la Bancada. No obstan- 
te, quiero decir que, en la medida en que hay una gestión 
estatal a la cual se le está autorizando a levantar un tope de 
emisión, aunque se hayan votado a favor estas disposiciones, 
tengo entendido que esto supone la posibilidad, de acuerdo 
con el artículo 211 de la Constitución, de un control del Tribu- 
nal de Cuentas. 


Esta es mi interpretación con respecto a un artículo que ha 
sido aprobado, aunque no lo haya votado. 


SEÑOR BATLLE. - Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR BATLLE. - He votado afirmativamente y he escu- 
chado las apreciaciones reiteradas de los señores Senadores 
Couriel y Astori diciendo que no es conveniente ir por encima 
de lo que está establecido en la ley que recientemente votára- 
mos con respecto a los topes. 


Simplemente, quiero señalar que distinguidos integrantes 
del Frente Amplio, los señores Senadores Korzeniak y Garga- 
no, han presentado en la Comisión de Ganadería y Agricultura 
un proyecto de ley equivalente a U$S 300:000.000 en Bonos 
del Tesoro por encima de los topes. Reitero U$S 300:000.000. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Obviamente, señor Senador Bat- 
lle, su fundamento de voto contiene alusiones y, por ende, será 
borrado de la versión taquigráfica. 


SEÑOR BATLLE. - Que se borre, señor Presidente; pero 
lo que no está borrado es el proyecto de ley. 


SEÑOR GARGANO. - Pido la palabra para contestar una 
alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR GARGANO. - Luego el señor Presidente podrá 
borrar mi intervención así como la del señor Senador Batlle, 
pero deseo señalar que es la segunda vez que esto se plantea. 
Lo que no informó el señor Senador Batlle es que cuando él 
habló de este mismo tema en la Comisión, se dijo que noso- 
tros, frente a un proyecto que tiene siete años, que venimos 
reiterando y que seguramente va a votar el señor Senador 
Batlle... 


SEÑOR BATLLE. - Sí, señor Senador... 
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SEÑOR GARGANO. - ...porque fomenta la colonización, 
estamos de acuerdo con que la emisión esté dentro de los 
topes establecidos. 


SEÑOR BATLLE. - El proyecto no dice eso. 


SEÑOR GARGANO. - Expresamos ese punto en la Comi- 
sión y lo sostuvimos enfáticamente aquí en Sala. De manera 
que no son procedentes esas pequeñas trampitas de última 
hora. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tal como expresó el señor Sena- 
dor Echegoyen: “téngase por no dicho lo dicho y bórrese de la 
versión taquigráfica”. 


En consideración el artículo 7*. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el 
siguiente: 


“ARTICULO 7". - El Ministerio de Economía y Fi- 
nanzas ejercerá la supervisión de la ejecución por la 
Corporación Nacional para el Desarrollo del programa 
que se crea, pudiendo formular las observaciones que 
estime pertinentes para alcanzar las finalidades que se 
proponen en el mismo”.) 


-S1 no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-17 en 19. Afirmativa. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que será comunicado a 
la Cámara de Representantes. 


(Texto del proyecto de ley aprobado:) 


“Artículo 1”. - Créase un programa de apoyo a las 
micro empresas y a las pequeñas empresas, de acuerdo 
con la definición del Instituto Nacional de Estadística, 
cuyo financiamiento será de cargo del Poder Ejecutivo 
y será ejecutado por la Corporación Nacional para el 
Desarrollo, actuando esta institución como agente fi- 
nanciero. 


Art. 2%. - El Ministerio de Economía y Finanzas 
acordará con la Corporación las condiciones básicas a 
las que esta entidad deberá ajustarse, las que entre otras 
serán específicamente: 


a) En cuanto al destino. Financiar la adquisición 
de equipamiento y la disponibilidad de capital 
de giro de las micro empresas y de las pequeñas 
empresas. 


b) En cuanto a los sub-agentes. La Corporación 
determinará que la concreción de las operacio- 
nes de crédito destinadas a financiar los proyec- 
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tos podrá ser realizada en calidad de sub-agen- 
tes, por instituciones de intermediación financie- 
ra reguladas por el Banco Central del Uruguay, 
O instituciones de crédito o entidades públicas o 
privadas con aptitudes para otorgar créditos con 
las finalidades establecidas en el programa que 
se establece. 


c) En cuanto a los intereses. Se acordará una tasa 
preferente. 


d) En cuanto a los procedimientos de apoyo. La 
aprobación de los proyectos y su financiación 
requerirán cuatro votos conformes del Directo- 
rio de la Corporación Nacional para el Desarro- 
llo. Por mayoría simple podrá, según las circuns- 
tancias del caso, prescindirse de la exigencia de 
balances y de garantías reales o personales. 


Art. 3”. - La recuperación resultante de la aplica- 
ción de este programa pasará a integrar el patrimonio 
de la Corporación Nacional para el Desarrollo. 


Art. 4%. - Podrá incluirse en este programa la parti- 
cipación o el financiamiento de proyectos mayores que 
se refieran a emprendimientos conjuntos entre empre- 
sas agropecuarias o industriales con micro empresas o 
pequeñas empresas, o cuando contribuyan al desarrollo 
de estas últimas. 


Art. 5%. - Con destino a financiar el programa que 
se crea por la presente ley, autorízase a la emisión y 
circulación de hasta U$S 30:000.000 (treinta millones 
de dólares de los Estados Unidos de América) en Bo- 
nos del Tesoro, en las condiciones y los plazos que 
establecerá la reglamentación, pudiendo incluir tasas de 
interés preferenciales. El Ministerio de Economía y Fi- 
nanzas depositará en el Banco Central del Uruguay el 
producto de la emisión que se autoriza, a la orden de la 
Corporación Nacional para el Desarrollo. 


Art. 6”. - En coordinación con el Ministerio de Eco- 
nomía y Finanzas, la Corporación Nacional para el De- 
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sarrollo podrá retirar, a cuenta de los montos deposita- 
dos a que hace referencia el artículo anterior, hasta la 
cantidad de U$S 5:000.000 (cinco millones de dólares 
de los Estados Unidos de América) en concepto de 
adelanto por las amortizaciones de capital y los intere- 
ses que perciba de acuerdo con lo dispuesto por el 
artículo 3". 


A los efectos previstos por el artículo 5* de la pre- 
sente ley, increméntase en U$S 30:000.000 (treinta mi- 
llones de dólares de los Estados Unidos de América) la 
emisión y el circulante de Bonos del Tesoro a que hace 
referencia el artículo 1? de la Ley N* 16.812, de 14 de 
marzo de 1997. 


Art. 7%. - El Ministerio de Economía y Finanzas 
ejercerá la supervisión de la ejecución por la Corpora- 
ción Nacional para el Desarrollo del programa que se 
crea, pudiendo formular las observaciones que estime 
pertinentes para alcanzar las finalidades que se propo- 
nen en el mismo.” 


23) SE LEVANTA LA SESION 
SEÑOR PRESIDENTE. - Se levanta la sesión. 


(Así se hace a la hora 20 y 8 minutos, presidiendo el doc- 
tor Hugo Batalla y estando presentes los señores Senadores 
Arismendi, Astori, Batlle, Brezzo, Couriel, Chiesa, Dalmás, 
Fernández Faingold, Gargano, Heber, Hierro López, Kor- 
zeniak, Mallo, Pozzolo, Sanabria, Sarthou, Segovia y Sto- 
race.) 
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